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ACTA SESIÓN Nº 5/18
COMISIÓN TERRITORIAL DE MEDIO AMBIENTE Y URBANISMO DE VALLADOLID

(30 de mayo de 2018)

En la ciudad de Valladolid, siendo las nueve horas y treinta minutos del día treinta de mayo de dos mil dieciocho, se reunió en la Sala de Juntas de la 7ª Planta del Edificio Administrativo de Usos Múltiples, en segunda convocatoria, la Comisión Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo, bajo la Presidencia del Delegado Territorial de la Junta de Castilla y León en Valladolid, D. Pablo Trillo – Figueroa y Martínez – Conde y bajo la Presidencia del Secretario Territorial de la Junta de Castilla y León en Valladolid, D. Luis Ángel González Agüero en los asuntos en los que el Delegado territorial debe abstenerse,  con la asistencia de los siguientes miembros-vocales:
Vicepresidente:

· D. Luis Ángel González Agüero - Secretario Territorial de la Junta de Castilla y León en Valladolid
Jefes de Servicio Territorial de la Delegación Territorial:
· D. Félix Romanos Marín - Servicio Territorial de Fomento
· Dª Mª. Dolores Luelmo Matesanz - Servicio Territorial de Medio Ambiente 
· D. Leopoldo Cortejoso García - Servicio Territorial de Cultura y Turismo.

· D. Marceliano Herrero Sinovas - Servicio Territorial de Economía (abandona la sala a las 11:20).
· D. Jesús Cortes del Amo. Servicio Territorial de Agricultura y Ganadería

· Dª María Victoria Diez Arce. Servicio Territorial de Sanidad (se ausenta a las 10:10).
Centro Directivo en materia de Urbanismo
· Dª Mercedes Casanova Roque
Administración General del Estado: 

· Dª. Alfredo Catalina Gallego – Área de Fomento. Delegación del Gobierno en CyL.
Representante de la Diputación Provincial:
· D. Luis Torroglosa Martínez
Representante de la FRMP:

· D. Manuel Agustín Fernández González

Representante de sindicatos:
· D. Constantino Mostaza Saavedra. 
· Dª Cristina de la Torre Sanz. 
Representante de asociaciones empresariales:
· D. Alberto López Soto
Representante de organizaciones agrarias:
· D. Gregorio Sanz Muñoz.
Representante de ONGS:
· D. Fernado Polanco Uya (se ausenta a las 11:15)
Representante de colegios profesionales competentes en urbanismo:
· D. Gregorio Vázquez Justel. 
· D. Miguel Ángel Medina Cebrián. 

Representante de colegios profesionales competentes en prevención ambiental:
· D. Jesús González Morago. (se ausenta a las 11:10)
· D. José María Moreno Acero. 
Representante del colegio de secretarios:
· D. Raúl Elvira Fernández. 
Vocalías de libre designación:
· D. Juan Carlos Sacristán Gómez
Asesores: Dª. Pilar Antolín Fernández, D. Alejandro Meana Gutiérrez, D. Francisco Javier Caballero Villa, D. José María Feliz de Vargas Pereda, técnicos de la Delegación Territorial.

Secretaria: Dª. Isabel Fernández Contero
Al existir quórum suficiente, se declaró constituida la Comisión y abierta la sesión por el Presidente.

Hecho lo cual se procedió al examen de los puntos incluidos en el orden del día.

I.- LECTURA Y APROBACIÓN, SI PROCEDE, DEL ACTA DE LA SESION ANTERIOR.

Conocido por todos los asistentes el contenido del Acta de la sesión anterior, celebrada el día 25 de abril de dos mil dieciocho, y no formulándose a su texto enmienda o corrección alguna, fue aprobada por unanimidad.

II.- ESTUDIO Y RESOLUCIÓN DE ASUNTOS COMPRENDIDOS EN EL ORDEN DEL DÍA.

Acto seguido, se entró en el estudio y resolución de los asuntos que integraban el segundo punto del orden del día, comenzando por el capítulo  “A) URBANISMO”:

1.- Planeamiento 

A.1.1.- MODIFICACION NORMAS URBANISTICAS Nº 1.- SANTERVAS DE CAMPOS.- (EXPTE. CTU 42/17).

Convocados los representantes del municipio interesado en el presente asunto, a las nueve horas y treinta y cinco minutos los mismos no comparecieron.


Examinada la documentación administrativa y técnica que obra en el expediente de referencia, del que son:

ANTECEDENTES DE HECHO


PRIMERO.- El municipio objeto de la modificación cuenta con Normas Urbanísticas Municipales vigentes desde julio de 2013.


El objeto del documento es la supresión del parámetro de fondo edificable máximo para las edificaciones de uso no residencial, así como la ocupación máxima en parcelas mayores de 80 m2, que pasa del 70 al 80 %. También se cambia, como consecuencia de la eliminación del parámetro de fondo, el retranqueo al fondo de parcela que se suprime, salvo que la edificación abra ventanas, en cuyo caso se mantiene en, al menos, 3.00 m.


La modificación propuesta se realiza a fin de facilitar la implantación de construcciones dotacionales, comercial agrícolas e industriales en suelo calificado como Medianería en Casco, cuyo uso predominante es el residencial,  por lo que también se cambia el régimen de usos para incluir, como usos predominantes, además del residencial, el dotacional, comercial agrícola e industrial.


Se acredita el interés público de la modificación, tal como señala el documento “El interés público de esta modificación radica en que los diferentes usos antes señalados puedan desarrollarse en el interior de grandes parcelas existentes de manera que puedan ampliar sus instalaciones eliminando el fondo máximo establecido por las presentes Normas. Con ello también se evita el esparcimiento de la industria a lo largo del territorio del municipio y la fijación de la población con el aumento de puestos de trabajo que generarían estas instalaciones.”


SEGUNDO.- La aprobación inicial del presente expediente, se produjo por el Pleno de la Corporación según lo dispuesto por el art. 22.2.c) de la Ley 7/85, de 2 de abril en sesión celebrada el día 27 de septiembre de 2017, de acuerdo con el quórum exigido por el artículo 47.2.ll) del citado texto legal.


TERCERO.- Se ha dado cumplimiento al preceptivo trámite de información pública, por un período de dos meses, mediante la inserción de anuncios en el Boletín Oficial de Castilla y León de fecha 17 de octubre de 2017, en el Norte de Castilla de 11 de octubre de 2017, en el tablón de edictos del municipio y en la página web del Ayuntamiento desde el 18 de octubre de 2017, durante el cual no se presentaron alegaciones.


CUARTO.- Figura en el expediente informe emitido por la Secretaría Municipal, dándose así cumplimiento a lo dispuesto en el art. 54 del Real Decreto Legislativo 781/86, así como en el artículo 173.1 del Reglamento de Organización, Funcionamiento, y Régimen Jurídico de las Corporaciones Locales.


QUINTO.- De conformidad con el art. 52.4 de la LUCyL, constan en el expediente los siguientes informes exigidos por la normativa que resulta de aplicación:

· Comisión de Patrimonio Cultural de fecha 13/09/2017, favorable 

· Subdelegación de Gobierno de fecha 121/07/2017, favorable
· Diputación, Servicio de Urbanismo de fecha 6/07/2017, 

· Se recoge en la memoria la ausencia de afección de áreas sometidas a riesgos naturales o tecnológicos así como la ausencia de afección en el despliegue de redes públicas de comunicación electrónica, lo que justifica la no presentación de los informes de la Agencia de Protección Civil y del Ministerio de Industria.

· Servicio Territorial de Fomento emitido el 1 de septiembre de 2017, que señala:


“Examinada la documentación administrativa y técnica que obra en el expediente el SERVICIO TERRITORIAL DE FOMENTO, acuerda, INFORMAR condicionado al cumplimiento de las siguientes prescripciones:

1.- Se deberán solicitar los informes señalados en el artículo 153 del RUCyL, de acuerdo con la Orden FYM/238/2016, de 4 de abril, por la que se aprueba la Instrucción Técnica Urbanística 1/2016 (BOCyL de 8 de abril de 2016), sobre emisión de informes previos en el procedimiento de aprobación de los instrumentos de planeamiento urbanístico. Dichos informes deberán ser emitidos en sentido favorable a fin de poder pronunciarse sobre la aprobación definitiva del presente documento, o bien justificar su innecesariedad por no concurrir afecciones en su respectivo ámbito sectorial.


Se tendrá en cuenta lo señalado en el art. 5, apartados b) y c) de la citada Instrucción, en relación con la inclusión en la memoria de la ausencia de afección.


2.- De acuerdo con los artículos 7 y 8 de Ley 5/2009, de 4 junio, del Ruido de Castilla y León se deberá aportar una zonificación acústica del territorio objeto de modificación. La misma deberá ser incorporada al instrumento de planeamiento o bien justificar su innecesariedad, siendo necesaria la aprobación por el Pleno de la Corporación según lo dispuesto por el artículo 22.2.c) de la Ley 7/85, de Bases de Régimen Local.


3.- El presente documento deberá someterse al trámite ambiental de conformidad con la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación ambiental, frente al Órgano ambiental correspondiente.


4.- Se deberá recoger en el objeto del documento, todas aquellas cuestiones que sean objeto de modificación o alteración respecto de lo vigente.


5.- Se deberá recoger de forma más exhaustiva, la justificación de la conveniencia de la modificación acreditando su interés público, así como el resto de apartados del art. 169.3.b) del RUCyL.


6.- Si tal y como se deduce del documento, la modificación propuesta se realiza a fin de facilitar la implantación en la totalidad de la parcela y de forma exclusiva, de construcciones dotacionales, comercial agrícolas e industriales en suelo calificado como Medianería en Casco, cuyo uso predominante es el residencial, se deberá modificar el apartado relativo a las condiciones de uso a fin de posibilitar la edificación no residencial de forma predominante en las parcelas.


7.- Se deberá justificar el cumplimiento del art. 173 respecto del posible aumento de volumen edificable.


8.- Deberán aportarse, a fin de poder ser sustituidas en el documento vigente, las páginas con la nueva redacción del art. 68, con el mismo formato y configuración que las vigentes.


SEXTO.- El documento ha sido sometido al trámite ambiental habiéndose realizado consulta a la D.G. de Calidad y Sostenibilidad que considera que la modificación puntual no es previsible que pueda tener efectos significativos sobre el medio ambiente por lo que no se puede incluir dentro del ámbito de aplicación de la Ley 21/2013.


SÉPTIMO.- El acuerdo de aprobación provisional se adoptó en sesión celebrada el día 11 de enero de 2018 por el Pleno del Ayuntamiento, según lo dispuesto en la Ley 7/85, de 2 de abril. 


OCTAVO.- Mediante escrito de su Alcalde-Presidente con registro de entrada en esta Administración del día 28 de marzo de 2018, fue remitida la documentación relativa a este expediente, a los efectos de resolver sobre su aprobación definitiva.


NOVENO.- El Servicio Territorial de Fomento elaboró el correspondiente informe, en cumplimiento de lo establecido en el artículo 5.3 del Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo y del Consejo de Medio Ambiente, Urbanismo y Ordenación del Territorio de Castilla y León.

FUNDAMENTOS DE DERECHO


PRIMERO.- Corresponde a la Comisión Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo de Valladolid, de acuerdo con el artículo 3.1.d), del Decreto 24/2013, de 27 de junio, aprobar definitivamente la modificación puntual nº 1 de las Normas Urbanísticas Municipales.


SEGUNDO.- A la vista de la última documentación aportada por el Ayuntamiento, no resultan subsanados todos los extremos reseñados en los informes sectoriales y en el informe del Servicio Territorial de Fomento, lo cual impide su aprobación definitiva.


VISTA la Ley 5/1999, de 8 de abril, de Urbanismo de Castilla y León, el Reglamento de Urbanismo de Castilla y León, aprobado mediante Decreto 22/2004, de 29 de enero, el Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territoriales de Medio Ambiente y Urbanismo y del Consejo de Medio Ambiente, Urbanismo y Ordenación del Territorio de Castilla y León, las Normas Urbanísticas Municipales de Santervás de Campos, y demás disposiciones de aplicación.


Por lo expuesto y en su virtud,


LA COMISION TERRITORIAL DE MEDIO AMBIENTE Y URBANISMO acuerda, por unanimidad y de conformidad con la propuesta formulada por el Servicio Territorial de Fomento, SUSPENDER LA APROBACION DEFINITIVA de la modificación puntual nº 1 de las Normas Urbanísticas Municipales de Santervás de Campos, dentro del trámite previsto en el artículo 161 del Decreto 22/2004, por el que se aprueba el Reglamento de Urbanismo de Castilla y León, a fin de que se subsanen las siguientes deficiencias, disponiendo para ello de un plazo de 3 meses y advirtiendo de que transcurrido dicho plazo se producirá la caducidad del procedimiento, y se acordará el archivo del mismo, en virtud del art. 95 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas:

1.- Se reitera la necesidad de aportar, de conformidad con los artículos 7 y 8 de Ley 5/2009, de 4 junio, del Ruido de Castilla y León se deberá aportar una zonificación acústica del territorio objeto de modificación. La misma deberá ser incorporada al instrumento de planeamiento o bien justificar su innecesariedad, siendo necesaria la aprobación por el Pleno de la Corporación según lo dispuesto por el artículo 22.2.c) de la Ley 7/85, de Bases de Régimen Local, tal como se había indicado en el punto 2 del informe emitido en septiembre de 2017.

2.- El acuerdo de aprobación provisional aportado deberá completarse, al menos, tal como señala el art. 159.4 del RUCyL, con los cambios que procedan respecto de lo aprobado inicialmente. 

3.- Se deberá aportar Certificación del Secretario Municipal sobre la correspondencia del soporte papel y el digital.

4.-. En virtud de lo señalado en el art. 160.3 del RUCyL, la totalidad del documento impreso deberá estar diligenciada por el Secretario Municipal, acreditando que es la misma que la aprobada provisionalmente.

A.1.2.- PLAN GENERAL DE ORDENACION URBANA.- SANTOVENIA DE PISUERGA.- (EXPTE. CTU 22/16).

Convocados los representantes del municipio interesado en el presente asunto, a las nueve horas y treinta y cinco minutos, los mismos no comparecieron. 


Examinada la documentación administrativa y técnica que obra en el expediente de referencia, del que son:

ANTECEDENTES DE HECHO


PRIMERO.- El municipio cuenta con Normas Subsidiarias Municipales vigentes desde el año 1991. En el año 2003 se aprobó un PGOU que fue anulado en el año 2009 por Sentencia del TSJ de Castilla y León, momento en que han vuelto a estar vigentes las Normas Subsidiarias del año 1991 con todas sus modificaciones puntuales. 


Según el censo del año 2016 cuenta con 4.241 habitantes. La previsión de habitantes con el desarrollo del PGOU, en el horizonte del año 2030, sería de 5.777 habitantes. 

La propuesta que se hace en el presente PGOU es la siguiente:

· SUC – el ya consolidado con la edificación y que cumple los requisitos para ser incluido como tal. Se incluyen 14 NF, 10 residenciales y 4 industriales, en ámbitos que precisan urbanización y carecen de alguna dotación.

· SUNC – 5 sectores: 2 industriales y 3 residenciales, 1 de ellos existente y urbanizado

· S Urbanizable – 3 sectores, 1 residencial a fin de completar la corona del núcleo y conseguir un crecimiento compacto, y 2 industriales, completando vacíos, uno de ellos consecuencia de una modificación puntual de NN.SS. aprobada definitivamente y que se recoge como planeamiento asumido.

El número de viviendas existentes es de, aproximadamente, 1.700 viviendas. El suelo clasificado como suelo urbano no consolidado tiene una capacidad de 401 viviendas de las cuales 190 están acogidas a algún régimen de protección y en el suelo urbanizable, el número previsto de viviendas es de 182 viviendas de las cuales 64 son de protección. Por tanto, la previsión total de viviendas es de 583, de las cuales 254 estarán sometidas a algún régimen de protección.


SEGUNDO.-  La aprobación del AVANCE por el Pleno de la Corporación se produjo en sesión celebrada el 8 de enero de 2015; se realizó un primer acuerdo de aprobación inicial por Pleno en sesión de fecha 3 de marzo de 2016, el cual fue rechazado; hubo un segundo acuerdo de  aprobación inicial por Pleno en sesión de fecha 5 de mayo de 2016.


TERCERO.- Se ha dado cumplimiento al preceptivo trámite de información pública mediante la inserción de anuncios relativa al AVANCE en El Norte de Castilla de fecha 22 de enero de 2015; BOCyL del 27 de enero de 2015, página web del Ayuntamiento así como en el Tablón de Edictos del Ayuntamiento por un período de 45 días e información pública relativa a la APROBACIÓN INICIAL en El Mundo de fecha 30 de junio de 2016; El Norte de Castilla de 1 de julio de 2016; BOCyL del 23 de junio de 2016, página web del Ayuntamiento a partir del 14 de junio de 2016 así como en el Tablón de Edictos del Ayuntamiento por un período de dos meses durante los cuales se presentaron 20 alegaciones al AVANCE y 22 alegaciones al documento técnico APROBADO INICIALMENTE.

CUARTO.- Figura en el expediente informe emitido por la Secretaría Municipal, dándose así cumplimiento a lo dispuesto en el art. 54 del Real Decreto Legislativo 781/86, así como en el artículo 173.1 del Reglamento de Organización, Funcionamiento, y Régimen Jurídico de las Corporaciones Locales.


QUINTO.- De conformidad con el art. 52.4 de la LUCyL, constan en el expediente los siguientes informes exigidos por la normativa que resulta de aplicación:

· Relativos al Trámite Ambiental:

· CHD de fecha 1/06/2015, 

· S.T. de Medio Ambiente de fecha 31/03/2015, c/prescripciones a incluir en el trámite ambiental; 2º informe de fecha 20/03/2017, favorable indicando que las actuaciones previstas no tendrán efectos negativos apreciables sobre los elementos del Medio Natural.
· D.G. de Carreteras e Infraestructuras de la Junta de CyL de fecha 30/03/2015, indica que hay un estudio informativo del desdoblamiento de la VA-113 
· Agencia de Protección Civil de fecha 23/03/2015, 

· Diputación, Servicio de Urbanismo de fecha 10/04/2015, c/prescripciones a incluir en el trámite ambiental
· Diputación, Carreteras de fecha 16/04/2015, deben recogerse tanto la vía provincial VP-3000 como sus zonas de uso y defensa.
· Relativos al Procedimiento Urbanístico:
· Comisión de Patrimonio Cultural de fecha 13/04/2016, favorable con prescripciones tanto arquitectónica como arqueológicamente; 2º inf. de fecha 15/06/2016, reiteran el anterior informe 
· CHD de fecha 7/06/2016, favorable con prescripciones en los SUNC U-1 y U-3 (las deberán recoger en las fichas)
· Ministerio de Defensa de fecha 23/03/2015, favorable (AVANCE); 2º inf. a la AI de fecha 19/09/2016, favorable; 3º inf. De fecha 11/04/2018, favorable condicionado. 
· Diputación, Carreteras de fecha 13/06/2016, favorable
· Agencia de Protección Civil de fecha 18/03/2016

· Diputación, Servicio de Urbanismo de fecha 10/06/2016

· Demarcación de Carreteras del Estado de fecha 5/10/2016, favorable
· S.T. de Fomento, carreteras de fecha 14/03/2016 desfavorable; 2º inf. de fecha 23/05/2016, favorable
· ADIF de fecha 18/08/2016, aporta plano con líneas de afección
· Ministerio de Industria, D.G. de Telecomunicaciones de fecha 16/03/2016 favorable; 2º inf. De fecha 11/05/2016 favorable
· Subdelegación de Gobierno de fecha 17/05/2016, favorable
· S. T. de Fomento emitido el 6 de septiembre de 2016, que señala:

““Examinada la documentación administrativa y técnica que obra en el expediente el SERVICIO TERRITORIAL DE FOMENTO, acuerda, INFORMAR FAVORABLEMENTE condicionado al cumplimiento de las siguientes prescripciones:

1.- Se deberán solicitar los informes señalados en el artículo 153 del RUCyL , de acuerdo con la Orden FYM/238/2016, de 4 de abril, por la que se aprueba la Instrucción Técnica Urbanística 1/2016 (BOCyL de 8 de abril de 2016), sobre emisión de informes previos en el procedimiento de aprobación de los instrumentos de planeamiento urbanístico. Dichos informes deberán ser emitidos en sentido favorable a fin de poder pronunciarse sobre la aprobación definitiva del presente documento.


2.- El presente documento deberá someterse al trámite ambiental de conformidad con el artículo 52 bis de la LUCyL, 157 del RUCyL y la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación ambiental.


3.- El vertedero de residuos peligrosos de Cetransa, debería clasificarse como Suelo Rústico de protección de Infraestructuras, de conformidad con el art. 35 del RUCyL, y no, tal y como se ha recogido, como Suelo Rústico de Protección Natural: Infraestructura de recogida y tratamiento de residuos.


Igualmente el monte de UP 4-1, colindante al vertedero, debería incluirse en la categoría de Suelo Rústico de Protección Natural y no en la de protección especial, no obstante se estará a lo que señale el S.T. de Medio Ambiente en su informe.


4.- Se deberán recoger y tener en cuenta su afección, la gran cantidad de líneas eléctricas que atraviesan el suelo urbano.


5.- La delimitación del ASVE Rio Pisuerga grafiado en los planos, ocupa una superficie menor a lo señalado en las DOTVAENT en la zona donde se ubican los campos deportivos. De igual manera en el lugar donde la Ronda cruza el rio.


6.- Se deberán tener en cuenta los distintos instrumentos de planeamiento que se encuentran en tramitación para, caso de que sean aprobados definitivamente antes de la aprobación del PGOU recogerlos en el nuevo documento como planeamiento asumido, o bien si por el contrario se desiste de su tramitación y se pospone su ordenación detallada a lo recogido en el PGOU, se justificará y solicitará el correspondiente desistimiento. Si por el contrario no se aprobaran definitivamente antes de la finalizar con la tramitación del presente PGOU, se indicará la opción elegida para dichos ámbitos.


7.- Respecto a la calificación y ordenación del suelo urbano planteado, se deberán subsanar los siguientes aspectos:

· La ordenación prevista en el sector de SUNC U2, incluye un viario, denominado Plaza Caseta al cual dan frente dos pastillas de viviendas unifamiliares adosadas. El viario por el cual tienen acceso dichas viviendas ya existe, por lo que se justificará por qué se incluye dentro de la delimitación del sector de suelo urbano. 

· Se deberá ordenar y calificar adecuadamente, el ámbito de CLH en colindancia con el U 5, ya que se ha incluido como viario público un viario, que no se sabe si es privado o no, por el cual se accede a CLH pero que además dará acceso al sector industrial.

· El viario existente, colindante a la Iglesia deberá estar calificado como viario y no como ELP.

· Así mismo, el viario colindante al cementerio es un viario peatonal, por lo que deberá hacerse constar dicha condición.

· Dadas las características de la Plaza de España, debería considerarse como Viario más que como ELP.

· Al haberse suprimido la adscripción del SG 8 a la NF 1, el viario previsto en ella no cuenta con salida incumpliendo los requisitos establecidos en el CTE en cuanto a accesibilidad en situaciones de emergencia. En igual situación se encuentran gran parte de los viarios del municipio, que son viarios en fondo de saco, sin posibilidad de permitir el giro de vehículos de emergencia y superando la distancia límite para no disponer de él. Por ello, se deberá dar cumplimiento a lo exigido en el Documento Básico DB-SI “Seguridad en Caso de Incendio” del Real Decreto 314/2006, por el que se aprueba el Código Técnico de la Edificación, en particular en el apartado 1.2.5 “En las vías de acceso sin salida de más de 20 m de largo se dispondrá de un espacio suficiente para la maniobra de los vehículos del servicio de extinción de incendios”

· No se ve mucha razón de ser a la NF 8 ya que la apertura viaria propuesta no se considera necesaria, salvo que se justifique su necesidad.

· De conformidad con la Disposición Adicional Única del RUCyL, el cementerio se debería incluir en el sistema de Equipamientos y no, tal y como se ha recogido, en el de Servicios Urbanos.

· Se deberá señalizar la existencia y ubicación del cementerio privado asignándole una calificación. Se señalizará la banda de protección de conformidad con lo señalado en la Ley de Policía Sanitaria Mortuoria.

8.- En la normativa se deberán subsanar las siguientes cuestiones:

· Se deberán adecuar los regímenes de uso de las distintas categorías de suelo a lo señalado en el RUCyL para cada una de ellas.

· Las viviendas en suelo rústico, vinculadas a otras instalaciones se consideran siempre usos autorizables y no permitidos, por lo que se deberá modificar lo señalado en el artículo 132.1.1 de la normativa.

· Ya que se ha optado por señalar los parámetros de ocupación máxima de parcela y de superficie máxima construida en suelo rústico, estos deberán estar en relación y no ser incompatibles.

· Deberá reconsiderarse la posibilidad que se ofrece de superar la edificabilidad en casos extraordinarios en SRPC, así mismo se aclarará a qué se refiere lo de “la edificabilidad existente en la edificación actual” puesto que no siempre existen edificaciones en las parcelas.

· En el art. 132.5 se suprimirá la referencia al APHA puesto que este suelo no es SRPN sino SRPA.

· Se modificará el art. 110.3 de la normativa en el sentido de que los posibles fondos de saco cumplirán las condiciones del CTE para ese tipo de viales (Documento Básico DB-SI, apartado 1.2.5)

· Se revisará la definición de núcleo de población del art. 130 de la normativa, ya que la referencia del art. 57.e del RUCyL ya no tiene razón de ser.

9.- En las fichas de ordenación se han detectado las siguientes deficiencias:

· Al estar gran parte del sector de SUNC U-3, situado sobre un yacimiento arqueológico (Santovenia de Pisuerga), deberá incluirse en la ficha la necesidad de realizar un control o sondeos, según determine el S.T. de Cultura. Igualmente en la  NF 09 y en el sector de SUNC U-2. 

· Sería conveniente señalar en la ficha del U-5 los ámbitos de alerta e intervención de los planes de emergencia de CLH, dada la repercusión que tiene en los posibles usos.

· Se considera que las escalas señaladas en las fichas U-1 y  U-2, no son correctas.

· Se grafiará más claramente la cota del viario de la NF 2

· En la ficha de la NF 10 se recogerán las condiciones, sobre todo de exceso de altura, de acuerdo con el ED tramitado.

· Existe un error en la ficha de la NF 4 en el sentido de que el uso pormenorizado es el de unifamiliar adosada y no el de Núcleo tradicional. De igual forma en la NF 6 los usos pormenorizados son el núcleo tradicional y el unifamiliar adosado.

10.- Se estima que en los planos deberá subsanarse lo siguiente:

· Se debería reconsiderar el sistema de grafismo utilizado en los planos de ordenación, en los aspectos siguientes: 

· En los planos de ordenación del suelo urbano, a esc. 1/2500, las siglas que señalan los sectores (U1,…,S1,…) en el plano PO 07 están en rojo y en el PO 09 en negro, que se ve mejor.

· En los planos de ordenación a esc. 1/1000, las parcelas lucrativas incluidas en las NF y en los sectores de SUNC deberían contar con el color correspondiente a su calificación, ya que en unos casos si que se ha puesto y en otros no, lo que da lugar a error. 

· Se recomienda que el trazo de delimitación de los sectores y NF sea mas grueso a fin de poderlos distinguir con mayor claridad.

· En los planos de ordenación a 1/1000 se deberían grafiar las aceras.

· Sería conveniente, para una mayor claridad, delimitar con trazo, el ámbito del yacimiento en el plano PO 07 correspondiente a la Clasificación de suelo urbano, a fin de distinguir claramente cual es la delimitación del yacimiento.

11.- Se resolverán los siguientes errores:

· El número de sectores de SUNC señalado en el art. 5.2 de la memoria vinculante es erróneo al señalar 6 cuando en realidad son 5

· Se modificará la adscripción de SS.GG. (SG 8) a la NF-1 recogida en el art. 141 de la normativa por haberse eliminado. De la misma manera, se reconsiderarán las prioridades asignadas ya que el SG 4 también ha sido eliminado.

· Existe un error en la cifra de los SS.GG. de ELP existentes del resumen del documento normativo (pg 38) (pone 46.335,39 y en realidad la suma es 46.355,39)

· No se corresponden las leyendas de los planos de ordenación del suelo rústico con las tramas utilizadas. En concreto en el plano PO 03 existen más tramas verdes en los planos que en la leyenda.

· Debería hacerse coincidir las tramas utilizadas para las distintas calificaciones de suelo entre los planos a 1/1000 y los de 1/2500 (por ejemplo la trama del Conjunto Homogéneo no se corresponde)

· Se deberá incluir en los círculos de afección de Cetransa y CLH una leyenda de su significado.

· Existe un error en la leyenda del plano PO 06 respecto al cauce que corresponde al rio Pisuerga y no al Esgueva.

· En el plano PO 08 se deberá poner la trama correspondiente a ELP del SS.GG. 2.

· Existe un error en el plano guía del plano PO 10.5 en el cual se ha señalado la hoja 1 en vez de la hoja 5.

· En el plano PO 12 existe un error en la consideración de SS.GG. de ELP existentes a un viario próximo al colegio. 

· Se ha incluido en el plano PO 12, como SS.GG. con la trama pero sin sigla, un solar donde al parecer se ubica el edificio de correos el cual se ha computado en el resumen de superficies. Así mismo, en el mismo plano se ha incluido un solar, en la C/ Real, próximo al edificio de correos, con la trama y la sigla de SS.GG. pero que no viene computado en el cuadro resumen.

· Falta poner la trama de ELP anexo a viario en algunas zonas, se han detectado entre otros: plano PO 07 viario en continuidad con la carretera, ficha del U 2, ficha de la NF 7.”
Consta así mismo, informe de Evaluación del Impacto de Género, en virtud de la Ley 1/2011, de 1 de marzo, de evaluación del impacto de género en Castilla y León.


SEXTO.- El documento ha sido sometido al trámite ambiental habiéndose publicado la la Orden FYM/1004/2017, de 2 de noviembre por la que se formula la declaración ambiental estratégica del Plan General de Ordenación Urbana de Santovenia de Pisuerga, publicada en el BOCyL nº 221, del 17 de noviembre de 2017.


SÉPTIMO.- El acuerdo de la primera aprobación provisional se adoptó en sesión de Pleno de fecha 1 de junio de 2017 y el acuerdo correspondiente a la segunda aprobación provisional, en sesión de fecha 14 de diciembre de 2017, según lo dispuesto en la Ley 7/85, de 2 de abril. 

OCTAVO.- Mediante escrito de su Alcalde-Presidente con registro de entrada en esta Administración del día 24 de enero de 2018, fue remitida la documentación relativa a este expediente, a los efectos de resolver sobre su aprobación definitiva.


NOVENO.- La Comisión Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo de Valladolid, en sesión celebrada el día 23 de marzo de 2018 y bajo la presidencia del Secretario Territorial de la Delegación de la Junta de Castilla y León en Valladolid, tomó, entre otros, el siguiente acuerdo:

“LA COMISION TERRITORIAL DE MEDIO AMBIENTE Y URBANISMO acuerda, por unanimidad y de conformidad con la propuesta formulada por el Servicio Territorial de Fomento, SUSPENDER LA APROBACION DEFINITIVA del Plan General de Ordenación Urbana de Santovenia de Pisuerga, dentro del trámite previsto en el artículo 161 del Decreto 22/2004, por el que se aprueba el Reglamento de Urbanismo de Castilla y León, a fin de que se subsanen las siguientes deficiencias, disponiendo para ello de un plazo de 3 meses y advirtiendo de que transcurrido dicho plazo se producirá la caducidad del procedimiento, y se acordará el archivo del mismo, en virtud del art. 95 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas:

1.- La denominada Unidad Paisajística 4.1 se ha incluido como Suelo Rústico con Protección Especial Paisajística. En virtud de lo señalado en el art. 37 del RUCyL que señala: “se incluirán en la categoría de suelo rústico con protección natural los terrenos que se clasifiquen como suelo rústico y se encuentren en alguna de las siguientes circunstancias: a) Los terrenos que deben ser objeto de especial protección conforme a la normativa ambiental” deberá cambiarse la categoría de protección en la cual se ha incluido.
2.- Se aportarán las páginas correspondientes a los artículos modificados que se señalan en el antecedente vigesimosegundo del 2º acuerdo de aprobación provisional (pg 68, 70 y 109 de la normativa). 

A este respecto hay que señalar que en la ordenanza de Equipamientos, donde se recoge de forma excepcional, la no necesidad de cumplir los parámetros de ocupación máxima y edificabilidad, deberá completarse con la indicación de un límite máximo que no debe alcanzar el 100%. 

Así mismo, deberá recogerse un valor para los retranqueos y respecto a la indicación, de que el parámetro de altura no se puede superar, esta excepcionalidad ya está recogida en la normativa, por lo que se aclarará si realmente se puede superar o no. 

3.- Se recogerá en las fichas de ordenación las siguientes cuestiones:

· Se señalará en todas las fichas, tanto de las NF como de los sectores de SUNC que se encuentren afectados por el yacimiento arqueológico “Santovenia de Pisuerga”, la necesidad de realizar control o sondeo arqueológico, según indique el Servicio Territorial de Cultura. Al menos, se ha detectado que falta la citada indicación en las fichas correspondientes a NF 6a, NF 6b y U1.

· En la ficha de la NF 10 se recogerán las condiciones, sobre todo de exceso de altura, de acuerdo con el ED tramitado.

· En las fichas de los sectores de suelo urbano no consolidado U1 y U3 se deberá incluir la condición señalada en el informe de CHD respecto de la prohibición de construcción de sótanos o plantas bajas por debajo de la cota actual del terreno. 

4.- En la documentación gráfica se completarán los siguientes aspectos:

· Se deberá modificar la línea del SS.GG. Ferroviario ADIF incluyendo los suelos del SS.GG. 8 y la rotonda de acceso al núcleo urbano, ya que la delimitación aportada por el citado organismo no se corresponde con la grafiada en los planos del PGOU.

· Se han grafiado las líneas eléctricas que atraviesan el núcleo urbano pero no se ha señalado su denominación, tensión y zonas de afección, caso de ser necesario. La identificación de las líneas deberá hacerse tanto en el plano de suelo urbano, como en el plano de clasificación del término.
· Se deberá señalar en el plano de clasificación del término, la carretera VP-3000 e incluir la denominación del resto de infraestructuras: VA-30, Ferrocarril, etc 

· Se ha incluido el cementerio privado como Servicios Urbanos – Cementerio, habiéndose señalado su banda perimetral de protección de 15 m. 

En virtud de lo señalado en la D.A. Única del RUCyl, los cementerios estarían considerados Equipamientos y no Servicios Urbanos, lo que deberá subsanarse. 

Así mismo, y en relación con las dos ampliaciones recogidas y señaladas como permitidas, no consta en este Servicio Territorial que se haya tramitado ninguna autorización de uso para dicha ampliación, no obstante desde el documento de PGOU que se tramita se podrá incluir dicha ampliación, pero sin señalar la condición de “permitido” ya que no la posee. 

Respecto al grafismo utilizado para señalizar dichos ámbitos de ampliación, hay que indicar que la trama utilizada es la correspondiente a “Zonas degradadas por extracción de áridos, graveras y vertederos” cuando la trama, si el uso previsto es el de cementerio, debería ser otra.

· Existe una parcela en la cañada de la Aguilera clasificada como suelo urbano consolidado y calificada como Servicios Urbanos. 

En el plano PO 10.8 se recoge con las siglas E y SU, debiendo ser o una u otra, e igualmente, en el plano PO 12 se señala con el símbolo de Servicios Urbanos y con la trama de Equipamiento. 

La misma cuestión se detecta en la parcela de la EDAR que cuenta con ambas calificaciones. 

Para su mejor identificación, la parcela de la EDAR debería denominarse en todos los planos donde figure.

· Sería conveniente que los ámbitos señalados con las siglas PA Planeamiento Asumido, se acompañaran de la identificación del instrumento que los desarrolla. En los correspondientes a suelos que provienen del desarrollo de sectores urbanizables sí que se ha señalado, pero el suelo urbano consolidado que, previsiblemente provenga de Estudios de Detalle, no se ha señalado nada, considerándose necesario que se defina.

· Sería conveniente señalar las líneas de afección de CLH y Cetransa con un trazo ligeramente más grueso y con una leyenda para una mejor identificación. 

· El viario por el cual se accede a CLH se ha grafiado con carácter público y de hecho, a él da frente el sector de SUNC U-5, no obstante dicho viario acaba en el acceso a una finca privada sin posibilidad de giro ni salida, al existir una mediana central que lo impide, incumpliendo por tanto el CTE en su Documento Básico DB-SI “Seguridad en Caso de Incendio”. Se resolverá dicha cuestión.

· Se ha incluido la condición de viario peatonal de todos aquellos viarios que cuentan con tal condición en el plano de ordenación del Suelo Urbano PO 07, no obstante la misma no se ha señalado en los planos de Ordenación a mayor escala (planos PO 10.1 y 10.3). 

5.- Respecto a la normativa de suelo rústico, deberá subsanarse lo siguiente:

· En el suelo rústico de protección agropecuaria el uso de vivienda es un uso prohibido por lo que en las condiciones de edificación que hacen alusión a él y son de aplicación a este uso, deberán suprimirse. (art. 131.2.5 de la normativa).

· En el suelo rústico de protección de infraestructuras (art. 131.3 de la normativa), deberán señalarse condiciones de edificación concretas para los distintos usos permitidos y autorizables.

· En las condiciones de edificación de los usos autorizables en suelo rústico de protección natural se indica una superficie máxima de 0.1 m2/m2, con un máximo de 500 m2 además de la existente en las edificaciones actuales… Sería conveniente señalar un régimen especial para las ampliaciones de las edificaciones existentes, por ejemplo en un porcentaje de ampliación de superficie, en función de lo que ya posean, y con un límite máximo.

· Si tal y como parece desprenderse del art.131.6.B).1 de la normativa, en los suelos rústicos de especial protección paisajística y zonas inundables, se prohíbe cualquier tipo de edificación, no parece adecuado que se señalen como usos autorizables “Obras públicas e infraestructuras en general, así como las construcciones…..” o bien “Construcciones e instalaciones vinculadas a la explotación agraria…..”.

6.- Se subsanarán los siguientes errores:

· Si, tal como señala la DIA, el centro de tratamiento de residuos de Cetransa se desarrolló por un Proyecto Regional se deberá señalar con esa denominación en todo en documento. (existen sitios donde se habla de Plan Regional).

· El número de NF señaladas en el art. 4.2.1 de la memoria vinculante (pg 49) donde se señalan 13 unidades, 9 residenciales y 4 industriales, cuando en realidad son 14, 10 residenciales y 4 industriales, por desdoblamiento de la unidad NF 6 en dos, NF 6a y NF 6b.

· La posible adscripción de SS.GG. (SG 8) a la NF-1 recogida en el art. 141 de la normativa.

· No se corresponden algunas leyendas de los planos de ordenación del suelo rústico con las tramas utilizadas. En concreto en el plano PO 03 existen más tramas verdes en los planos que en la leyenda.

· En el plano PO 07se ha suprimido la trama correspondiente a ELP de la Plaza de España, condición que figura en el plano PO 10.1 y en el plano PO 12 correspondiente a SS.GG. donde se recoge como un Sistema General existente. Caso de que se trate de un error se incluirá la trama correspondiente, en caso contrario se suprimirá de los otros planos.

· Se modificará la sigla de EL por la de LP (caso de que sea la correcta) del plano PO 10.3 que está ubicada en una isleta entre las calles Real y de Jesús. En el mismo plano, y en relación con otra isleta situada entre las calles camino del Aguachal y Democracia, que cuenta con la trama correspondientes a espacio libre público pero no contiene las siglas.

· Igual cuestión en el plano PO 10.9 en los espacios libres situados junto al rio.

· Se ha detectado un error en la trama utilizada en la parcela edificable de la NF-8 grafiada en el plano PO 10.6 que no se corresponde con la calificación asignada.

· La leyenda del plano PO 12 relativo a los ELP previstos, donde se indica el SG-5 cuando en realidad se trata del SG-4.”


DÉCIMO.- El acuerdo de aprobación provisional de la subsanación de deficiencias se adoptó en sesión celebrada el día 12 de abril de 2018 por el Pleno del Ayuntamiento.


UNDÉCIMO.- Mediante escrito de su Alcalde-Presidente con registro de entrada en esta Administración del día 13 de abril de 2018, fue remitida documentación que subsana las deficiencias señaladas en el acuerdo de la CTMAyU, completada con la presentada el 19 de abril de 2018, a los efectos de resolver sobre su aprobación definitiva.


DUODÉCIMO.- La Comisión Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo de Valladolid, en sesión celebrada el día 25 de abril de 2018 y bajo la presidencia del Secretario Territorial de la Delegación de la Junta de Castilla y León en Valladolid, tomó, entre otros, el siguiente acuerdo:

“LA COMISION TERRITORIAL DE MEDIO AMBIENTE Y URBANISMO acuerda, por unanimidad y de conformidad con la propuesta formulada por el Servicio Territorial de Fomento, SUSPENDER LA APROBACION DEFINITIVA del Plan General de Ordenación Urbana de Santovenia de Pisuerga, dentro del trámite previsto en el artículo 161 del Decreto 22/2004, por el que se aprueba el Reglamento de Urbanismo de Castilla y León, a fin de que se subsanen las siguientes deficiencias, disponiendo para ello de un plazo de 3 meses y advirtiendo de que transcurrido dicho plazo se producirá la caducidad del procedimiento, y se acordará el archivo del mismo, en virtud del art. 95 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas:

1.- Se había señalado en el punto 2 del acuerdo de la CTMAyU de 23 de marzo de 2018, que en la ordenanza de Equipamientos debía recogerse un valor para los retranqueos. Este aspecto no ha sido subsanado siendo necesario que se señale algún valor para dicho parámetro.

2.- Respecto a la normativa de suelo rústico, se había indicado que en el suelo rústico de protección agropecuaria el uso de vivienda es un uso prohibido por lo que en las condiciones de edificación que hacen alusión a él y son de aplicación a este uso, deberán suprimirse. (art. 131.2.5 de la normativa). Dicho uso se ha incluido como autorizable, lo cual, en virtud de lo señalado en el art. 62.c)1º del RUCyL no es posible, debiendo por tanto rectificarse.

3.- Se aporta un segundo informe del Ministerio de Defensa, de fecha 11 de abril de 2018, en el cual se indica la necesidad de recoger en el documento de PGOU la delimitación de las dos propiedades militares, Base militar “El Empecinado” y Campo de maniobras y tiro “Renedo – Cabezón”, así como su clasificación y afecciones correspondientes. Por ello se deberá aportar la documentación que subsane el requerimiento indicado.

4.- Se había detectado un error en las tramas de las leyendas de los planos de ordenación del suelo rústico de protección natural con las tramas utilizadas. En concreto en el plano PO 03 existen más tramas verdes en los planos que en la leyenda.

5.- Respecto a la documentación del catálogo arqueológico aportada, hay fichas que se han aportado en DIN A-4 cuando en el documento figuran en DIN A-3. Dado que la visualización de las mismas es complicada debido al tamaño en que se ha presentado, si fuera posible, sería mas adecuado presentarlo en formato DIN A-3.”

DECIMOTERCERO.- El acuerdo de aprobación de la subsanación de deficiencias se adoptó en sesión celebrada el día 17 de mayo de 2018 por el Pleno del Ayuntamiento.


DECIMOCUARTO.- Mediante escrito de su Alcalde-Presidente con registro de entrada en esta Administración del día 18 de mayo de 2018, fue remitida documentación que subsana las deficiencias señaladas en el acuerdo de la CTMAyU de 25 de abril de 2018, a los efectos de resolver sobre su aprobación definitiva.


DECIMOQUINTO.- El Servicio Territorial de Fomento elaboró el correspondiente informe, en cumplimiento de lo establecido en el artículo 5.3 del Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo y del Consejo de Medio Ambiente, Urbanismo y Ordenación del Territorio y del Consejo de Medio Ambiente, Urbanismo y Ordenación del Territorio de Castilla y León.

FUNDAMENTOS DE DERECHO


PRIMERO.- Corresponde a la Comisión Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo de Valladolid, de acuerdo con el artículo 3.1.d), del Decreto 24/2013, de 27 de junio, aprobar definitivamente el Plan General de Ordenación Urbana.


SEGUNDO.- A la vista de la documentación aportada por el Ayuntamiento, resultan subsanados todos los extremos reseñados en el acuerdo de la CTMAyU de 25 de abril de 2018, al haberse subsanado las deficiencias señaladas de la normativa, delimitarse los ámbitos del Campo de Tiro y de la Base Militar, aportarse las fichas arqueológicas requeridas y subsanarse los errores y discrepancias detectados, lo que permite su aprobación definitiva.


VISTA la Ley 5/1999, de 8 de abril, de Urbanismo de Castilla y León, el Reglamento de Urbanismo de Castilla y León, aprobado mediante Decreto 22/2004, de 29 de enero, el Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territoriales de Medio Ambiente y Urbanismo, las Normas Subsidiarias de Planeamiento Municipal de Santovenia de Pisuerga, y demás disposiciones de aplicación.


Por lo expuesto, tras el correspondiente debate se procedió a la votación, en la cual, D. Fernando Polanco Uya, emitió voto particular y de acuerdo con lo establecido en el artículo 5.5 b) del Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territoriales de Medio Ambiente y Urbanismo y del Consejo de Medio Ambiente, Urbanismo y Ordenación del Territorio de Castilla y León, LA COMISION TERRITORIAL DE MEDIO AMBIENTE Y URBANISMO, NO ADOPTA ACUERDO, SI NO QUE SOLICITA INFORME A LA DIRECCIÓN GENERAL DE VIVIENDA, ARQUITECTURA Y URBANISMO DE LA CONSEJERÍA DE FOMENTO Y MEDIO AMBIENTE, que será preceptivo y determinante, quedando suspendido el plazo para la adopción del acuerdo durante dos meses.

En el momento de la votación el vocal representante de las organizaciones no gubernamentales expone su voto particular que se transcribe a continuación: 

“El Plan General de Ordenación Urbana (PGOU) de Santovenia de Pisuerga aprobado por acuerdo de la Comisión Territorial de Urbanismo de Valladolid de 27 de noviembre de 2003 fue anulado por Sentencia de 29 de junio de 2009 del Tribunal Superior de Justicia de Castilla y León, confirmada por Auto de 18 de marzo de 2010 del Tribunal Supremo. La causa de dicha anulación judicial fue la insuficiente consideración de los riesgos naturales y tecnológicos, circunstancia que previamente ya había determinado la revocación parcial de dicho PGOU por Orden de 19 de octubre de 2005 de la Consejería de Fomento.

En aplicación del PGOU anulado, el Ayuntamiento de Santovenia aprobó entre otros el Estudio de Detalle del sector de suelo urbano no consolidado número 3, afectado por la zona inundable del río Pisuerga según determinó la Unidad de Protección Civil de la Delegación del Gobierno en Castilla y León. Dicho sector fue parcialmente urbanizado mediante un relleno para elevar su cota, que expresamente fue desaconsejado por dicha Unidad de Protección Civil por incrementar el problema aguas abajo y en la margen derecha, ocasionando “un incremento de la velocidad del agua y consecuentemente la peligrosidad”.

Dichas actuaciones han quedado en la ilegalidad como consecuencia de la nulidad del PGOU que las contemplaba, siendo la clasificación urbanística actual de esos terrenos la de suelo rústico. No obstante, el nuevo PGOU de Santovenia de Pisuerga pretende recuperar la clasificación de suelo urbano no consolidado para el antiguo sector 3 como Sector U-3, de carácter residencial, que según la propia documentación del PGOU sigue afectado en su borde occidental por las avenidas con 100 años de período de retorno, a pesar del relleno efectuado. Dicha clasificación vulnera lo establecido en los artículos 36.quáter de la LUCyL y 18.4 del RUCyL, que obliga a mantener como suelo rústico al menos la parte del sector afectada por las avenidas con 100 años,  teniendo en cuenta que dichos terrenos son ahora suelo rústico.

Por otro lado, el nuevo PGOU también clasifica como suelo urbano no consolidado de carácter industrial dentro del Sector U-5 ciertos terrenos colindantes con los depósitos de hidrocarburos de la Compañía Logística de Hidrocarburos (CLH), dentro del ámbito de influencia territorial de los accidentes industriales graves determinados para este establecimiento de acuerdo a las franjas de seguridad recogidas en la Memoria Informativa del PGOU. Dado que dicho sector está actualmente clasificado como suelo rústico, el artículo 18.5 del RUCyL obliga a mantener dicha clasificación.

En atención a las disposiciones citadas y en ejecución de la sentencia judicial señalada, procede la suspensión de la aprobación definitiva del PGOU en los ámbitos de los sectores de suelo urbano no consolidado U-3 y U-5, con requerimiento al Ayuntamiento de Santovenia de Pisuerga para que proceda a clasificarlos preferiblemente como suelo rústico con protección especial, de acuerdo a los riesgos naturales y tecnológicos identificados en los mismos. 

El resto del PGOU puede ser aprobado definitivamente en sus propios términos.” 

Al formular el mencionado voto particular conlleva tal y como dispone el artículo 5 b) del Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territoriales de Medio Ambiente y Urbanismo y del Consejo de Medio Ambiente, Urbanismo y Ordenación del Territorio de Castilla y León la no adopción de acuerdo, solicitándose informe al centro directivo competente en materia de urbanismo, que será preceptivo y determinante para la adopción del acuerdo durante dos meses como efectivamente se indica.
A.1.3.- MODIFICACION PLAN GENERAL DE ORDENACION URBANA PARCELA 128 POLIGONO 8 Y PARAMETROS URBANISTICOS EN SUELO RUSTICO.- ALDEMAYOR DE SAN MARTIN.- (EXPTE. CTU 95/16).

Convocados los representantes del municipio interesado en el presente asunto, a las nueve horas y cincuenta minutos, en representación del alcalde del municipio de Aldeamayor de San Martín acude el arquitecto municipal: D. Santiago Rincón Cabezudo.


Examinada la documentación administrativa y técnica que obra en el expediente de referencia, del que son:

ANTECEDENTES DE HECHO


PRIMERO.- El municipio de Aldeamayor de San Martín tiene una población de 5.292 habitantes, según el censo de 2017, y cuenta con Plan General de Ordenación Urbana (en adelante PGOU), aprobado definitivamente el 31 de octubre de 2002.


La presente modificación está promovida por GRUPO LA ISCARIENSE; S.L. y tiene como objeto:

1/ Cambio de categoría de Suelo Rústico de la parcela 128 del polígono 8, con referencia catastral 47007A008001280000KM y con una superficie de 8.278 m², pasando de Suelo Rústico de Protección Cultural a Suelo Rústico Común. Lo que conlleva una re-delimitación del yacimiento arqueológico “Las Marías", excluyendo la citada parcela, en base a los resultados de una serie de trabajos arqueológicos.
Esta modificación supone cambio en el plano nº 1 de Ordenación, en la ficha nº 7 del Catálogo Arqueológico y en el artículo 106. En el plano y en la ficha se modifica la delimitación del Yacimiento. En la ficha y el artículo se cambia la extensión del mismo.
2/ Modificar algunos parámetros de la Normativa del Plan General:
· Por un lado, se modifican los siguientes parámetros de suelo rústico, por considerarlos excesivamente restrictivos:

· El concepto de parcela mínima, ya que se asocia directamente al concepto de Unidad Mínima de Cultivo, lo que provoca que prácticamente no se pueda implantar actividad alguna en suelo rústico. Se propone rebajar dicha superficie a 2.500 m² para todo el suelo rústico.

Para ello, se sustituye el apartado 1 del artículo 169 por el siguiente texto:

“Tener una superficie superior o igual a 2.500 m².”

· La regulación de usos en Suelo Rústico Común para las instalaciones de utilidad pública e interés social, actualizándolos al Reglamento de Urbanismo de Castilla y León.

Por lo que se añade al final del artículo 182 el siguiente párrafo y se transcriben los artículos 59, 56 y 57 del RUCyL:

“Se cumplirá lo establecido en el artículo 59 del Reglamento de Urbanismo de Castilla y León, referido al régimen de suelo rústico común.”

· Se elimina el artículo 184, que establecía la obligación de redactar un Plan Especial para cualquier construcción de utilidad pública e interés social en suelo rústico común, ya que el RUCyL regula el trámite de la autorización de uso excepcional en suelo rústico.

· Se amplía el concepto de altura máxima, ya que la actual redacción sólo la establece para viviendas y para construcciones destinadas a la explotación agrícola, ganadera o forestal, pudiendo superarse en casos excepcionales para éstas últimas previa autorización municipal. Se extiende la altura máxima a otros usos permitidos o autorizables, así como la excepcionalidad de poder superarla a todas las construcciones.

Por lo que se modifica la redacción del párrafo 3º del artículo 186 por el siguiente texto:

“La altura máxima de edificación para viviendas será de 3,50 m a cornisa, para el resto de las construcciones permitidas o autorizables será de 6 m hasta la cornisa. En casos excepcionales y por necesidades técnicas o funcionales, debidamente justificado, esta altura podrá superarse. El incremento debe ser autorizado e informado por el Ayuntamiento.”

· Por otro lado, también se modifican dos parámetros de condiciones estéticas, que no son específicos de suelo rústico pero sí que le afectan:

· El concepto de cubierta, que establece que la tipología de cubiertas es la predominante de la zona, es decir, la cubierta inclinada. Se modifica para que determinados usos puedan plantear la posibilidad de cubierta plana, para la colocación de equipos, instalaciones, etc…

Para ello se introduce el siguiente párrafo en el artículo 90:

“Para determinadas edificaciones aisladas que no tengan carácter residencial y mediante justificación expresa el Ayuntamiento podrá autorizar cubierta plana.”

· En cuanto a los materiales de fachada, que se relacionan con las condiciones de composición y estética de la zona, se modifica para que determinados usos puedan requerir otros materiales que no respondan a la tipología tradicional.

Por lo tanto se introduce el siguiente párrafo en el artículo 102:

“Para edificaciones comerciales, industriales o con uso administrativo de carácter aislado el Ayuntamiento podrá autorizar materiales ligeros de cerramiento tales como chapas, paneles, etc. Siempre que su color no sea discordante con el entorno.”


La justificación de la conveniencia de la Modificación se basa en ajustar la delimitación del yacimiento arqueológico existente en base al estudio arqueológico aportado y clarificar los aspectos mencionados de la normativa de suelo rústico, eliminado la excesiva restricción y mejorando las posibilidades de implantación de ciertas actividades “en zonas de suelo rústico donde se pueda justificar su existencia y vinculadas a las infraestructuras principales que atraviesan el municipio”.


Se indica en la justificación del interés público presentada que éste “no sólo radica en aquellas inversiones de promoción pública sino en aquellas de carácter privado que ayudan a crear un tejido económico sostenibles y fijado en el medio rural. La creación de dicho tejido fomenta y esá directamente relacionado con la creación de nuevos puestos de trabajo en futuras instalaciones, tanto directos como indirectos, en el municipio y/o localidades cercanas, contribuyendo a la generación de riqueza local.”

SEGUNDO.- La aprobación inicial del presente expediente, se produjo por el Pleno de la Corporación según lo dispuesto por el art. 22.2.c) de la Ley 7/85, de 2 de abril en sesión celebrada el día 31 de agosto de 2017, de acuerdo con el quórum exigido por el artículo 47.2.ll) del citado texto legal.


TERCERO.- Se ha dado cumplimiento al preceptivo trámite de información pública mediante la inserción de anuncios en el Boletín Oficial de Castilla y León de fecha 12 de septiembre de 2017, en el diario El Norte de Castilla de 7 de septiembre de 2017, en el tablón de edictos del municipio y en la página web del Ayuntamiento con fecha 5 de septiembre de 2017, durante el cual se presentó una alegación.

CUARTO.- Figura en el expediente informe emitido por la Secretaría Municipal, dándose así cumplimiento a lo dispuesto en el art. 54 del Real Decreto Legislativo 781/86, así como en el artículo 173.1 del Reglamento de Organización, Funcionamiento, y Régimen Jurídico de las Corporaciones Locales.

QUINTO.- De conformidad con el art. 52.4 de la LUCyL, constan en el expediente los siguientes informes exigidos por la normativa que resulta de aplicación:

· Servicio Territorial de Fomento, Carreteras- Informes favorables de fecha 11 de enero y 11 de febrero de 2017.

· Ministerio de Energía, Turismo y Agenda Digital, DG de Telecomunicaciones- Informes favorables del 13 de enero y 20 de febrero de 2017.

· Subdelegación del Gobierno en Valladolid, Área de industria y Energía- Informes favorables del 17 de enero y 13 de febrero de 2017.

· Agencia de Protección Civil- Informe favorable de fecha 17 de enero de 2017.

· Comisión Territorial de Patrimonio Cultural- 1º informe desfavorable de sesión ordinaria celebrada el 19 de enero de 2017 y 2º informe favorable de sesión ordinaria celebrada el 8 de marzo de 2017.

· Confederación Hidrográfica del Duero- Informes favorables del 23 de enero y 13 de febrero de 2017.

· Diputación de Valladolid, Servicio de Urbanismo- Informe favorable del 7 de febrero de 2017, con 2 sugerencias.

· Servicio Territorial de Medio Ambiente- Informe favorable con condiciones del 7 de junio de 2017.

· Servicio Territorial de Fomento- Informe favorable condicionado, emitido el 6 de junio de 2017, que señala:


“1.- Se deberán solicitar los informes señalados en el artículo 153 del RUCyL, de acuerdo con la Orden FYM/238/2016, de 4 de abril, por la que se aprueba la Instrucción Técnica Urbanística 1/2016 (BOCyL de 8 de abril de 2016), sobre emisión de informes previos en el procedimiento de aprobación de los instrumentos de planeamiento urbanístico. Dichos informes deberán ser emitidos en sentido favorable a fin de poder pronunciarse sobre la aprobación definitiva del presente documento, o bien justificar su innecesariedad por no concurrir afecciones en su respectivo ámbito sectorial.


2.- Completar la zonificación acústica, incluyendo las carreteras del termino municpal de Aldeamayor de San Martín en el área acústica que corresponde al uso de infraestructuras de transporte terrestre, de conformidad con el artículo 8 de Ley 5/2009, de 4 junio, del Ruido de Castilla y León.


3.- El parámetro de parcela mínima, se deberá ajustar a la parcela existente en el momento de aprobación de la presente modificación.


4.- En la regulación de usos en suelo rústico común, se recomienda transcribir el régimen de usos del artículo 59 del RUCyL.


5.- La presente modificación afecta a la delimitación del Yacimiento Arqueológico y por lo tanto modifica la ficha nº 7 del Catálogo Arqueológico, por lo que, en cumplimiento del artículo 169 del RUCyL, se deberá incorporar dicha modificación en los apartados “3. Justificación pormenorizada del cambio propuesto” y “4. Comparación entre la situación actual y la propuesta” del documento, así como adjuntar la página del catálogo arqueológico que se modifica.”


SEXTO.- El documento ha sido sometido al trámite ambiental habiéndose publicado la Orden FYM/301/2017, de 17 de abril, por la que se formula el informe ambiental estratégico de la Modificación Puntural del PGOU de Aldeamayor de San Martín, en el BOCyL nº 80 de fecha 28 de abril de 2017, que determina que no es probable que vayan a producirse efectos significativos sobre el medio ambiente, siempre que se tenga en cuenta el contenido de los informes emitidos por la DG de Patrimonio Cultural, la DG de Carreteras e Infraestructuras y por la Diputación Provincial de Valladolid.


SÉPTIMO.- El acuerdo de aprobación provisional se adoptó en sesión celebrada el 28 de diciembre de 2017 por el Pleno del Ayuntamiento, según lo dispuesto en la Ley 7/85, de 2 de abril, desestimando las alegaciones presentadas por Ecologistas en Acción de Castilla y León, por los motivos expresados en el informe del Arquitecto Municipal de fecha 18 de diciembre de 2017, que dice:

“Que la modificación del perímetro del yacimiento arqueológico ha sido informada favorablemente por el órgano competente; que el interés público de una autorización excepcional de uso en suelo rústico, para cualquier uso y parcela, habrá de justificarse en su correspondiente procedimiento de intervención municipal de uso del suelo; que la influencia de la modificación en el modelo territorial ha sido analizada en el trámite ambiental y que éste ha sido informado favorablemente por su órgano competente.”

OCTAVO.- Mediante escrito de su Alcalde-Presidente con registro de entrada en esta Administración del día 26 de enero de 2018, completada con la registrada el 12 de marzo de 2018 tras el pertinente requerimiento, fue remitida la documentación relativa a este expediente, a los efectos de resolver sobre su aprobación definitiva.


NOVENO.- En la sesión de la Comisión Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo de 23 de marzo de 2018, tras el correspondiente debate, al punto de la votación, se formuló voto particular por el vocal representante de las organizaciones no gubernamentales, D. Miguel Ángel Ceballos Ayuso, que se trascribe a continuación:

“VOTOS PARTICULARES E INTERVENCIONES DEL REPRESENTANTE DE LAS ORGANIZACIONES NO GUBERNAMENTALES DE DEFENSA DEL MEDIO AMBIENTE

A.1.1.- MODIFICACION PLAN GENERAL PARCELA 128 POLIGONO 8 Y PARAMETROS URBANISTICOS EN SUELO RUSTICO.- ALDEMAYOR DE SAN MARTIN.- (EXPTE. CTU 95/16)

La modificación propuesta pretende el cambio de categoría de suelo rústico con protección cultural a suelo de rústico común de una parcela de 8.278 metros cuadrados colindante con la  carretera A-601, a fin de facilitar la instalación de una superficie comercial en suelo rústico. Se modifican además seis artículos de la Normativa del PGOU, alterando las condiciones de edificación en el suelo rústico (parcela mínima, usos, planes especiales, altura máxima, cubierta y materiales de fachada) para adaptarlas a la construcción pretendida por el promotor.

El interés público de la modificación se justifica porque “Durante los últimos años se ha detectado la necesidad de dotar de determinadas actividades comerciales en la zona ya que debido a la falta de las mismas los vecinos de Aldeamayor de San Martín se ven obligados, muchas veces a desplazarse a otros municipios cercanos para poder hacer determinadas compras. La presente modificación puntual pretende facilitar la implantación de estas actividades en zonas de suelo rústico donde se pueda justificar su existencia y vinculadas a las infraestructuras principales que atraviesan el municipio. Eso sí, sin dejar de establecer las cautelas de protección urbanística que exige el suelo rústico”.

Por tanto, la motivación última de la modificación es facilitar la construcción de un centro comercial en suelo rústico de protección cultural, previa desprotección de la parcela y previa modificación de la normativa urbanística municipal que le impide hoy su construcción, afectando no sólo a la parcela en cuestión sino a la totalidad del suelo rústico del municipio.

La actividad urbanística pública constituye una función pública que debe responde al interés general, asegurando que el uso del suelo se realice conforme al interés general (art. 4 LUCyL). No obstante, la modificación propuesta responde únicamente al interés particular de la mercantil promotora, pues lleva a cabo una modificación de un suelo protegido por su valor cultural sólo sobre su propia parcela, para la construcción de un espacio comercial que pretende promover en el futuro, y además pretende que se apruebe una modificación de la normativa municipal con la única finalidad de poder encajar un espacio comercial y unas futuras construcciones a la medida de su propio proyecto. Existiendo además en Aldeamayor de San Martín abundante suelo urbano y urbanizable que hace injustificada tal previsión.

Por otro lado, la modificación no estudia la influencia de la modificación sobre el modelo territorial y la ordenación general establecida por el PGOU, derivada de una alteración de gran trascendencia de las condiciones de edificación en todo el suelo rústico del municipio, como por ejemplo la reducción de la parcela mínima de 60.000 a 2.500 metros cuadrados.

Por todo ello, la Modificación pretendida no responde al interés general, no acredita su interés público ni justifica su influencia sobre el modelo territorial y la ordenación general establecida por el vigente PGOU de Aldeamayor de San Martín, resultando por ello ilegal.

Este criterio es compartido por la STSJCyL de 30 de noviembre de 2012, confirmada por STS de 4 de febrero de 2015, que en referencia a una modificación similar del PGOU de Tordesillas declara que existiendo en dicho municipio abundante suelo urbanizable industrial y en atención al principio legal de desarrollo sostenible, que exige “la protección, adecuada a su carácter, del medio rural y la preservación de los valores del suelo innecesario o inidóneo para atender las necesidades de transformación urbanística”, concluye que “no se ha justificado la conveniencia de la modificación, acreditando su interés público, ni tampoco su influencia sobre el modelo territorial y ordenación general definidos en el PGOU vigente”.

En todo caso, el artículo 18.2 del texto refundido de la Ley de Comercio de Castilla y León prohíbe expresamente la implantación de los grandes establecimientos comerciales en terrenos clasificados como rústicos. Puesto que ésta es la causa última de la modificación propuesta, dado que se trata de un uso prohibido, la causa que motiva la modificación es una causa prohibida y por tanto el acuerdo no puede ser adoptado, so pena de nulidad.

Miguel Ángel Ceballos Ayuso

Vocal de la CTMAU de Valladolid”.


DÉCIMO.- La Comisión Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo en la sesión de 23 de marzo de 2018, al haberse emitido Voto Particular expuesto en el apartado anterior, no adopta acuerdo, si no que de conformidad con lo preceptuado en el artículo 5.5.b) del Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territoriales de Medio Ambiente y Urbanismo y del Consejo de Medio Ambiente, Urbanismo y Ordenación del Territorio de Castilla y León, solicita informe a la Dirección General de Vivienda, Arquitectura y Urbanismo de la Consejería de Fomento y Medio Ambiente que será preceptivo y determinante, quedando suspendido el plazo para la adopción del Acuerdo durante dos meses.


UNDÉCIMO.- Con fecha 24 de mayo de 2018, se recibe informe de la Dirección General de Vivienda, Arquitectura y Urbanismo, que señala literalmente lo que se reproduce a continuación:

“INFORME DE LA DIRECCIÓN GENERAL DE VIVIENDA, ARQUITECTURA Y URBANISMO SOBRE EL VOTO PARTICULAR FORMULADO EN LA COMISIÓN TERRITORIAL DE MEDIO AMBIENTE Y URBANISMO DE VALLADOLID EN EL ACUERDO SOBRE LA APROBACIÓN DEFINITIVA DE LA MODIFICACIÓN DEL PGOU DE ALDEAMAYOR DE SAN MARTÍN (VALLADOLID)

La Comisión Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo -CTMAyU en adelante- de Valladolid en su sesión de 23 de marzo de 2018, en relación al acuerdo para la aprobación definitiva de la Modificación del Plan General de Ordenación Urbana -PGOU en adelante- de Aldeamayor de San Martín, solicita informe del centro directivo competente en materia de urbanismo, ante la falta de unanimidad y la formulación de un voto particular por uno de los vocales del órgano colegiado.

Este informe se emite de acuerdo con lo dispuesto en el apartado 5.b. del artículo 5 del Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territoriales de Medio Ambiente y Urbanismo y del Consejo de Medio Ambiente, Urbanismo y Ordenación del Territorio de Castilla y León.

El voto particular propone que la CTMAyU adopte el acuerdo de denegación de la aprobación definitiva, según lo previsto en el apartado correspondiente del artículo 161 del Reglamento de Urbanismo de Castilla y León -RUCyL en adelante-. 

El voto del vocal representante de las organizaciones no gubernamentales de defensa del medio ambiente, señala lo siguiente: 

«La modificación propuesta pretende el cambio de categoría de suelo rústico con protección cultural a suelo de rústico común de una parcela de 8.278 metros cuadrados colindante con la carretera A-601, a fin de facilitar la instalación de una superficie comercial en suelo rústico. Se modifican además seis artículos de la Normativa del PGOU, alterando las condiciones de edificación en el suelo rústico (parcela mínima, usos, planes especiales, altura máxima, cubierta y materiales de fachada) para adaptarlas a la construcción pretendida por el promotor.

El interés público de la modificación se justifica porque “Durante los últimos años se ha detectado la necesidad de dotar de determinadas actividades comerciales en la zona ya que debido a la falta de las mismas los vecinos de Aldeamayor de San Martín se ven obligados, muchas veces a desplazarse a otros municipios cercanos para poder hacer determinadas compras. La presente modificación puntual pretende facilitar la implantación de estas actividades en zonas de suelo rústico donde se pueda justificar su existencia y vinculadas a las infraestructuras principales que atraviesan el municipio. Eso sí, sin dejar de establecer las cautelas de protección urbanística que exige el suelo rústico”.

Por tanto, la motivación última de la modificación es facilitar la construcción de un centro comercial en suelo rústico de protección cultural, previa desprotección de la parcela y previa modificación de la normativa urbanística municipal que le impide hoy su construcción, afectando no sólo a la parcela en cuestión sino a la totalidad del suelo rústico del municipio.

La actividad urbanística pública constituye una función pública que debe responde al interés general, asegurando que el uso del suelo se realice conforme al interés general (art. 4 LUCyL). No obstante, la modificación propuesta responde únicamente al interés particular de la mercantil promotora, pues lleva a cabo una modificación de un suelo protegido por su valor cultural sólo sobre su propia parcela, para la construcción de un espacio comercial que pretende promover en el futuro, y además pretende que se apruebe una modificación de la normativa municipal con la única finalidad de poder encajar un espacio comercial y unas futuras construcciones a la medida de su propio proyecto. Existiendo además en Aldeamayor de San Martín abundante suelo urbano y urbanizable que hace injustificada tal previsión.

Por otro lado, la modificación no estudia la influencia de la modificación sobre el modelo territorial y la ordenación general establecida por el PGOU, derivada de una alteración de gran trascendencia de las condiciones de edificación en todo el suelo rústico del municipio, como por ejemplo la reducción de la parcela mínima de 60.000 a 2.500 metros cuadrados.

Por todo ello, la Modificación pretendida no responde al interés general, no acredita su interés público ni justifica su influencia sobre el modelo territorial y la ordenación general establecida por el vigente PGOU de Aldeamayor de San Martín, resultando por ello ilegal.

Este criterio es compartido por la STSJCyL de 30 de noviembre de 2012, confirmada por STS de 4 de febrero de 2015, que en referencia a una modificación similar del PGOU de Tordesillas declara que existiendo en dicho municipio abundante suelo urbanizable industrial y en atención al principio legal de desarrollo sostenible, que exige “la protección, adecuada a su carácter, del medio rural y la preservación de los valores del suelo innecesario o inidóneo para atender las necesidades de transformación urbanística”, concluye que “no se ha justificado la conveniencia de la modificación, acreditando su interés público, ni tampoco su influencia sobre el modelo territorial y ordenación general definidos en el PGOU vigente”.

En todo caso, el artículo 18.2 del texto refundido de la Ley de Comercio de Castilla y León prohíbe expresamente la implantación de los grandes establecimientos comerciales en terrenos clasificados como rústicos. Puesto que ésta es la causa última de la modificación propuesta, dado que se trata de un uso prohibido, la causa que motiva la modificación es una causa prohibida y por tanto el acuerdo no puede ser adoptado, so pena de nulidad».

No es objeto de este informe revisar todo el documento de modificación, sino exponer nuestro criterio sobre los aspectos concretos respecto a los que se ha discrepado con la posición mayoritaria de los miembros de la CTMAyU.

El instrumento de planeamiento urbanístico general del municipio es el Plan General de Ordenación urbana de Aldeamayor de San Martín, aprobado definitivamente por Acuerdo de 31 de octubre de 2002, de la Comisión Territorial de Urbanismo de Valladolid.

El objeto de esta modificación, según la propuesta del Servicio Territorial de Fomento ante la CTMAyU, sería doble:

“1) Cambio de categoría de Suelo Rústico de la parcela 128 del polígono 8, con referencia catastral 47007A008001280000KM y con una superficie de 8.278 m², pasando de Suelo Rústico de Protección Cultural a Suelo Rústico Común. Lo que conlleva una re-delimitación del yacimiento arqueológico “Las Marías", excluyendo la citada parcela, en base a los resultados de una serie de trabajos arqueológicos.

…

2) Modificar algunos parámetros de la Normativa del Plan General:

Por un lado, se modifican los siguientes parámetros de suelo rústico, por considerarlos excesivamente restrictivos:

•
El concepto de parcela mínima, ya que se asocia directamente al concepto de Unidad Mínima de Cultivo, lo que provoca que prácticamente no se pueda implantar actividad alguna en suelo rústico. Se propone rebajar dicha superficie a 2.500 m² para todo el suelo rústico.

…
•
La regulación de usos en Suelo Rústico Común para las instalaciones de utilidad pública e interés social, actualizándolos al Reglamento de Urbanismo de Castilla y León.

Por lo que se añade al final del artículo 182 el siguiente párrafo y se transcriben los artículos 59, 56 y 57 del RUCyL:

…

•
Se elimina el artículo 184, que establecía la obligación de redactar un Plan Especial para cualquier construcción de utilidad pública e interés social en suelo rústico común, ya que el RUCyL regula el trámite de la autorización de uso excepcional en suelo rústico.

•
Se amplía el concepto de altura máxima, ya que la actual redacción sólo la establece para viviendas y para construcciones destinadas a la explotación agrícola, ganadera o forestal, pudiendo superarse en casos excepcionales para éstas últimas previa autorización municipal. Se extiende la altura máxima a otros usos permitidos o autorizables, así como la excepcionalidad de poder superarla a todas las construcciones.

…

Por otro lado, también se modifican dos parámetros de condiciones estéticas, que no son específicos de suelo rústico pero sí que le afectan:

•
El concepto de cubierta, que establece que la tipología de cubiertas es la predominante de la zona, es decir, la cubierta inclinada. Se modifica para que determinados usos puedan plantear la posibilidad de cubierta plana, para la colocación de equipos, instalaciones, etc…

…

•
En cuanto a los materiales de fachada, que se relacionan con las condiciones de composición y estética de la zona, se modifica para que determinados usos puedan requerir otros materiales que no respondan a la tipología tradicional.

…”.

En cuanto a la justificación de la modificación se señala en la propuesta citada:

“La justificación de la conveniencia de la Modificación se basa en ajustar la delimitación del yacimiento arqueológico existente en base al estudio arqueológico aportado y clarificar los aspectos mencionados de la normativa de suelo rústico, eliminado la excesiva restricción y mejorando las posibilidades de implantación de ciertas actividades “en zonas de suelo rústico donde se pueda justificar su existencia y vinculadas a las infraestructuras principales que atraviesan el municipio”.

Se indica en la justificación del interés público presentada que éste “no sólo radica en aquellas inversiones de promoción pública sino en aquellas de carácter privado que ayudan a crear un tejido económico sostenibles y fijado en el medio rural. La creación de dicho tejido fomenta y está directamente relacionado con la creación de nuevos puestos de trabajo en futuras instalaciones, tanto directos como indirectos, en el municipio y/o localidades cercanas, contribuyendo a la generación de riqueza local”.

La modificación es un ejercicio de la potestad del planeamiento municipal de iniciativa privada, afecta a determinaciones concretas sobre una parcela y a otras de ordenación general del suelo rústico. 

Veamos en primer lugar la cuestión del cambio de categoría de una parcela de suelo rústico, de protección cultural a suelo rústico común. Debemos precisar cual es la competencia de la CTMAyU en el procedimiento de aprobación del planeamiento urbanístico; es establecido en el apartado 2 del artículo 161 del RUCyL: por un lado es un control de legalidad y por otro, un control de oportunidad sólo de las cuestiones supralocales.

En este caso, la modificación cumpliría lo establecido en la normativa urbanística, puesto que el suelo debe ser clasificado y categorizado objetivamente de acuerdo con su características reales; en este caso se trata de un suelo que se clasificó en el año 2002 como suelo rústico de protección cultural innecesariamente puesto que ahora se acredita (siendo aceptado por el órgano que tutela la protección cultural, que ha emitido informe favorable), por lo que no cumpliría lo que la normativa sobre clasificación del suelo establece; en relación al apartado f. del artículo 16 de la LUCyL,  los terrenos no  presentan manifiestos valores arqueológicos, al haberse precisado el límite real del yacimiento “Las Marías”. Podría llegar a ser una vinculación singular mantener un suelo que ostenta las mismas características que el resto del suelo rústico común del municipio, una protección cuyo fundamento sea la existencia de valores culturales a proteger, cuando no existan.  Ahora se acredita que no existen esos valores aunque en 2002 se consideró que podrían existir, por lo que el suelo debe ser categorizado de forma homogénea, suprimiendo una protección no fundamentada cuando esto queda demostrado.

Por lo que en cuanto a esta determinación, se trata de un ajuste hacia la legalidad de una parcela concreta;  no es necesario asumir los argumentos del interés público que el promotor y el municipio proponen, porque no se trata de una categorización de suelo discrecional, sino que el suelo de protección cultural tiene carácter reglado y en este caso procede aplicar el apartado a) (Suelo rústico común)  y no en el apartado f) (Suelo rústico con protección cultural), del artículo 16 de la LUCyL. No se admite por ello la transformación urbanística de ese suelo, ni el interés público del uso comercial en suelo rústico común, que sería objeto en su caso de un procedimiento de licencia posterior que sólo admite los usos comerciales de interés público en las estrictas condiciones del artículo 57.g. del RUCyL y limita a esas circunstancias específicas concretas todos los usos excepcionales del suelo rústico. Esta parcela estará en la misma situación que el resto que tengan la misma condición de suelo rústico común, pero no puede anticiparse su destino; lo ordinario de todo el suelo rústico es no edificar; la modificación no determina que el uso comercial en cualquier parcela del suelo rústico común del municipio tenga interés público. Cada uso excepcional debe ser valorado y ponderado en el procedimiento de licencia que se solicite; sí compartimos los criterios restrictivos del voto particular y de otros miembros del órgano colegiado sobre la autorización de cualquier instalación comercial en suelo rústico.

En cuanto al resto de los parámetros modificados de la normativa con carácter general hay dos grupos, que no son de aplicación sólo a la parcela modificada sino en el término municipal, por lo que el Ayuntamiento reconoce como de interés general municipal y son similares a lo regulado en otro instrumentos de planeamiento vigentes, que contienen reglas similares a las nuevas; actualiza límites a algunas cuestiones admitiendo una mayor flexibilidad para no impedir usos y construcciones que sean convenientes por su interés público, pero no posibles con las reglas vigentes; se enmarcan en un ámbito de decisión municipal: 

· Los cambios que afectan al suelo rústico no sólo son de interés privado, porque afectan a cómo pueden ser materializados los usos constructivos en el suelo rústico, pero sólo se aplicará a las muy limitadas construcciones que tengan interés público; por lo que esas reglas sobre parcela mínima, adaptación al RUCyL, exigencia de Plan Especial, altura máxima, son actualizadas para facilitar la implantación en general sólo de los usos que tienen interés público, por lo que hacerlos posible lo mismo de forma más flexible puede tener interés público en sí mismo.

· En cuanto condiciones generales sobre las construcciones son razonables, se admite ahora la cubierta plana y materiales no sólo tradicionales, lo cual es una regulación sin duda más adecuada y conveniente que la vigente desde el punto de vista general, eliminando requisitos que no tienen fundamento alguno, la no prohibición de las cubiertas y materiales propios de la construcción contemporánea.

La Dirección General de Vivienda, Arquitectura y Urbanismo respecto a lo señalado en el voto particular formulado en la Comisión Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo de Valladolid de 23 de marzo de 2018, en el acuerdo para la aprobación definitiva de la Modificación del Plan General de Ordenación Urbana de Aldeamayor de San Martín (Valladolid) informa que no hay inconveniente para su aprobación definitiva, según lo justificado en párrafos anteriores sobre el cumplimiento de la normativa urbanística.


Valladolid, a 23 de mayo de 2018

EL JEFE DEL SERVICIO DE URBANISMO

Francisco Pablos Álvarez


EL DIRECTOR GENERAL DE VIVIENDA,

ARQUITECTURA Y URBANISMO

Ángel Mª Marinero Peral”

DUODECIMO.- El Servicio Territorial de Fomento elaboró el correspondiente informe, en cumplimiento de lo establecido en el artículo 5.3 del Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo y del Consejo de Medio Ambiente, Urbanismo y Ordenación del Territorio de Castilla y León.

FUNDAMENTOS DE DERECHO


PRIMERO.- Corresponde a la Comisión Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo de Valladolid, de acuerdo con el artículo 3.1.d), del Decreto 24/2013, de 27 de junio, aprobar definitivamente el presente expediente.


SEGUNDO.- A la vista de la documentación aportada por el Ayuntamiento, que subsana todas las deficiencias señaladas en los informes sectoriales, puede procederse a la aprobación definitiva del presente expediente, observándose, no obstante, ciertas deficiencias que deberán subsanarse.

VISTA la Ley 5/1999, de 8 de abril, de Urbanismo de Castilla y León, el Reglamento de Urbanismo de Castilla y León, aprobado mediante Decreto 22/2004, de 29 de enero, el Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territoriales de Medio Ambiente y Urbanismo y del Consejo de Medio Ambiente, Urbanismo y Ordenación el Territorio de Castilla y León, el Plan General de Ordenación Urbana de Aldeamayor de San Martín, y demás disposiciones de aplicación.


Por lo expuesto y en su virtud,


LA COMISION TERRITORIAL DE MEDIO AMBIENTE Y URBANISMO, acuerda, por mayoría, (el representante de las organizaciones no gubernamentales votó en contra), y de conformidad con la propuesta formulada por el Servicio Territorial de Fomento, APROBAR DEFINITIVAMENTE la modificación del Plan General de Ordenación Urbana para el cambio de categoría de suelo rústico en la parcela128 del polígono 8 y modificación de parámetros urbanísticos en suelo rústico de Aldeamayor de San Martín dentro del trámite previsto en el artículo 161 del Decreto 22/2004, de 29 de enero, por el que se aprueba el Reglamento de Urbanismo de Castilla y León, CONDICIONANDO no obstante, su publicación, y por tanto su vigencia y ejecutividad, conforme a lo exigido en los Art. 60 y 61 de la Ley 5/1999, de 8 de abril de Urbanismo de Castilla y León, a que se diligencie, por el Secretario municipal, todas las páginas de la documentación técnica aportada que carecen de diligencia y se aporten un CD y un ejemplar más, completo y modificado, debidamente diligenciados.

Una vez expuesto el asunto, el vocal representante del Servicio Territorial de Cultura y Turismo menciona que está a favor de lo que afirma el representante de las organizaciones no gubernamentales manifestando que el uso que se va a proponer es un uso comercial y que todas las prescripciones del asunto que nos ocupan van dirigidas a posibilitar la construcción de un nuevo centro comercial.

La vocal representante del centro directivo competente en materia de urbanismo matiza al representante del Servicio Territorial de Cultura y Turismo que se ha llevado a cabo en el terreno propuesto para el cambio de categorización del suelo una prospección, indicando el Jefe del Servicio Territorial de Cultura y Turismo, que lo realizado es una excavación completa, no encontrándose resto arqueológico alguno en el mismo. Por tanto, según el parecer de la técnico arquitecto no existe impedimento para poderse realizar.
El Jefe del Servicio Territorial de Fomento manifiesta que es un cambio para la totalidad del municipio la modificación en la categoría del suelo propuesta.

Se le propone al arquitecto municipal su retirada de la sala para proceder a la votación de la cuestión. 

Se acuerda la votación por mayoría de los miembros ya que el vocal representante de las organizaciones no gubernamentales vota en contra, argumentando lo reflejado a continuación:

“La modificación propuesta pretende el cambio de categoría de suelo rústico con protección cultural a suelo de rústico común de una parcela de 8.278 metros cuadrados colindante con la  carretera A-601, a fin de facilitar la instalación de una superficie comercial en suelo rústico. Se modifican además seis artículos de la Normativa del PGOU, alterando las condiciones de edificación en el suelo rústico (parcela mínima, usos, planes especiales, altura máxima, cubierta y materiales de fachada) para adaptarlas a la construcción pretendida por el promotor.

El interés público de la modificación se justifica porque “Durante los últimos años se ha detectado la necesidad de dotar de determinadas actividades comerciales en la zona ya que debido a la falta de las mismas los vecinos de Aldeamayor de San Martín se ven obligados, muchas veces a desplazarse a otros municipios cercanos para poder hacer determinadas compras. La presente modificación puntual pretende facilitar la implantación de estas actividades en zonas de suelo rústico donde se pueda justificar su existencia y vinculadas a las infraestructuras principales que atraviesan el municipio. Eso sí, sin dejar de establecer las cautelas de protección urbanística que exige el suelo rústico”.

Por tanto, la motivación última de la modificación es facilitar la construcción de un centro comercial en suelo rústico de protección cultural, previa desprotección de la parcela y previa modificación de la normativa urbanística municipal que le impide hoy su construcción, afectando no sólo a la parcela en cuestión sino a la totalidad del suelo rústico del municipio.

La actividad urbanística pública constituye una función pública que debe responde al interés general, asegurando que el uso del suelo se realice conforme al interés general (art. 4 LUCyL). No obstante, la modificación propuesta responde únicamente al interés particular de la mercantil promotora, pues lleva a cabo una modificación de un suelo protegido por su valor cultural sólo sobre su propia parcela, para la construcción de un espacio comercial que pretende promover en el futuro, y además pretende que se apruebe una modificación de la normativa municipal con la única finalidad de poder encajar un espacio comercial y unas futuras construcciones a la medida de su propio proyecto. Existiendo además en Aldeamayor de San Martín abundante suelo urbano y urbanizable que hace injustificada tal previsión.

Por otro lado, la modificación no estudia la influencia de la modificación sobre el modelo territorial y la ordenación general establecida por el PGOU, derivada de una alteración de gran trascendencia de las condiciones de edificación en todo el suelo rústico del municipio, como por ejemplo la reducción de la parcela mínima de 60.000 a 2.500 metros cuadrados.

Por todo ello, la Modificación pretendida no responde al interés general, no acredita su interés público ni justifica su influencia sobre el modelo territorial y la ordenación general establecida por el vigente PGOU de Aldeamayor de San Martín, resultando por ello ilegal.

Este criterio es compartido por la STSJCyL de 30 de noviembre de 2012, confirmada por STS de 4 de febrero de 2015, que en referencia a una modificación similar del PGOU de Tordesillas declara que existiendo en dicho municipio abundante suelo urbanizable industrial y en atención al principio legal de desarrollo sostenible, que exige “la protección, adecuada a su carácter, del medio rural y la preservación de los valores del suelo innecesario o inidóneo para atender las necesidades de transformación urbanística”, concluye que “no se ha justificado la conveniencia de la modificación, acreditando su interés público, ni tampoco su influencia sobre el modelo territorial y ordenación general definidos en el PGOU vigente”.

En todo caso, el artículo 18.2 del texto refundido de la Ley de Comercio de Castilla y León prohíbe expresamente la implantación de los grandes establecimientos comerciales en terrenos clasificados como rústicos. Puesto que ésta es la causa última de la modificación propuesta, dado que se trata de un uso prohibido, la causa que motiva la modificación es una causa prohibida y por tanto el acuerdo no puede ser adoptado, so pena de nulidad”. 

2.- Autorizaciones de uso excepcional 

A.2.1.- AMPLIACION BODEGA.- VALBUENA DE DUERO.- (EXPTE. CTU 13/18).-


Examinada la documentación administrativa y técnica que obra en el expediente de referencia, del que son:

ANTECEDENTES DE HECHO


PRIMERO.- Mediante escrito del Alcalde-Presidente, registrado en esta Administración en fecha 26 de febrero de 2018, fue remitida la documentación relativa a este expediente, completada con la registrada el 15 de marzo de 2018 tras el pertinente requerimiento, a los efectos de resolver sobre autorización de uso excepcional en suelo rústico en los términos de los artículos 23 de la Ley 5/1999, de 8 de abril, de Urbanismo de Castilla y León y 307.5.c) del Decreto 22/2004, de 29 de enero por el que se aprueba el Reglamento de Urbanismo de Castilla y León.


SEGUNDO.- Se ha dado cumplimiento al preceptivo trámite de información pública señalado en el artículo 307.3 del Reglamento de Urbanismo anteriormente citado, mediante la inserción de sendos anuncios en el Boletín Oficial de Castilla y León de 11 de diciembre de 2017 y en el diario El Norte de Castilla de 4 de diciembre de 2017, durante el cual no se presentaron alegaciones, según certificado municipal de fecha 12 de febrero de 2018.


TERCERO.- La Comisión Territorial de Urbanismo de Valladolid, en sesión de fecha 29 de enero de 2004, concedió la autorización de uso excepcional en suelo rústico para Bodega en la parcela 329 del polígono 9, en el término municipal de Valbuena de Duero. Y por Resolución del Alcalde se concedió Licencia ambiental y urbanística con fecha 29 de abril de 2004, según Certificado de la Secretaría del Ayuntamiento.


CUARTO.- El promotor del expediente es BODEGAS BADEN NUMEN,S.L.

QUINTO.- El Servicio Territorial de Fomento ha elaborado el correspondiente informe-propuesta, en cumplimiento de lo establecido en el artículo 5.3 del Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territoriales de Medio Ambiente y Urbanismo y del Consejo de Medio Ambiente, Urbanismo y Ordenación del Territorio.

FUNDAMENTOS DE DERECHO


PRIMERO.- Por disposición del artículo 3.1.e) del Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territoriales de Medio Ambiente y Urbanismo y del Consejo de Medio ambiente, Urbanismo y Ordenación del Territorio de Castilla y León, la Comisión resolverá sobre la autorización de usos excepcionales en suelo rústico.


SEGUNDO.- Se solicita autorización de uso excepcional para ampliación de bodega, ubicada en la parcela 329 del polígono 9 de Valbuena de Duero, con una superficie catastral de 12.758 m².


Se proyecta la ampliación de la bodega mediante la construcción de una nave adosada a la existente por el sur, con varios porches, cubierta a un agua, menor altura y mayor longitud, que contiene la sala de barricas, almacén y preparación de las mismas y el laboratorio y control de calidad, dejanto la producción en la nave existente. La ampliación tendrá una superficie de 462,81 m² útiles y 504,59 m² construidos.


La bodega autorizada por la Comisión Territorial de Urbanismo está formada por una nave de elaboración y crianza, un edificio representativo y una vivienda unifamiliar con garaje, todo ello unido mediante una pérgola, con una superficie total construida de 1.207,41 m².


Aunque de la bodega autorizada y con licencia, solamente se ha ejecutado la nave de elaboración y crianza con 316,77 m² útiles y 357,00 m² construidos, la ampliación propuesta no intefiere en el resto de construcciones autorizadas, por lo que podrían llevarse a cabo. Por lo tanto la superficie autorizada junto con la propuesta en la presente ampliación supondría un total de 1.712,00 m² construidos.


TERCERO.- La parcela sobre la que se ubica la instalación se encuentra clasificada como SUELO RÚSTICO DE ESPECIAL PROTECCIÓN AGROPECUARIA (SRPA) por las Normas Urbanísticas Municipales de Valbuena de Duero.


La parcela está afectada por el entorno de protección del Bien de Interés Cultural “Monasterio de San Bernardo”.


CUARTO.- De conformidad con el artículo 140 de las NUM, en Suelo Rústico con Protección Agropecuaria se establece que:

“En esta zonas se prohibe cualquier edificación e instalación que no esté relacionada con la actividad económica agraria o pecuaria, en todo caso debe estar adscrita a una explotación agropecuaria conforme a los parámetros señalados en el artículo 134.

Con carácter excepcional podrán autorizarse las edificiaciones e instalaciones de utilidad pública o interés social que deban ubicarse en este tipo de terrenos y no sea posible instalarlas en otro ámbito, siempre que no afecten negativamente al aprovechamietno forestal de los terrenos circundantes.”


En el caso que nos ocupa, la ampliación de la bodega está vinculada a los viñedos de la misma parcela y de la parcela 25 del polígono 9, de 47.561 m² según catastro, con la que se pretende agrupar.


QUINTO.- El presente uso se podría autorizar según el artículo 57.f) del RUCyL “Obras de rehabilitación, reconstrucción, reforma y ampliación de las construcciones e instalaciones existentes que no estén declaradas fuera de ordenación, para su destino a su anterior uso o a cualquiera de los demás usos citados en este artículo.”, en relación con el artículo 62.b) de la misma norma.


SEXTO.- Se regulan en el artículo 134.8 de las NUM las condiciones comunes de edificación en suelo rústico y en el artículo 140 las específicas para el suelo rústico con protección agropecuaria:

· Parcela mínima: la Unidad Minima de Cultivo, que para regadío son 2 Ha.

· Altura máxima: 12 metros desde la cota del terreno.

· Retranqueos minimos: 7 m a linderos y 10 m a caminos.

· Edificabilidad máxima, se establece en función de la superficie de la parcela:

· Para los primeros 5.000 m²:
0,40 m²/m²

· De 5.000 a 20.000 m²:
0,20 m²/m²

· De 20.000 m² en adelante:
0,10 m²/m²

· Ocupación: 30 %

· Plantación de arbolado: 2 filas de árboles.


La ampliación de bodega proyectada cumple con todos los parámetros urbanísticos, ya que aporta compromiso de agrupación de parcelas 329 y 25 del polígono 9 para el cumplimiento de la parcela mínima.


SÉPTIMO.- Consta en el expediente informe favorable al uso exdepcional del ST de Agricultura y Ganadería de fecha 13 de febrero de 2018.


OCTAVO.- Consta el Informe de la Unidad de Ordenación y Mejora del S.T. de Medio Ambiente de Valladolid, de fecha 28 de mayo de 2018, aportado en la sesión de la Comisión, el cual comprueba que el proyecto no presenta coincidencia ni colindancia geográfica con los elementos del Medio Natural, que no se prevé la existencia de afecciones indirectas, ya sea individualmente o en combinación con otros, que pudieran causar perjuicio a la integridad de cualquier lugar incluido en la Red Natura 2000. Igualmente no existen afecciones sobre otros aspectos ambientales.


NOVENO.- Consta acuerdo de la Comisión Territorial de Patrimonio Cultural, celebrada en sesión ordinaria de fecha 15 de diciembre de 2017, en el que “se autoriza la propuesta con la prescripción de llevar a cabo un control arqueológico de los movimientos de tierra en la fase de ejecuión de las obras.”

DÉCIMO.- La Comisión considera acreditado el interés público de la instalación, en cumplimiento del artículo 308.1 del RUCyL, con la justificación recogida en el informe técnico municipal: “La edificación que nos ocupa está relacionada con la actividad agrícola y ademas, es manifiestamente de utilidad pública al tratarse de una instalación de bodega que forma parte del soporte económico de la zona.”

UNDÉCIMO.- El promotor resuelve la dotación de servicios, de conformidad con el artículo 308.1.b) del RUCyL, que son los de la bodega que se amplia:  

· Acceso: Se realiza desde camino perpedicular a la carretera VP-3012.

· Abastecimiento de agua: mediante un pozo con planta potabilizadora.

· Saneamiento: con Estación depuradora  en la parcela.

· Suministro de energía eléctrica: a través un centro de transformación.


DUODÉCIMO.- El promotor, tal y como determina el artículo 308. 1 c) del RUCyL, se compromete a vincular el terreno al uso autorizado, y que a tal efecto se hará constar en el registro de la propiedad su condicion de indivisible y las limitaciones impuestas por la autorización.


DECIMOTERCERO.- La Comisión debe resolver de forma motivada sobre la autorización de uso excepcional, otorgándola simplemente o con condiciones, o bien denegándola (art. 307 del RUCyL). Asimismo para autorizar usos excepcionales debe comprobar el cumplimiento de las condiciones establecidas en el art. 308 del RUCyL.


VISTA la Ley 5/1999, de 8 de abril, de Urbanismo de Castilla y León, el Reglamento de Urbanismo de Castilla y León, aprobado mediante Decreto 22/2004, de 29 de enero, el Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territoriales de Medio Ambiente y Urbanismo y el Consejo de Medio Ambiente, Urbanismo y Ordenación del Territorio de Castilla y León, las Normas Urbanísticas Municipales de Valbuena de Duero, y demás disposiciones de aplicación.


Por lo expuesto,


LA COMISION TERRITORIAL DE MEDIO AMBIENTE Y URBANISMO, acuerda, por unanimidad, y de conformidad con la propuesta formulada por el Servicio Territorial de Fomento, OTORGAR LA AUTORIZACIÓN de uso excepcional en suelo rústico para ampliación bodega en la parcela 329 del polígono 9, en el término municipal de Valbuena de Duero, promovida por BODEGAS BADEN NUMEN,S.L.


Esta autorización no exime de la obligatoriedad de obtener las preceptivas licencias ambiental y urbanística con carácter previo a la ejecución del proyecto, ni prejuzga el contenido de los correspondientes acuerdos municipales.


Según los catálogos actuales, que son documentos incompletos por la propia naturaleza de la evidencia arqueológica y dado que no se ha explorado la totalidad del territorio con metodología científica, no se aprecian interferencias con suelos con protección cultural. Siempre que hay movimientos de tierras existe una probabilidad real y objetiva de afectar al Patrimonio Arqueológico, por lo que con el fin de proteger el patrimonio cultural, deberá tenerse en cuenta el artículo 60 de la Ley 12/2002, de Patrimonio Cultural de Castilla y León, que señala que si en el transcurso de las obras aparecieran restos históricos, arqueológicos o paleontológicos, deberá ponerse tal circunstancia en conocimiento de la Delegación Territorial de la Junta de Castilla y León de Valladolid, a fin de dictar las normas de actuación que procedan.


Asimismo, deberán conseguirse los restantes permisos, autorizaciones y cautelas exigidos por la legislación vigente para este tipo de instalaciones.


Se aporta en el momento de su exposición el informe del Servicio Territorial de Medio Ambiente, resultando completo el expediente. 
A.2.2.- BODEGA.- SERRADA.- (EXPTE. CTU 5/18).-


Examinada la documentación administrativa y técnica que obra en el expediente de referencia, del que son:

ANTECEDENTES DE HECHO


PRIMERO.- Mediante escrito del Alcalde-Presidente, registrado en esta Administración en fecha 11 de enero de 2018, fue remitida la documentación relativa a este expediente, completada con la registrada el 16 de abril de 2018 tras el pertinente requerimiento, a los efectos de resolver sobre autorización de uso excepcional en suelo rústico en los términos de los artículos 23 de la Ley 5/1999, de 8 de abril, de Urbanismo de Castilla y León y 307.5.c) del Decreto 22/2004, de 29 de enero por el que se aprueba el Reglamento de Urbanismo de Castilla y León.


SEGUNDO.- Se ha dado cumplimiento al preceptivo trámite de información pública señalado en el artículo 307.3 del Reglamento de Urbanismo anteriormente citado, mediante la inserción de sendos anuncios en el Boletín Oficial de Castilla y León de 24 de noviembre de 2017 y en el diario El Norte de Castilla de 24 de noviembre de 2017, durante el cual no se presentaron alegaciones, según certificado municipal de fecha 3 de enero de 2018.


TERCERO.- El promotor del expediente es BODEGAS Y VIÑEDOS VICARAL, S.L.

CUARTO.- El Servicio Territorial de Fomento ha elaborado el correspondiente informe-propuesta, en cumplimiento de lo establecido en el artículo 5.3 del Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territoriales de Medio Ambiente y Urbanismo y del Consejo de Medio ambiente, Urbanismo y Ordenación del Territorio de Castilla y León.

FUNDAMENTOS DE DERECHO


PRIMERO.- Por disposición del artículo 3.1.e) del Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territoriales de Medio Ambiente y Urbanismo y del Consejo de Medio ambiente, Urbanismo y Ordenación del Territorio de Castilla y León, la Comisión resolverá sobre la autorización de usos excepcionales en suelo rústico.


SEGUNDO.- Se solicita autorización de uso excepcional para bodega, que se ubicará en las parcelas 89, 90, 91 y 167 del polígono 2 de Serrada, con una superficie catastral total de 57.442 m², fincas que se han agrupado en escritura pública aportada y que actualmente ya figuran en el catastro como parcela 168 del polígono 2.


Se proyecta la construcción de 2 naves adosadas de planta rectangular destinadas a la producción, recepción, elaboración, embotellado y almacenamiento, con un edificio adosado de planta baja, para oficinas y un edificio exento, de dos plantas, destinado a zona representativa. La bodega tendrá un total de 1.132,42 m² útiles y 1.228,61 m² contruidos. También se construye una balsa depuradora con una superficie de 173,67 m² útiles y 255,75 m² construidos y un centro de transformación de 11,61 m² útiles y 12,78 m² construidos, lo que hace un total de 1.317,70 m² útiles y 1.497,14 m² construidos.


TERCERO.- Las parcelas sobre las que se ubica la instalación, se encuentran clasificadas por las Normas Urbanísticas Municipales de Serrada en su mayor parte y donde se ubican las construcciones como SUELO RÚSTICO COMÚN TIPO 1, y el resto como SUELO RÚSTICO CON PROTECCIÓN DE INFRAESTRUCTURAS, RESERVA DE VARIANTE Y SUELO RÚSTICO COMÚN TIPO 2.


Las parcelas son colindantes con la carretera CL-610 y con la vía pecuaria “Vereda carretera de Valladolid”, ubicándose las construcciones fuera de la zona de afección de ambas.


CUARTO.- De conformidad con el apartado 5.4.5.A de las NUM en Suelo Rústico Común Tipo 1: “Son usos permitidos todos aquellos que lo sean en virtud de la legislación vigente, sin perjuicio de las autorizaciones exigibles.”

QUINTO.- El presente uso se podría autorizar según el artículo 57.g) del RUCyL “Otros usos, sean dotacionales, comerciales, industriales, de almacenamiento, vinculados al ocio o de cualquier otro tipo, que puedan considerarse de interés público: 3º. Por estar vinculados a la producción agropecuaria”, en relación con el artículo 59.b) de la misma norma.


SEXTO.- Se regulan en el apartado 5.4.5.A de las NUM las siguientes condiciones específicas de edificación en Suelo Rústico Común tipo 1, que son para el uso:

C.- Edificaciones o instalaciones de interés público:

· Parcela mínima: la catastral o 2.500 m²

· Índice de edificabilidad: 0,20 m²/m²

· Retranqueo minimo a linderos: de 5 metros.

· Altura máxima: 2 plantas y 8,50 m. a cornisa.

En los usos definidos en los apartados A, B y C, se podrán modificar las condiciones de altura máxima por necesidades técnicas de la actividad, siempre que se justifique pormenorizadamentes en el proyecto.


La bodega proyectada cumple con todos los parámetros urbanísticos, que aunque supera la altura máxima, el proyecto justifica la necesidad de una altura mayor, tal y como indica el informe técnico municipal.


SÉPTIMO.- Consta en el expediente Informe de la Unidad de Ordenación y Mejora del S.T. de Medio Ambiente de Valladolid de fecha 2 de abril de 2018, el cual comprueba que el proyecto no presenta coincidencia geográfica con los elementos del Medio Natural, que es colindante con la vía pecuaria “Vereda de la carretera de Valladolid”, aunque no son de esperar afecciones sobre este elemento siempre y cuando se cumpla el condicionado establecido más adelante, y que no se prevé la existencia de afecciones indirectas, ya sea individualmente o en combinación con otros, que pudieran causar perjuicio a la integridad de cualquier lugar incluido en la Red Natura 2000. Igualmente no existen afecciones sobre otros aspectos ambientales propios de las competencias de este Servicio.

“CONDICIONES:

1. En todo momento se tendrá especial cuidado en no alterar la continuidad del trazado y del posible tránsito ganadero de la vía pecuaria “Vereda de la Carretera de Valladolid”. Así mismo para la ejecución del acceso a la finca deberá proveerse de la autorización de este Servicio Territorial y si en algún momento, por el desarrollo del objeto del expediente se pudiera afectar en otros términos, además del acceso, a los terrenos de esta vía pecuaria será necesario la previa obtención de la autorización con el fin de que no se vean comprometidos ni el principal uso pecuario, ni los usos compatibles y complementarios previstos en la Ley 3/1995, de 23 de marzo, de Vías Pecuarias.

2. En todo momento se efectuará una gestión de los restos, residuos y basuras que conlleve su traslado a vertederos autorizados, eliminado los riesgos de contaminación de suelos y de las aguas tanto superficiales como subterráneas, así como su depósito en los terrenos próximos de forma intencionada o por traslado imprevisto debido al viento o a otros elementos.”


OCTAVO.- Consta en el expediente informe de viabilidad de acceso, de la Sección de Conservación y Explotación de Carreteras del S.T. de Fomento, de fecha 20 de febrero de 2018, que indica que “si lo que se pretende es acceder a las instalaciones de la bodega desde el camino existente, el acceso deberá estar retranqueado de la alineación de la carretera CL-610 y fuera de la zona de afección de la misma”.

NOVENO.- La Comisión considera acreditado el interés público de la instalación, en cumplimiento del artículo 308.1 del RUCyL, con  la justificación recogida en el proyecto técnico aportado, que viene determinada por la vinculación con la producción agropecuaria, ya que “el uso planteado es una bodega de transformación de uva asociada al cultivo de viñedo en la misma parcela, es decir con relación a la producción agropecuaria.”

DÉCIMO.- El promotor resuelve la dotación de servicios, de conformidad con el artículo 308.1.b) del RUCyL, que según la documentación presentada: 

· Acceso:  Se realiza desde camino agrícola.

· Abastecimiento de agua: mediante sondeo y sistema de potabilización propio.

· Saneamiento: por medio de una balsa impermeabilizada y semienterrada.

· Suministro de energía eléctrica: a través de una línea aérea con entronque en el apoyo de línea de media tensión y que sobrevuela las parcelas 92, 93, 94, 95 y 97 hasta centro de transformación en la parcela en la que se ubica la bodega. Se cuenta con la autorización de los propietarios de las parcelas ya que se ha constituido servidumbres de paso de energía eléctrica.


UNDÉCIMO.- El promotor, tal y como determina el artículo 308. 1 c) del RUCyL, se compromete a vincular el terreno al uso autorizado, y que a tal efecto se hará constar en el registro de la propiedad su condicion de indivisible y las limitaciones impuestas por la autorización.


DUODÉCIMO.- La Comisión debe resolver de forma motivada sobre la autorización de uso excepcional, otorgándola simplemente o con condiciones, o bien denegándola (art. 307 del RUCyL). Asimismo para autorizar usos excepcionales debe comprobar el cumplimiento de las condiciones establecidas en el art. 308 del RUCyL.


VISTA la Ley 5/1999, de 8 de abril, de Urbanismo de Castilla y León, el Reglamento de Urbanismo de Castilla y León, aprobado mediante Decreto 22/2004, de 29 de enero, el Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territoriales de Medio Ambiente y Urbanismo y del Consejo de Medio Ambiente, Urbanismo y Ordenación del Territorio de Castilla y León, las Normas Urbanísticas Municipales de Serrada, y demás disposiciones de aplicación.


Por lo expuesto y en su virtud,


LA COMISION TERRITORIAL DE MEDIO AMBIENTE Y URBANISMO, acuerda, por unanimidad, y de conformidad con la propuesta formulada por el Servicio Territorial de Fomento, OTORGAR LA AUTORIZACIÓN de uso excepcional en suelo rústico para bodega en las parcelas 89, 90. 91 y 167 (actualmente la parcela 168) del polígono 2, en el término municipal de Serrada, promovida por BODEGAS Y VIÑEDOS VICARAL, S.L.


Esta autorización no exime de la obligatoriedad de obtener las preceptivas licencias ambiental y urbanística con carácter previo a la ejecución del proyecto, ni prejuzga el contenido de los correspondientes acuerdos municipales.


Según los catálogos actuales, que son documentos incompletos por la propia naturaleza de la evidencia arqueológica y dado que no se ha explorado la totalidad del territorio con metodología científica, no se aprecian interferencias con suelos con protección cultural. Siempre que hay movimientos de tierras existe una probabilidad real y objetiva de afectar al Patrimonio Arqueológico, por lo que con el fin de proteger el patrimonio cultural, deberá tenerse en cuenta el artículo 60 de la Ley 12/2002, de Patrimonio Cultural de Castilla y León, que señala que si en el transcurso de las obras aparecieran restos históricos, arqueológicos o paleontológicos, deberá ponerse tal circunstancia en conocimiento de la Delegación Territorial de la Junta de Castilla y León de Valladolid, a fin de dictar las normas de actuación que procedan.


Asimismo, deberán conseguirse los restantes permisos, autorizaciones y cautelas exigidos por la legislación vigente para este tipo de instalaciones.

A.2.3.- ESTACIÓN DE TELECOMUNICACIONES.- ZARATÁN.- (EXPTE. CTU 64/17).-


Examinada la documentación administrativa y técnica que obra en el expediente de referencia, del que son:

ANTECEDENTES DE HECHO


PRIMERO.- Mediante escrito del Alcalde-Presidente, registrado en esta Administración en fecha 13 de septiembre de 2017, fue remitida la documentación relativa a este expediente, completada con la registrada los días 3 de enero y 18 de abril de 2018 tras los pertinentes requerimientos, a los efectos de resolver sobre autorización de uso excepcional en suelo rústico en los términos de los artículos 23 de la Ley 5/1999, de 8 de abril, de Urbanismo de Castilla y León y 307.5.c) del Decreto 22/2004, de 29 de enero por el que se aprueba el Reglamento de Urbanismo de Castilla y León.


SEGUNDO.- Se ha dado cumplimiento al preceptivo trámite de información pública señalado en el artículo 307.3 del Reglamento de Urbanismo anteriormente citado, mediante la inserción de sendos anuncios en el Boletín Oficial de Castilla y León de 4 de agosto de 2017 y en el diario El Norte de Castilla de 5 de agosto de 2017, así como en el tablón de anuncios del ayuntamiento, durante el cual no se presentaron alegaciones, según certificado municipal de fecha 7 de septiembre de 2017.


TERCERO.- El promotor del expediente es ORANGE ESPAGNE, S.A.U.


CUARTO.- El Servicio Territorial de Fomento ha elaborado el correspondiente informe-propuesta, en cumplimiento de lo establecido en el artículo 5.3 del Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territoriales de Medio Ambiente y Urbanismo y del consejo de Medio Ambiente, Urbanismo y Ordenación del Territorio de Castilla y León.

FUNDAMENTOS DE DERECHO


PRIMERO.- Por disposición del artículo 3.1.e) del Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territoriales de Medio Ambiente y Urbanismo y del Consejo de Medio ambietne, Urbanismo y Ordenación del Territorio de Castilla y León, la Comisión resolverá sobre la autorización de usos excepcionales en suelo rústico.


SEGUNDO.- Se solicita autorización de uso excepcional para implantación de estación base para equipos de telecomunicaciones, que se ubicará en la parcela 5141 del polígono 1 de Zaratán, con una superficie catastral de 7.181 m².


Se proyecta el montaje de una torre en celosía de 30 metros de altura, para la instalación de antenas, y una serie de armarios de intemperie, para albergar los equipos necesarios. El recinto tendrá un cerramiento perimetral con una ocupación de 70,00 m². Dentro del recinto no se realiza ninguna edificación, salvo una losa de hormigón de 4,50 m² sobre la que se instalan dos bancadas metálicas para albergar los equipos de la propia estación.


TERCERO.- La parcela sobre la que se ubica la instalación se encuentra clasificada como SUELO RÚSTICO COMÚN, SUELO RÚSTICO CON PROTECCIÓN NATURAL Y SUELO URBANIZABLE Sector 17 por las Normas Urbanísticas Municipales de Zaratán, estando la instalación proyectada sobre SUELO RÚSTICO COMÚN.


También son de aplicación las Directrices de Ordenación del Territorio de Valladolid y Entorno DOTVAENT, las cuales definen la parcela dentro del área “Espacios con otros usos: cultivos de secano”. Al no estar afectada por espacios protegidos, se equipara al SUELO RÚSTICO COMÚN.


CUARTO.- Según el artículo 9.4.1 de las Normas Urbanísticas Municipales, en suelo rústico común son usos autorizables entre otros:

“Las obras públicas e infraestructuras en general, así como las construcciones e instalaciones necesarias para su ejecución, conservación y servicio, cuando no hayan sido previstas por ningún instrumento de planeamiento, ordenación del territorio o de planificación sectorial.”


QUINTO.- El presente uso se podría autorizar según el artículo 59.b)  del RUCyL al ser un uso recogido en el articulo 57.c) 6º de la misma norma: “c) Obras públicas e infraestructuras en general, así como las construcciones e instalaciones necesarias para su ejecución, conservación y servicio, entendiendo como tales: 6º. Las telecomunicaciones.”


SEXTO.- Las condiciones de la edificación, de acuerdo con el artículo 9.5.1.B de las NUM, para el uso “CONSTRUCCIONES E INSTALACIONES VINCULADAS A LAS OBRAS PÚBLICAS” son las siguientes:

· Parcela mínima: Sin limitación de superficie.

· Altura máxima de la edificación: 2 plantas y 7,25 metros a cornisa.

En casos excepcionales y debidamente justificados se podrá aumentar la altura máxima (P.E.: instalaciones especiales de comunicación o de Defensa Nacional).

· Retranqueos minimos a linderos: 7,00 m desde el borde de los viales de acceso o los linderos.


La instalación proyectada cumple con todos los parámetros urbanísticos, ya que justifica el aumento de la altura por la función a la que va destinada la instalación, que con una altura menor no cosiguen los objetivos de cobertura para proporcionar un servicio de calidad por parte del operador.


SÉPTIMO.- Consta en el expediente Informe de la Unidad de Ordenación y Mejora del S.T. de Medio Ambiente de Valladolid de fecha 10 de mayo de 2018, el cual comprueba que el proyecto presenta colindancia con los terrenos del monte Eriales de Zaratán y se ubica sobre suelo con carácter de monte y concluye que las actuaciones previstas no tendrán efectos negativos apreciables sobre los elementos del Medio Natural, siempre y cuando se cumplan las siguientes condiciones:

“1.
En todo momento se efectuará una gestión de los restos, residuos y basuras que conlleve su traslado a vertederos autorizados, eliminado los riesgos de contaminación de suelos y de las aguas tanto superficiales como subterráneas, así como su depósito en los terrenos próximos de forma intencionada o por traslado imprevisto debido al viento o a otros elementos.

2.
Los terrenos existentes entre la Base de estación y el límite del monte deberán mantenerse libre de vegetación con el objeto de evitar la posible generación o propagación de incendios.

3.
La modificación del suelo y de la cubierta vegetal, necesarios para la instalación de la Base de estación, requiere la autorización de la Consejería competente en materia de montes, (art.73 de la Ley 3/2009, de 6 de abril de Montes de Castilla y León).”


OCTAVO.- La Comisión considera acreditado el interés público de la instalación, en cumplimiento del artículo 308.1 del RUCyL, con la justificación recogida en el proyecto técnico aportado, que viene determinada por estar vinculada a un sevicio público y por la necesidad de ubicación en suelo rústico ya que “con esta estación base de telecomunicaciones se pretende proporcionar cobertura por parte de Orande a los abonados que se encuentran en la zona,  y no existe la posibilidad de instalar la estación base en otro emplazamiento, debido a que la zona de cobertura sería distinta.”

NOVENO.- El promotor resuelve la dotación de servicios, de conformidad con el artículo 308.1.b) del RUCyL, que según la documentación presentada: 

· Acceso: Se realiza desde el camino de las Fuentes o Paseo del Ferrocarril, atravesando la parcela 27 del mismo polígono, contando con la autorización del titular de la parcela para la servidumbre de paso.

· Abastecimiento de agua: no precisa.

· Saneamiento: no precisa.

· Suministro de energía eléctrica: a través conexión con la Red eléctrica de baja tensión que discurre por el frente de la parcela.


DÉCIMO.- El promotor, tal y como determina el artículo 308. 1 c) del RUCyL, se compromete a vincular el terreno al uso autorizado, y que a tal efecto se hará constar en el registro de la propiedad su condicion de indivisible y las limitaciones impuestas por la autorización.


UNDÉCIMO.- La Comisión debe resolver de forma motivada sobre la autorización de uso excepcional, otorgándola simplemente o con condiciones, o bien denegándola (art. 307 del RUCyL). Asimismo para autorizar usos excepcionales debe comprobar el cumplimiento de las condiciones establecidas en el art. 308 del RUCyL.


VISTA la Ley 5/1999, de 8 de abril, de Urbanismo de Castilla y León, el Reglamento de Urbanismo de Castilla y León, aprobado mediante Decreto 22/2004, de 29 de enero, el Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territoriales de Medio Ambiente y Urbanismo y del Consejo de Medio ambiente, Urbanismo y Ordenación del Territorio de Castilla y León, las Normas Urbanísticas Municipales de Zaratán, y demás disposiciones de aplicación.


Por lo expuesto y en su virtud,


LA COMISION TERRITORIAL DE MEDIO AMBIENTE Y URBANISMO, acuerda, por unanimidad, y de conformidad con la propuesta formulada por el Servicio Territorial de Fomento, OTORGAR LA AUTORIZACIÓN de uso excepcional en suelo rústico para estación base de telecomunicaciones en la parcela 5141 del polígono 1, en el término municipal de Zaratán, promovida por ORANGE ESPAGNE, S.A.U.

Esta autorización no exime de la obligatoriedad de obtener las preceptivas licencias ambiental y urbanística con carácter previo a la ejecución del proyecto, ni prejuzga el contenido de los correspondientes acuerdos municipales.


Según los catálogos actuales, que son documentos incompletos por la propia naturaleza de la evidencia arqueológica y dado que no se ha explorado la totalidad del territorio con metodología científica, no se aprecian interferencias con suelos con protección cultural. Siempre que hay movimientos de tierras existe una probabilidad real y objetiva de afectar al Patrimonio Arqueológico, por lo que con el fin de proteger el patrimonio cultural, deberá tenerse en cuenta el artículo 60 de la Ley 12/2002, de Patrimonio Cultural de Castilla y León, que señala que si en el transcurso de las obras aparecieran restos históricos, arqueológicos o paleontológicos, deberá ponerse tal circunstancia en conocimiento de la Delegación Territorial de la Junta de Castilla y León de Valladolid, a fin de dictar las normas de actuación que procedan.


Asimismo, deberán conseguirse los restantes permisos, autorizaciones y cautelas exigidos por la legislación vigente para este tipo de instalaciones.

El técnico del Servicio Territorial de Medio Ambiente alega que tiene que solicitar autorización al Servicio Territorial de Medio Ambiente de Valladolid por ser monte donde se va a situar la estación base de telecomunicaciones.
A.2.4.- AMPLIACIÓN DE CENTRO ALMACENAMIENTO DE FORRAJES.- SANTERVAS DE CAMPOS.- (EXPTE. CTU 80/17).-


Examinada la documentación administrativa y técnica que obra en el expediente de referencia, del que son:

ANTECEDENTES DE HECHO


PRIMERO.- Mediante escrito  del Alcalde-Presidente, registrado en esta Administración en fecha 17 de noviembre de 2017, fue remitida la documentación relativa a este expediente, completada con la registrada los días 15 de enero y 18 de abril de 2018 tras los pertinentes requerimientos, a los efectos de resolver sobre autorización de uso excepcional en suelo rústico en los términos de los artículos 23 de la Ley 5/1999, de 8 de abril, de Urbanismo de Castilla y León y 307.5.c) del Decreto 22/2004, de 29 de enero por el que se aprueba el Reglamento de Urbanismo de Castilla y León.


SEGUNDO.- Se ha dado cumplimiento al preceptivo trámite de información pública señalado en el artículo 307.3 del Reglamento de Urbanismo anteriormente citado, mediante la inserción de sendos anuncios en el Boletín Oficial de Castilla y León de 5 de julio de 2017 y en el diario El Norte de Castilla de 2 de octubre de 2017, así como en el tablón de anuncios del ayuntamiento, durante el cual no se presentaron alegaciones, según certificado municipal de fecha 2 de noviembre de 2017.


TERCERO.- El promotor del expediente es COFOCYL S.COOP.


CUARTO.- El Servicio Territorial de Fomento ha elaborado el correspondiente informe-propuesta, en cumplimiento de lo establecido en el artículo 5.3 del Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territoriales de Medio Ambiente y Urbanismo y del Consejo de Medio Ambiente, Urbanismo y Ordenación del Territorio.

FUNDAMENTOS DE DERECHO


PRIMERO.- Por disposición del artículo 3.1.e) del Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territoriales de Medio Ambiente y Urbanismo y del Consejo  e Medio Ambiente, Urbanismo y Ordenación del Territorio de Castilla y León, la Comisión resolverá sobre la autorización de usos excepcionales en suelo rústico.


SEGUNDO.- Se solicita autorización de uso excepcional para ampliación de centro de almacenamiento de forrajes, que se ubica en las parcelas 15, 17, 18 y 21 del polígono 3 de Santervás de Campos, con una superficie catastral de 81.657 m².


La fabrica de piensos inicial fue autorizada por la Comisión Territorial de Urbanismo en fecha 3 de mayo 2001 y se concedió licencia de obras con fecha 15 de junio de 2001. Está formada por una nave fábrica, una nave gránulos,  una nave pacas, un edificio de oficinas y una caseta de instalaciones, con una superficie total de 6.283,50 m² construidos.


Posteriormente se solicitó una ampliación de la fábrica de 2.709,60 m² que fue autorizada el 25 de enero 2011, que no se ejecutó tal y como fue autorizada, por lo que se solicitó la legalización de la ampliación de 2.966,42 m² que consistía en la ampliación de la nave fabrica y dos sotechados para almacén, que se autorizó por la Comisión Territorial de Urbanismo el 24 de septiembre de 2014 y con fecha 21 de octubre de 2014 el Alcalde emitió un decreto de legalización concediendo la licencia de apertura.


Las construcciones existentes actualmente en la parcela ocupan un total de 9.411 m² construidos. En la presente autorización se proyecta una ampliación con dos nuevas edificaciones contiguas a las instalaciones existentes: una nave de tipo almacén de 811,80 m² y otra de tipo cobertizo de 1.250,65 m². Lo que haría un total de 11.473,45 m² construidos.


TERCERO.- Las parcelas sobre las que se ubica la instalación se encuentran clasificadas como SUELO RÚSTICO COMÚN, SUELO RÚSTICO CON PROTECCIÓN CULTURAL, SUELO RÚSTICO CON PROTECCIÓN DE INFRAESCTRUCTURAS Y SUELO RÚSTICO CON PROTECCIÓN NATURAL por las Normas Urbanísticas Municipales de Santervás de Campos, estando las construcciones ubicadas sobre SUELO RÚSTICO COMÚN.


Las parcelas son colindantes con la carretera VP-4013 y con la vía pecuaria “Colada Zamorana” y una pequeña parte de la parcela 18 es coincidente con el yacimiento “El Horno”, estando las construcciones fuera de las respectivas zonas de afección.


CUARTO.- De acuerdo con el artículo 76 de las NUM, en suelo rústico común son usos autorizables: “4. Obras de rehabilitación, reforma y ampliación de las construcciones existentes que no esten declaradas fuera de ordenación.”

QUINTO.- El presente uso se podría autorizar según el artículo 59.b) del RUCyL, al ser un uso recogido en el articulo 57.f) de la misma norma: “Obras de rehabilitación, reconstrucción, reforma y ampliación de las construcciones e instalaciones existentes que no estén declaradas fuera de ordenación, para su destino a su anterior uso o a cualquiera de los demás usos citados en este artículo.”

SEXTO.- Se regulan en el artículo 75.4 de las NUM las condiciones específicas de edificación en suelo rustico, que para el uso del punto D) Almacenes o industrias de materias y productos derivados o vincuado a la explotaciones agropecuarias son las siguientes:

· Altura máxima de cornisa: 9 metros, salvo elementos puntuales debidamente justificados.

Para el resto de parámetros cumplirán los demás requisitos del apartado anterior C) Naves ganaderas.

· Separación a linderos: 5 metros.

· Ocupación máxima: 40 %

· Parcela mínima será de 5.000 m² o la catastral existente, de acuerdo con el artículo 75.2.


La ampliación proyectada cumple con todos los parámetros urbanísticos, tal y como indica el informe técnico de diputación.


SÉPTIMO.- Consta en el expediente Informe de la Unidad de Ordenación y Mejora del S.T. de Medio Ambiente de Valladolid de fecha 26 de septiembre de 2017, el cual comprueba que el proyecto no presenta coincidencia ni colindancia geográfica con los elementos del Medio Natural y concluye que las actuaciones previstas no tendrán efectos negativos apreciables sobre los elementos del Medio Natural.


OCTAVO.- Consta informe técnico de Diputación Provincial de Valladolid de fecha 28 de junio de 2017, que señala que se respeta la línea de edificación de la carretera VP-4013.


NOVENO.- La Comisión considera acreditado el interés público de la instalación, en cumplimiento del artículo 308.1 del RUCyL, con la justificación recogida en la documentación técnico aportada, que viene determinada en base a que “La actividad en cuestión es un Centro de Almacenamiento de Forrajes, por lo tanto se trata de instalaciones vinculadas a la explotación agropecuaria, cumpliendo por lo tanto con lo establecido en el artículo 57 del RUCYL.”

DÉCIMO.- El promotor resuelve la dotación de servicios, de conformidad con el artículo 308.1.b) del RUCyL, ya que la instalación que se amplia contaba con ellos.


UNDÉCIMO.- El promotor, tal y como determina el artículo 308. 1 c) del RUCyL, se compromete a vincular el terreno al uso autorizado, y que a tal efecto se hará constar en el registro de la propiedad su condicion de indivisible y las limitaciones impuestas por la autorización.


DUODÉCIMO.- La Comisión debe resolver de forma motivada sobre la autorización de uso excepcional, otorgándola simplemente o con condiciones, o bien denegándola (art. 307 del RUCyL). Asimismo para autorizar usos excepcionales debe comprobar el cumplimiento de las condiciones establecidas en el art. 308 del RUCyL.


VISTA la Ley 5/1999, de 8 de abril, de Urbanismo de Castilla y León, el Reglamento de Urbanismo de Castilla y León, aprobado mediante Decreto 22/2004, de 29 de enero, el Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territoriales de Medio Ambiente y Urbanismo y del Consejo de Medio Ambiente, Urbanismo y Ordenación del Territorio de Castilla y León, las Normas Urbanísticas Municipales de Santervás de Campos, y demás disposiciones de aplicación.


Por lo expuesto y en su virtud,


LA COMISION TERRITORIAL DE MEDIO AMBIENTE Y URBANISMO, acuerda, por unanimidad, y de conformidad con la propuesta formulada por el Servicio Territorial de Fomento, OTORGAR LA AUTORIZACIÓN de uso excepcional en suelo rústico para la ampliación de centro almacenamiento de forrajes en las parcelas 15, 17, 18 y 21 del polígono 3, en el término municipal de Santervás de Campos, promovida por COFOCYL.


Esta autorización no exime de la obligatoriedad de obtener las preceptivas licencias ambiental y urbanística con carácter previo a la ejecución del proyecto, ni prejuzga el contenido de los correspondientes acuerdos municipales.


Según los catálogos actuales, que son documentos incompletos por la propia naturaleza de la evidencia arqueológica y dado que no se ha explorado la totalidad del territorio con metodología científica, no se aprecian interferencias con suelos con protección cultural. Siempre que hay movimientos de tierras existe una probabilidad real y objetiva de afectar al Patrimonio Arqueológico, por lo que con el fin de proteger el patrimonio cultural, deberá tenerse en cuenta el artículo 60 de la Ley 12/2002, de Patrimonio Cultural de Castilla y León, que señala que si en el transcurso de las obras aparecieran restos históricos, arqueológicos o paleontológicos, deberá ponerse tal circunstancia en conocimiento de la Delegación Territorial de la Junta de Castilla y León de Valladolid, a fin de dictar las normas de actuación que procedan.


Asimismo, deberán conseguirse los restantes permisos, autorizaciones y cautelas exigidos por la legislación vigente para este tipo de instalaciones.
A.2.5.- BODEGA.- SAN ROMAN DE HORNIJA.- (EXPTE. CTU 7/18).-


Examinada la documentación administrativa y técnica que obra en el expediente de referencia, del que son:

ANTECEDENTES DE HECHO


PRIMERO.- Mediante escrito del Alcalde-Presidente, registrado en esta Administración en fecha 18 de enero de 2018, fue remitida la documentación relativa a este expediente, completada con la registrada el 27 de abril de 2018 tras el pertinente requerimiento, a los efectos de resolver sobre autorización de uso excepcional en suelo rústico en los términos de los artículos 23 de la Ley 5/1999, de 8 de abril, de Urbanismo de Castilla y León y 307.5.c) del Decreto 22/2004, de 29 de enero por el que se aprueba el Reglamento de Urbanismo de Castilla y León.


SEGUNDO.- Se ha dado cumplimiento al preceptivo trámite de información pública señalado en el artículo 307.3 del Reglamento de Urbanismo anteriormente citado, mediante la inserción de sendos anuncios en el Boletín Oficial de Castilla y León de 24 de octubre de 2017 y en el diario El Norte de Castilla de 26 de octubre de 2017, así como en el tablón de anuncios de la corporación desde el 24 de octubre hasta el 8 de noviembre de 2017 (ambos inclusive), durante el cual no se presentaron alegaciones, según certificado municipal de fecha 11 de enero de 2018.


TERCERO.- El promotor del expediente es BODEGAS ITURRIA, S.L.


CUARTO.- El Servicio Territorial de Fomento ha elaborado el correspondiente informe-propuesta, en cumplimiento de lo establecido en el artículo 5.3 del Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territoriales de Medio Ambiente y Urbanismo y del Consejo de Medio Ambiente, Urbanismo y Ordenación del Territorio de Castilla y León.

FUNDAMENTOS DE DERECHO


PRIMERO.- Por disposición del artículo 3.1.e) del Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territoriales de Medio Ambiente y Urbanismo y del Consejo de Medio Ambiente, Urbanismo y Ordenación del Territorio de Castilla y León, la Comisión resolverá sobre la autorización de usos excepcionales en suelo rústico.


SEGUNDO.- Se solicita autorización de uso excepcional para bodega, que se ubicará en la parcela 255 del polígono 5 de San Román de Hornija, con una superficie catastral de 5.422 m².


Se proyecta el cambio de uso de una edificación existente para albergar los equipos y maquinaria de producción y maduración de vinos y se amplia para almacén vinculado a la bodega.


La construcción existente tiene concedida licencia urbanística para nave con destino a almacén agrícola mediante Decreto de Alcaldía de fecha 19 de febrero de 2015, según certificado municipal de fecha 11 de enero de 2018, y cuenta con una superficie de 265 m² útiles y 320 m² construidos. El cambio de uso de nave almacén existente a bodega no conlleva ningún tipo de obra civil.


La ampliación proyectada consiste en la construcción de una nave adosada a la existente y destinada a almacén vinculado a la bodega con una superficie de 172 m² útiles y 180 m² construidos. Lo que supone una superficie total de 437 m² útiles y 500 m² construidos.


TERCERO.- La parcela sobre la que se ubica la instalación se encuentra clasificada como SUELO NO URBANIZABLE COMÚN por las Normas Subsidiarias de Planeamiento Municipal de San Román de Hornija.


La parcela es colindante con la carretera VP-7703 y con la vía pecuaria “Colada del Camino ancho”, encontrándose las construcciones fuera de la zona de afección de ambas.


CUARTO.- De acuerdo con la Disposición Transitoria Tercera del RUCyL, ”En los Municipios en los que, al entrar en vigor este Decreto, el instrumento de planeamiento general aún no esté adaptado a la LUCyL, el régimen urbanístico aplicable hasta dicha adaptación será el establecido en la citada Ley y en el RUCy, con las siguientes particularidades: Apartado d) En suelo urbanizable no programado, en suelo apto para urbanizar sin sectores delimitados y en suelo no urbanizable común, genérico o con cualquier denominación que implique la inexistencia de protección especial, se aplicará el régimen del suelo rústico común”. 


QUINTO.- De conformidad con el apartado G.4.2.2.1 de las NNSS en Suelo No Urbanizable Común, es un uso permitido: “3. Industria, talleres y Almacenes de apoyo al Desarrollo Rural.”

SEXTO.- El presente uso se podría autorizar según el artículo 59.b) del RUCyL, al ser un uso recogido en el articulo 57.g)3º de la misma norma: “g) Otros usos, sean dotacionales, comerciales, industriales, de almacenamiento, vinculados al ocio o de cualquier otro tipo, que puedan considerarse de interés público: 3º Por estar vinculados a la producción agropecuaria.”

SÉPTIMO.- Se regulan en el apartado G.4.3 de las NNSS las siguientes condiciones específicas de edificación en Suelo No Urbanizable:

· Retranqueos a linderos: todos los edificios deberán separarse de todos los linderos de su parcela una distancia igual, como mínimo a la altura de cumbrera.

· Altura y volumen máximos, para el uso “3. Industria, talleres y Almacenes de apoyo al Desarrollo Rural”:

· Número de plantas: 1

· Altura Máxima Alero: 5 metros.

· Altura Máxima Cumbrera: 9 metros.

· Volumen Máxima: 0,40 m³/m²

· Cubiertas. No superarán el 50% de inclinación.

· La instalación de depósitos, silos o maquinaria especial, podrán superar las condiciones máximas de altura, siempre que los solicitantes lo justifiquen debidamente y lo aprueben en cada caso los Servicios Técnicos competentes, por estimar que no afectan negativamente a panorámicas de interés ambiental.


La bodega proyectada cumple con todos los parámetros urbanísticos, tal y como indica el informe técnico municipal.


OCTAVO.- Consta en el expediente Informe de la Unidad de Ordenación y Mejora del S.T. de Medio Ambiente de Valladolid, de fecha 13 de abril de 2018, el cual comprueba que el proyecto no presenta coincidencia geográfica con elementos del Medio Natural, que es colindante con la vía pecuaria “Colada del camino ancho”, no afectando la nave proyectada al tránsito del ganado y la fauna, y que no se prevé la existencia de afecciones indirectas, ya sea individualmente o en combinación con otros, que pudieran causar perjuicio a la integridad de cualquier lugar incluido en la Red Natura 2000. Igualmente no existen afecciones sobre otros aspectos ambientales propios de las competencias de este Servicio.


NOVENO.- Consta en el expediente informe sobre la viabilidad del acceso desde la carretera VP-7003 de la Diputación de Valladolid, de fecha 2 de abril de 2018, que indica que “un nuevo acceso sería inviable. No obstante, examinadas las características del acceso actual, se le informa de que si podría sin embargo autroizarse la ampliación del acceso existente en 4 metros, mediante la instalación de sendos «picos de flauta» en la ampliación de los tubos del acceso.”

DÉCIMO.- La Comisión considera acreditado el interés público de la instalación, en cumplimiento del artículo 308.1 del RUCyL, con la justificación recogida en el proyecto técnico aportado, que viene determinada en base a “se trata de una actividad agroalimentaria vinculada a una explotación agraria del sector primario, que donde menos problemas higiénico-sanitarios y medioambientales origina y mayor aceptación social es en suelo rústico, puesto que además las prescripciones de las actividades accesorias y requerimientos tales como acopio de materias primas del proceso y salida del producto elaborado, es donde mejor estaría enclavada.”

UNDÉCIMO.- El promotor resuelve la dotación de servicios, de conformidad con el artículo 308.1.b) del RUCyL, que según la documentación presentada: 

· Acceso: Se mantiene el acceso actual de la parcela, que se realiza desde la carretera VP-7713.

· Abastecimiento de agua y Saneamiento: mediante conexión con la red municipal a pie de parcela.

· Suministro de energía eléctrica: a través de acometida a la red de distribución de energía eléctrica.


DUODÉCIMO.- El promotor, tal y como determina el artículo 308. 1 c) del RUCyL, se compromete a vincular el terreno al uso autorizado, y que a tal efecto se hará constar en el registro de la propiedad su condicion de indivisible y las limitaciones impuestas por la autorización.


DECIMOTERCERO.- La Comisión debe resolver de forma motivada sobre la autorización de uso excepcional, otorgándola simplemente o con condiciones, o bien denegándola  (art. 307 del RUCyL). Asimismo para autorizar usos excepcionales debe comprobar el cumplimiento de las condiciones establecidas en el art. 308 del RUCyL.


VISTA la Ley 5/1999, de 8 de abril, de Urbanismo de Castilla y León, el Reglamento de Urbanismo de Castilla y León, aprobado mediante Decreto 22/2004, de 29 de enero, el Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territoriales de Medio Ambiente y Urbanismo y del Consejo de Medio Ambiente, Urbanismo y Ordenación del Territorio de Castilla y León, las Normas Subsidiarias de Planeamiento Municipal de San Román de Hornija, y demás disposiciones de aplicación.


Por lo expuesto y en su virtud,


LA COMISION TERRITORIAL DE MEDIO AMBIENTE Y URBANISMO, acuerda, por unanimidad, y de conformidad con la propuesta formulada por el Servicio Territorial de Fomento, OTORGAR LA AUTORIZACION de uso excepcional en suelo rústico para bodega  en la parcela 255 del polígono 5, en el término municipal de San Román de Hornija, promovida por BODEGAS ITURRIA, S.L.

Esta autorización no exime de la obligatoriedad de obtener las preceptivas licencias ambiental y urbanística con carácter previo a la ejecución del proyecto, ni prejuzga el contenido de los correspondientes acuerdos municipales.


Según los catálogos actuales, que son documentos incompletos por la propia naturaleza de la evidencia arqueológica y dado que no se ha explorado la totalidad del territorio con metodología científica, no se aprecian interferencias con suelos con protección cultural. Siempre que hay movimientos de tierras existe una probabilidad real y objetiva de afectar al Patrimonio Arqueológico, por lo que con el fin de proteger el patrimonio cultural, deberá tenerse en cuenta el artículo 60 de la Ley 12/2002, de Patrimonio Cultural de Castilla y León, que señala que si en el transcurso de las obras aparecieran restos históricos, arqueológicos o paleontológicos, deberá ponerse tal circunstancia en conocimiento de la Delegación Territorial de la Junta de Castilla y León de Valladolid, a fin de dictar las normas de actuación que procedan.


Asimismo, deberán conseguirse los restantes permisos, autorizaciones y cautelas exigidos por la legislación vigente para este tipo de instalaciones.
A.2.6.- ESPACIO ENOTURISMO Y HOTEL.- PESQUERA DE DUERO.- (EXPTE. CTU 18/18).-


Examinada la documentación administrativa y técnica que obra en el expediente de referencia, del que son:

ANTECEDENTES DE HECHO


PRIMERO.- Mediante escrito del Alcalde-Presidente, registrado en esta Administración en fecha 28 de febrero de 2018, fue remitida la documentación relativa a este expediente, completada con la registrada el 15 de mayo de 2018 tras el pertinente requerimiento, a los efectos de resolver sobre autorización de uso excepcional en suelo rústico en los términos de los artículos 23 de la Ley 5/1999, de 8 de abril, de Urbanismo de Castilla y León y 307.5.c) del Decreto 22/2004, de 29 de enero por el que se aprueba el Reglamento de Urbanismo de Castilla y León.


SEGUNDO.- Se ha dado cumplimiento al preceptivo trámite de información pública señalado en el artículo 307.3 del Reglamento de Urbanismo anteriormente citado, mediante la inserción de sendos anuncios en el Boletín Oficial de Castilla y León de 29 de noviembre de 2017 y en el periódico Diario de Valladolid de 28 de noviembre de 2017, así como en el tablón de edictos de la corporación desde el 22 de noviembre de2017 hasta el 19 de enero de 2018, durante el cual no se presentaron alegaciones, según certificado municipal de fecha 16 de febrero de 2018.


TERCERO.- El promotor del expediente es DISTRIBUCIONES PESQUERA LUBIANO S.L.

CUARTO.- El Servicio Territorial de Fomento ha elaborado el correspondiente informe-propuesta, en cumplimiento de lo establecido en el artículo 5.3 del Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territoriales de Medio Ambiente y Urbanismo y del Consejo de Medio Ambiente, Urbanismo y Ordenación del Territorio de Castilla y León.

FUNDAMENTOS DE DERECHO


PRIMERO.- Por disposición del artículo 3.1.e) del Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territoriales de Medio Ambiente y Urbanismo y del consejo de Medio Ambiente, Urbanismo y Ordenación del Territorio de Castilla y León, la Comisión resolverá sobre la autorización de usos excepcionales en suelo rústico.


SEGUNDO.- Se solicita autorización de uso excepcional para Complejo Enoturístico, que se ubicará en la parcela 67 del polígono 9 de Pesquera de Duero, con una superficie catastral de 21.470 m², aunque se ha aportado licencia de agrupación de las parcelas 66 y 67 del polígono 9, siendo la superficie total de la agrupación 40.288 m².


Se proyecta un edificio de 2 plantas, adosado y conectado con la bodega existente, con identicas características. En la planta baja se situará el espacio más público con el vestíbulo de entrada y recepción, la tienda de vinos, el winebar con la sala de catas y la ludoteca y las oficinas. En la planta primera se ubicará el foyer del winebar, una sala polivantente y la zona destinada a hotel con 10 habitaciónes y una sala social de estar. La superficie útil será de 2.280,82 m² y la superficie construida de 2.653,75 m².


TERCERO.- El complejo quedará vinculado y anexado a la bodega que se ubica en las parcelas 66 y 67 y que se autorizó por la Comisión Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo con fecha 25 de octubre de 2017, condicionado a la agrupación de las parcelas.


Se concedió licencia urbanística y ambiental mediante Resolución del Alcalde de fecha 24 de noviembre de 2017, según certificado municipal de 11 de mayo de 2018. 


La bodega autorizada cuenta con una superficie útil de 1.375,35 m² y una superficie construida de 1.502,57 m². Por lo que el conjunto de bodega y complejo enoturístico tendrá una superficie total de 3.656,17 m² útiles y 4.156,32 m² construidos.


CUARTO.- La parcela sobre la que se ubica la instalación se encuentra clasificada como SUELO RÚSTICO COMÚN Y SUELO RÚSTICO DE PROTECCIÓN DE INFRAESTRUCTURAS por las Normas Urbanísticas Municipales, estando las construcciones ubicadas en SUELO RÚSTICO COMÚN.


La parcela es colindante con la carretera VP-3001 y con la colada “Canadilla del Olmo”, ubicándose las construcciones fuera del área de afección de las mismas. Parte de las parcelas se encuentran dentro de la zona de policía del canal de Riaza.


QUINTO.- Según se establece en el artículo 5.3.3 de las citadas Normas, en Suelo Rústico Común es uso autorizable: “Otros usos, sean dotacionales, comerciales, industriales, de almacenamiento, vinculados al ocio de cualquier otro tipo, que puedan considerarse de interés público: b) Porque se aprecie la necesidad de su emplazamiento en suelo rústico, ya sea a causa de sus específicos requerimientos en materia de ubicación, superficie, accesos, ventilación u otras circunstancias especiales, o por su incompatibilidad con los usos urbanos.”


SEXTO.- El presente uso se podría autorizar según el artículo 59.b) del RUCyL, al encontrarse dentro de los usos del artículo 57.g) de la misma norma: “g) Otros usos, sean dotacionales, comerciales, industriales, de almacenamiento, vinculados al ocio o de cualquier otro tipo, que puedan considerarse de interés público: 3º. Por estar vinculados a la producción agropecuaria.”

SÉPTIMO.- Se regulan en el artículo 5.3.3 de las NUM las condiciones de edificación en Suelo Rústico Común, en función del uso al que se vinculen, que para el uso del apartado “C) Edificaciones e instalaciones de interés público” son: 

· Parcela mínima: la catastral o 2.500 m².

· Edificabilidad: 0,35 m²/m².

· Altura máxima: 2 plantas y 7,50 m a cornisa.

· Retranqueo mínimo a linderos: 5,00 m.


El complejo enoturístico proyectado cumple con todos los parámetros urbanísticos, dado que se ha aportado la licencia de agrupación de las parcelas para el cumplimiento del parámetro de retranqueo.


OCTAVO.- La Diputación de Valladolid, titular de la carretera provincial VP-3001, emite informe de fecha 25 de mayo de 2017, indicando que sería autorizable un acceso único para ambas parcelas.


NOVENO.- Consta en el expediente Informe de la Unidad de Ordenación y Mejora del S.T. de Medio Ambiente de Valladolid de fecha 25 de marzo de 2018, el cual concluye que el proyecto no presenta coincidencia geográfica con elementos del Medio Natural, pero si presenta colindancia con la Colada denominada Canadilla del olmo o Resalso y que las actuaciones previstas no tendrán efectos negativos apreciables sobre los elementos del Medio Natural, siempre y cuando se cumplan las siguientes condiciones:

“1.
En todo momento se tendrá especial cuidado en no alterar la continuidad del trazado y del posible tránsito ganadero de la vía pecuaria «Colada denominada Canadilla del Olmo o Resalso». Si en algún momento, por el desarrollo del objeto del expediente se pudiera afectar a los terrenos de esta vía pecuaria será necesario la previa obtención de autorización con el fin de que no se vean comprometidos ni el principal uso pecuario, ni los usos compatibles y complementarios previstos en la Ley 3/1995, de 23 de marzo de Vías Pecuarias.

2.
En todo momento se efectuará una gestión de los restos, residuos y basuras que conlleve su traslado a vertederos autorizados, eliminado los riesgos de contaminación de suelos y de las aguas tanto superficiales como subterráneas, así como su depósito en los terrenos próximos de forma intencionada o por traslado imprevisto debido al viento o a otros elementos.”


DÉCIMO.- Consta el informe favorable de la Confederación Hidrográfica del Duero de fecha 8 de enero de 2018, con respecto a la afección al dominio público hidráulico y a la disponibilidad de recursos hidricos.


UNDÉCIMO.- El proyecto justifica la necesidad de implantación en suelo rústico de la instalación basado en que “se prevé la ejecución de una bodega de elaboración de vino junto con un hotel de carácter enoturístico, es decir un complejo de unas dimensiones totales de casi 3.000 m² en planta, por lo que se necesitan unas dimensiones de parcela difíciles de encontrar en casco urbano”.

También se justifica el interés público, en cumplimiento del artículo 308.1 del RUCyL, ya que la instalación supone:

· mayor interés turístico para la zona, además de un refuerzo para una de nuestras mejores denominaciones no sólo a nivel nacional, sino internacional.

· un incremento del empleo en la zona, dedicada practicamente en su totalidad al sector agrario y mayoritariamente al sector vitivinícola.

· un incremento de la competencia tanto para cultivadores como para elaboradores de vino, quedando la produccción asegurada al aumentar la industria de la elaboración.


DUODÉCIMO.- El promotor resuelve la dotación de servicios, de conformidad con el artículo 308.1.b) del RUCyL,  que son los mismos que los de la bodega autorizada:

· Acceso:  Se realiza desde la carretera VP-3001.

· Abastecimiento de agua: mediante la conexión a la red municipal a unos 600 m de distancia.

· Saneamiento: mediante depósito específico de aguas sucias, que será recogido por empresa autorizada de gestión de residuos.

· Suministro de energía eléctrica: a través de la compañía suministradora, con proyecto específico, y conexión a 400 m de distancia.


En la documentación aportada se indican que los servicios no perjudican la capacidad y funcionalidad de los servicio e infraestructuras existentes.


DECIMOTERCERO.- El promotor, tal y como determina el artículo 308.1.c) del RUCyL, se compromete a vincular el terreno al uso autorizado, y que a tal efecto se hará constar en el registro de la propiedad su condicion de indivisible y las limitaciones impuestas por la autorización.


DECIMOCUARTO.- La Comisión debe resolver de forma motivada sobre la autorización de uso excepcional, otorgándola simplemente o con condiciones, o bien denegándola (art. 307 del RUCyL). Asimismo para autorizar usos excepcionales debe comprobar el cumplimiento de las condiciones establecidas en el art. 308 del RUCyL.


VISTA la Ley 5/1999, de 8 de abril, de Urbanismo de Castilla y León, el Reglamento de Urbanismo de Castilla y León, aprobado mediante Decreto 22/2004, de 29 de enero, el Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territoriales de Medio Ambiente y Urbanismo y del Consejo de Medio Ambiente, Urbanismo y Ordenación del Territorio de Castilla y León, las Normas Urbanísticas Municipales de Pesquera de Duero, y demás disposiciones de aplicación.


Por lo expuesto y en su virtud,


LA COMISION TERRITORIAL DE MEDIO AMBIENTE Y URBANISMO, acuerda, por unanimidad, y de conformidad con la propuesta formulada por el Servicio Territorial de Fomento, OTORGAR LA AUTORIZACION de uso excepcional en suelo rústico para complejo enoturístico y hotel en la parcela 67 del polígono 9, en el término municipal de Pesquera de Duero, promovida por DISTRIBUCIONES PESQUERA LUBIANO S.L.

Esta autorización no exime de la obligatoriedad de obtener las preceptivas licencias ambiental y urbanística con carácter previo a la ejecución del proyecto, ni prejuzga el contenido de los correspondientes acuerdos municipales.


Según los catálogos actuales, que son documentos incompletos por la propia naturaleza de la evidencia arqueológica y dado que no se ha explorado la totalidad del territorio con metodología científica, no se aprecian interferencias con suelos con protección cultural. Siempre que hay movimientos de tierras existe una probabilidad real y objetiva de afectar al Patrimonio Arqueológico, por lo que con el fin de proteger el patrimonio cultural, deberá tenerse en cuenta el artículo 60 de la Ley 12/2002, de Patrimonio Cultural de Castilla y León, que señala que si en el transcurso de las obras aparecieran restos históricos, arqueológicos o paleontológicos, deberá ponerse tal circunstancia en conocimiento de la Delegación Territorial de la Junta de Castilla y León de Valladolid, a fin de dictar las normas de actuación que procedan.


Asimismo, deberán conseguirse los restantes permisos, autorizaciones y cautelas exigidos por la legislación vigente para este tipo de instalaciones.


En este último asunto, habiéndose detectado errores en los metros de superficie útil y construida se procede a su inmediata corrección que figura ya en el Acuerdo.
3.- Declaraciones de caducidad y desistimiento
A.3.1.- DECLARACIÓN CADUCIDAD PLAN PARCIAL SECTOR 2 DE LAS NORMAS URBANÍSTICAS MUNICIPALES.- LA PEDRAJA DE PORTILLO.- (EXPTE. CTU 7/14).


Examinada la documentación administrativa y técnica que obra en el expediente de referencia, del que son:

ANTECEDENTES DE HECHO


PRIMERO.– El pasado 26 de marzo de 2014, la alcaldesa de LA PEDRAJA DE PORTILLO solicitó al Servicio Territorial de Fomento de Valladolid, en cumplimiento de las previsiones establecidas en el artículo 52.4 de la Ley 5/1999, de 5 de abril, de Urbanismo de Castilla y León, informe previo acerca del Plan Parcial SECTOR 2 de las Normas Urbanísticas Municipales.


SEGUNDO.– Mediante escrito del Servicio Territorial de Fomento de fecha 15 de octubre de 2014, fue remitido informe, dentro del trámite previsto en el artículo 153.1 b) del Decreto 22/2004, de 29 de enero, por el que se aprueba el Reglamento de Urbanismo de Castilla y León, en relación con el Plan Parcial SECTOR 2 de las Normas Urbanísticas Municipales de LA PEDRAJA DE PORTILLO, señalando una serie de prescripciones.


TERCERO.- Habiendo transcurrido en exceso el tiempo para la continuación del procedimiento urbanístico de aprobación de la Modificación Puntual de las Normas Urbanísticas Municipales, el Servicio Territorial de Fomento efectuó el 12 de febrero de 2018, consulta al Ayuntamiento de LA PEDRAJA DE PORTILLO para dilucidar la intención del citado municipio bien para continuar con el procedimiento iniciado de aprobación del Plan Parcial SECTOR 2 de las Normas Urbanísticas Municipales, bien para desistir del mismo por no estar interesado en su continuidad, advirtiéndole de la posibilidad de caducidad del procedimiento.


CUARTO.- Sin haber tenido noticias por parte del Consistorio acerca de la continuidad o no del citado procedimiento, se procede a declarar la caducidad y archivo del mismo.


QUINTO.- El Servicio Territorial de Fomento elaboró el correspondiente informe, en cumplimiento de lo establecido en el artículo 5.3 del Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo y del Consejo de Medio Ambiente, Urbanismo y Ordenación del Territorio de Castilla y León.

FUNDAMENTOS DE DERECHO


PRIMERO.- A la vista del expediente, y del requerimiento efectuado sin que el interesado haya realizado las actuaciones necesarias para reanudar la tramitación, es de aplicación el artículo 95 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del  Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, que establece que: 


“1. En los procedimientos iniciados a solicitud del interesado, cuando se produzca su paralización por causa imputable al mismo, la Administración le advertirá que, transcurridos tres meses, se producirá la caducidad del mismo. Consumido este plazo sin que el particular requerido realice las actividades necesarias para reanudar la tramitación, la Administración acordará el archivo de las actuaciones, notificándoselo al interesado. Contra la resolución que declare la caducidad procederán los recursos pertinentes.


2. No podrá acordarse la caducidad por la simple inactividad del interesado en la cumplimentación de trámites, siempre que no sean indispensables para dictar resolución. Dicha inactividad no tendrá otro efecto que la pérdida de su derecho al referido trámite.


3. La caducidad no producirá por sí sola la prescripción de las acciones del particular o de la Administración, pero los procedimientos caducados no interrumpirán el plazo de prescripción.


4. Podrá no ser aplicable la caducidad en el supuesto de que la cuestión suscitada afecte al interés general, o fuera conveniente sustanciarla para su definición y esclarecimiento.”

SEGUNDO.- Considerando, por tanto, que las Administraciones Públicas pueden acordar el archivo de las actuaciones en los procedimientos iniciados a solicitud de interesado siempre que se produzca una paralización imputable al mismo,  con la advertencia previa de que, transcurridos tres meses, se procederá a su caducidad, y habiendo transcurrido en exceso el plazo concedido sin que el requerido haya realizado las actividades necesarias para reanudar la tramitación, se procede a declarar la caducidad del procedimiento administrativo.


VISTA la Ley 5/1999, de 8 de abril, de Urbanismo de Castilla y León, el Reglamento de Urbanismo de Castilla y León, aprobado mediante Decreto 22/2004, de 29 de enero, la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común, el Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territoriales de Medio Ambiente y Urbanismo y del Consejo de Medio Ambiente, Urbanismo y Ordenación del Territorio de Castilla y León y demás disposiciones de aplicación.


Por lo expuesto y en su virtud,


LA COMISION TERRITORIAL DE MEDIO AMBIENTE Y URBANISMO acuerda, por unanimidad y de conformidad con la propuesta formulada por el Servicio Territorial de Fomento, DECLARAR LA CADUCIDAD Y EL ARCHIVO DE LAS ACTUACIONES en el expediente del Plan Parcial SECTOR 2 de las NUM de LA PEDRAJA DE PORTILLO.

A.3.2.- DECLARACIÓN CADUCIDAD MODIFICACIÓN NORMAS URBANÍSTICAS MUNICIPALES SECTOR INDUSTRIAL 11.- VALORIA LA BUENA.- (EXPTE. CTU 227/08).


Examinada la documentación administrativa y técnica que obra en el expediente de referencia, del que son:

ANTECEDENTES DE HECHO


PRIMERO.– El pasado 15 de julio de 2008, el alcalde de VALORIA LA BUENA solicitó al Servicio Territorial de Fomento de Valladolid, en cumplimiento de las previsiones establecidas en el artículo 52.4 de la Ley 5/1999, de 5 de abril, de Urbanismo de Castilla y León, informe previo de la Modificación de las Normas Urbanísticas Municipales, SECTOR INDUSTRIAL 11. 


SEGUNDO.– Mediante escrito del Servicio Territorial de Fomento de fecha 18 de marzo de 2009, fue remitido informe, dentro del trámite previsto en el artículo 153.1 b) del Decreto 22/2004, de 29 de enero, por el que se aprueba el Reglamento de Urbanismo de Castilla y León, en relación con la Modificación de las Normas Urbanísticas Municipales SECTOR INDUSTRIAL 11, de VALORIA LA BUENA, señalando una serie de prescripciones.


TERCERO.- Habiendo transcurrido en exceso el tiempo para la continuación del procedimiento urbanístico de aprobación de la Modificación de las Normas Urbanísticas Municipales, el Servicio Territorial de Fomento efectuó el 7 de marzo de 2017, consulta al Ayuntamiento de VALORIA LA BUENA para dilucidar la intención del citado municipio bien para continuar con el procedimiento iniciado de aprobación de la Modificación de las Normas Urbanísticas Municipales, bien para desistir del mismo por no estar interesado en su continuidad, advirtiéndole de la posibilidad de caducidad del procedimiento.


CUARTO.- Sin haber tenido noticias por parte del Consistorio acerca de la continuidad o no del citado procedimiento, se procede a declarar la caducidad y archivo del mismo.


QUINTO.- El Servicio Territorial de Fomento elaboró el correspondiente informe, en cumplimiento de lo establecido en el artículo 5.3 del Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo y del Consejo de Medio Ambiente, Urbanismo y Ordenación del Territorio de Castilla y León.

FUNDAMENTOS DE DERECHO


PRIMERO.- A la vista del expediente, y del requerimiento efectuado sin que el interesado haya realizado las actuaciones necesarias para reanudar la tramitación, es de aplicación el artículo 95 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del  Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, que establece que: 


“1. En los procedimientos iniciados a solicitud del interesado, cuando se produzca su paralización por causa imputable al mismo, la Administración le advertirá que, transcurridos tres meses, se producirá la caducidad del mismo. Consumido este plazo sin que el particular requerido realice las actividades necesarias para reanudar la tramitación, la Administración acordará el archivo de las actuaciones, notificándoselo al interesado. Contra la resolución que declare la caducidad procederán los recursos pertinentes.


2. No podrá acordarse la caducidad por la simple inactividad del interesado en la cumplimentación de trámites, siempre que no sean indispensables para dictar resolución. Dicha inactividad no tendrá otro efecto que la pérdida de su derecho al referido trámite.


3. La caducidad no producirá por sí sola la prescripción de las acciones del particular o de la Administración, pero los procedimientos caducados no interrumpirán el plazo de prescripción.


4. Podrá no ser aplicable la caducidad en el supuesto de que la cuestión suscitada afecte al interés general, o fuera conveniente sustanciarla para su definición y esclarecimiento.”

SEGUNDO.- Considerando, por tanto, que las Administraciones Públicas pueden acordar el archivo de las actuaciones en los procedimientos iniciados a solicitud de interesado siempre que se produzca una paralización imputable al mismo,  con la advertencia previa de que, transcurridos tres meses, se procederá a su caducidad, y habiendo transcurrido en exceso el plazo concedido sin que el requerido haya realizado las actividades necesarias para reanudar la tramitación, se procede a declarar la caducidad del procedimiento administrativo.


VISTA la Ley 5/1999, de 8 de abril, de Urbanismo de Castilla y León, el Reglamento de Urbanismo de Castilla y León, aprobado mediante Decreto 22/2004, de 29 de enero, la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común, el Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territoriales de Medio Ambiente y Urbanismo y del Consejo de Medio Ambiente, Urbanismo y Ordenación del Territorio de Castilla y León y demás disposiciones de aplicación.


Por lo expuesto y en su virtud,


LA COMISION TERRITORIAL DE MEDIO AMBIENTE Y URBANISMO acuerda, por unanimidad y de conformidad con la propuesta formulada por el Servicio Territorial de Fomento, DECLARAR LA CADUCIDAD Y EL ARCHIVO DE LAS ACTUACIONES en el expediente de la modificación puntual de las Normas Urbanísticas Municipales en el Sector Urbanizable Industrial 11 del municipio de Valoria la Buena, dentro del trámite previsto en el artículo 161 del Decreto 22/2004, de 29 de enero, por el que se aprueba el Reglamento de Urbanismo de Castilla y León.

A.3.3.- DECLARACIÓN CADUCIDAD MODIFICACIÓN NORMAS URBANÍSTICAS MUNICIPALES SUNC-1.- VILLARMENTERO DE ESGUEVA.- (EXPTE. CTU 100/13).


Examinada la documentación administrativa y técnica que obra en el expediente de referencia, del que son:

ANTECEDENTES DE HECHO


PRIMERO.– El pasado 20 de septiembre de 2013, el alcalde de VILLARMENTERO DE ESGUEVA solicitó al Servicio Territorial de Fomento de Valladolid, en cumplimiento de las previsiones establecidas en el artículo 52.4 de la Ley 5/1999, de 5 de abril, de Urbanismo de Castilla y León, informe previo de la Modificación de las Normas Urbanísticas Municipales, SUNC-1. 


SEGUNDO.– Mediante escrito del Servicio Territorial de Fomento de fecha 19 de febrero de 2014, fue remitido informe, dentro del trámite previsto en el artículo 153.1 b) del Decreto 22/2004, de 29 de enero, por el que se aprueba el Reglamento de Urbanismo de Castilla y León, en relación con la Modificación de las Normas Urbanísticas Municipales SUNC-1, de VILLARMENTERO DE ESGUEVA, señalando una serie de prescripciones.


TERCERO.- Habiendo transcurrido en exceso el tiempo para la continuación del procedimiento urbanístico de aprobación de la Modificación de las Normas Urbanísticas Municipales, el Servicio Territorial de Fomento efectuó el 12 de febrero de 2018, consulta al Ayuntamiento de VILLARMENTERO DE ESGUEVA para dilucidar la intención del citado municipio bien para continuar con el procedimiento iniciado de aprobación de la Modificación de las Normas Urbanísticas Municipales, bien para desistir del mismo por no estar interesado en su continuidad, advirtiéndole de la posibilidad de caducidad del procedimiento.


CUARTO.- Sin haber tenido noticias por parte del Consistorio acerca de la continuidad o no del citado procedimiento, se procede a declarar la caducidad y archivo del mismo.


QUINTO.- El Servicio Territorial de Fomento elaboró el correspondiente informe, en cumplimiento de lo establecido en el artículo 5.3 del Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo y del Consejo de Medio Ambiente, Urbanismo y Ordenación del Territorio de Castilla y León.

FUNDAMENTOS DE DERECHO


PRIMERO.- A la vista del expediente, y del requerimiento efectuado sin que el interesado haya realizado las actuaciones necesarias para reanudar la tramitación, es de aplicación el artículo 95 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del  Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, que establece que: 


“1. En los procedimientos iniciados a solicitud del interesado, cuando se produzca su paralización por causa imputable al mismo, la Administración le advertirá que, transcurridos tres meses, se producirá la caducidad del mismo. Consumido este plazo sin que el particular requerido realice las actividades necesarias para reanudar la tramitación, la Administración acordará el archivo de las actuaciones, notificándoselo al interesado. Contra la resolución que declare la caducidad procederán los recursos pertinentes.


2. No podrá acordarse la caducidad por la simple inactividad del interesado en la cumplimentación de trámites, siempre que no sean indispensables para dictar resolución. Dicha inactividad no tendrá otro efecto que la pérdida de su derecho al referido trámite.


3. La caducidad no producirá por sí sola la prescripción de las acciones del particular o de la Administración, pero los procedimientos caducados no interrumpirán el plazo de prescripción.


4. Podrá no ser aplicable la caducidad en el supuesto de que la cuestión suscitada afecte al interés general, o fuera conveniente sustanciarla para su definición y esclarecimiento.”

SEGUNDO.- Considerando, por tanto, que las Administraciones Públicas pueden acordar el archivo de las actuaciones en los procedimientos iniciados a solicitud de interesado siempre que se produzca una paralización imputable al mismo,  con la advertencia previa de que, transcurridos tres meses, se procederá a su caducidad, y habiendo transcurrido en exceso el plazo concedido sin que el requerido haya realizado las actividades necesarias para reanudar la tramitación, se procede a declarar la caducidad del procedimiento administrativo.


VISTA la Ley 5/1999, de 8 de abril, de Urbanismo de Castilla y León, el Reglamento de Urbanismo de Castilla y León, aprobado mediante Decreto 22/2004, de 29 de enero, la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común, el Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territoriales de Medio Ambiente y Urbanismo y del Consejo de Medio Ambiente, Urbanismo y Ordenación del Territorio de Castilla Y León y demás disposiciones de aplicación.


Por lo expuesto y en su virtud,


LA COMISION TERRITORIAL DE MEDIO AMBIENTE Y URBANISMO acuerda, por unanimidad y de conformidad con la propuesta formulada por el Servicio Territorial de Fomento, DECLARAR LA CADUCIDAD Y EL ARCHIVO DE LAS ACTUACIONES en el expediente de la modificación puntual de las Normas Urbanísticas Municipales en el SUNC-1 del municipio de Villarmentero de Esgueva, dentro del trámite previsto en el artículo 161 del Decreto 22/2004, de 29 de enero, por el que se aprueba el Reglamento de Urbanismo de Castilla y León.

A.3.4.- DECLARACIÓN CADUCIDAD MODIFICACIÓN PUNTUAL NORMAS URBANÍSTICAS MUNICIPALES SECTOR 1.- VALBUENA DE DUERO.- (EXPTE. CTU 034/14).


Examinada la documentación administrativa y técnica que obra en el expediente de referencia, del que son:

ANTECEDENTES DE HECHO


PRIMERO.– El pasado 8 de abril de 2014, el alcalde de VALBUENA DE DUERO solicitó al Servicio Territorial de Fomento de Valladolid, en cumplimiento de las previsiones establecidas en el artículo 52.4 de la Ley 5/1999, de 5 de abril, de Urbanismo de Castilla y León, informe previo de la Modificación Puntual de las Normas Urbanísticas Municipales, SUNC-1.


SEGUNDO.– Mediante escrito del Servicio Territorial de Fomento de fecha 4 de septiembre de 2014, fue remitido informe, dentro del trámite previsto en el artículo 153.1 b) del Decreto 22/2004, de 29 de enero, por el que se aprueba el Reglamento de Urbanismo de Castilla y León, en relación con la Modificación Puntual de las Normas Urbanísticas Municipales SUNC-1, de VALBUENA DE DUERO, señalando una serie de prescripciones.


TERCERO.- Habiendo transcurrido en exceso el tiempo para la continuación del procedimiento urbanístico de aprobación de la Modificación Puntual de las Normas Urbanísticas Municipales, el Servicio Territorial de Fomento efectuó el 14 de febrero de 2018, consulta al Ayuntamiento de VALBUENA DE DUERO para dilucidar la intención del citado municipio bien para continuar con el procedimiento iniciado de aprobación de la Modificación Puntual de las Normas Urbanísticas Municipales, bien para desistir del mismo por no estar interesado en su continuidad, advirtiéndole de la posibilidad de caducidad del procedimiento.


CUARTO.- Sin haber tenido noticias por parte del Consistorio acerca de la continuidad o no del citado procedimiento, se procede a declarar la caducidad y archivo del mismo.


QUINTO.- El Servicio Territorial de Fomento elaboró el correspondiente informe, en cumplimiento de lo establecido en el artículo 5.3 del Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo y del Consejo de Medio Ambiente, Urbanismo y Ordenación del Territorio de Castilla y León.

FUNDAMENTOS DE DERECHO


PRIMERO.- A la vista del expediente, y del requerimiento efectuado sin que el interesado haya realizado las actuaciones necesarias para reanudar la tramitación, es de aplicación el artículo 95 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del  Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, que establece que: 


“1. En los procedimientos iniciados a solicitud del interesado, cuando se produzca su paralización por causa imputable al mismo, la Administración le advertirá que, transcurridos tres meses, se producirá la caducidad del mismo. Consumido este plazo sin que el particular requerido realice las actividades necesarias para reanudar la tramitación, la Administración acordará el archivo de las actuaciones, notificándoselo al interesado. Contra la resolución que declare la caducidad procederán los recursos pertinentes.


2. No podrá acordarse la caducidad por la simple inactividad del interesado en la cumplimentación de trámites, siempre que no sean indispensables para dictar resolución. Dicha inactividad no tendrá otro efecto que la pérdida de su derecho al referido trámite.


3. La caducidad no producirá por sí sola la prescripción de las acciones del particular o de la Administración, pero los procedimientos caducados no interrumpirán el plazo de prescripción.


4. Podrá no ser aplicable la caducidad en el supuesto de que la cuestión suscitada afecte al interés general, o fuera conveniente sustanciarla para su definición y esclarecimiento.”

SEGUNDO.- Considerando, por tanto, que las Administraciones Públicas pueden acordar el archivo de las actuaciones en los procedimientos iniciados a solicitud de interesado siempre que se produzca una paralización imputable al mismo,  con la advertencia previa de que, transcurridos tres meses, se procederá a su caducidad, y habiendo transcurrido en exceso el plazo concedido sin que el requerido haya realizado las actividades necesarias para reanudar la tramitación, se procede a declarar la caducidad del procedimiento administrativo.


VISTA la Ley 5/1999, de 8 de abril, de Urbanismo de Castilla y León, el Reglamento de Urbanismo de Castilla y León, aprobado mediante Decreto 22/2004, de 29 de enero, la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común, el Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territoriales de Medio Ambiente y Urbanismo y del Consejo de Medio Ambiente, Urbanismo y Ordenación del Territorio de Castilla y León y demás disposiciones de aplicación.


Por lo expuesto y en su virtud,


LA COMISION TERRITORIAL DE MEDIO AMBIENTE Y URBANISMO acuerda, por unanimidad y de conformidad con la propuesta formulada por el Servicio Territorial de Fomento, su virtud, este Servicio PROPONE a la Comisión Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo, DECLARAR LA CADUCIDAD Y EL ARCHIVO DE LAS ACTUACIONES en el expediente de Modificación Puntual de las Normas Urbanísticas Municipales SECTOR 1 de VALBUENA DE DUERO, dentro del trámite previsto en el artículo 161 del Decreto 22/2004, de 29 de enero, por el que se aprueba el Reglamento de Urbanismo de Castilla y León.

A.3.5.- DECLARACIÓN CADUCIDAD MODIFICACIÓN Nº 2. PLAN PARCIAL SECTOR URBANIZABLE 1.- VALBUENA DE DUERO.- (EXPTE. CTU 033/14).


Examinada la documentación administrativa y técnica que obra en el expediente de referencia, del que son:

ANTECEDENTES DE HECHO


PRIMERO.– El pasado 8 de abril de 2014, el alcalde de VALBUENA DE DUERO solicitó al Servicio Territorial de Fomento de Valladolid, en cumplimiento de las previsiones establecidas en el artículo 52.4 de la Ley 5/1999, de 5 de abril, de Urbanismo de Castilla y León, informe previo de la Modificación Nº 2 Plan Parcial Sector Urbanizable 1.


SEGUNDO.– Mediante escrito del Servicio Territorial de Fomento de fecha 4 de septiembre de 2014, fue remitido informe, dentro del trámite previsto en el artículo 153.1 b) del Decreto 22/2004, de 29 de enero, por el que se aprueba el Reglamento de Urbanismo de Castilla y León, en relación con la Modificación Nº 2, Plan Parcial Sector Urbanizable 1, de VALBUENA DE DUERO, señalando una serie de prescripciones.


TERCERO.- Habiendo transcurrido en exceso el tiempo para la continuación del procedimiento urbanístico de aprobación de la Modificación Puntual de las Normas Urbanísticas Municipales, el Servicio Territorial de Fomento efectuó el 14 de febrero de 2018, consulta al Ayuntamiento de VALBUENA DE DUERO para dilucidar la intención del citado municipio bien para continuar con el procedimiento iniciado de aprobación de la Modificación Nº 2 del Plan Parcial Sector Urbanizable 1, bien para desistir del mismo por no estar interesado en su continuidad, advirtiéndole de la posibilidad de caducidad del procedimiento.


CUARTO.- Sin haber tenido noticias por parte del Consistorio acerca de la continuidad o no del citado procedimiento, se procede a declarar la caducidad y archivo del mismo.


QUINTO.- El Servicio Territorial de Fomento elaboró el correspondiente informe, en cumplimiento de lo establecido en el artículo 5.3 del Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo y del Consejo de Medio Ambiente, Urbanismo y Ordenación del Territorio de Castilla y León.

FUNDAMENTOS DE DERECHO


PRIMERO.- A la vista del expediente, y del requerimiento efectuado sin que el interesado haya realizado las actuaciones necesarias para reanudar la tramitación, es de aplicación el artículo 95 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del  Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, que establece que: 


“1. En los procedimientos iniciados a solicitud del interesado, cuando se produzca su paralización por causa imputable al mismo, la Administración le advertirá que, transcurridos tres meses, se producirá la caducidad del mismo. Consumido este plazo sin que el particular requerido realice las actividades necesarias para reanudar la tramitación, la Administración acordará el archivo de las actuaciones, notificándoselo al interesado. Contra la resolución que declare la caducidad procederán los recursos pertinentes.


2. No podrá acordarse la caducidad por la simple inactividad del interesado en la cumplimentación de trámites, siempre que no sean indispensables para dictar resolución. Dicha inactividad no tendrá otro efecto que la pérdida de su derecho al referido trámite.


3. La caducidad no producirá por sí sola la prescripción de las acciones del particular o de la Administración, pero los procedimientos caducados no interrumpirán el plazo de prescripción.


4. Podrá no ser aplicable la caducidad en el supuesto de que la cuestión suscitada afecte al interés general, o fuera conveniente sustanciarla para su definición y esclarecimiento.”

SEGUNDO.- Considerando, por tanto, que las Administraciones Públicas pueden acordar el archivo de las actuaciones en los procedimientos iniciados a solicitud de interesado siempre que se produzca una paralización imputable al mismo,  con la advertencia previa de que, transcurridos tres meses, se procederá a su caducidad, y habiendo transcurrido en exceso el plazo concedido sin que el requerido haya realizado las actividades necesarias para reanudar la tramitación, se procede a declarar la caducidad del procedimiento administrativo.


VISTA la Ley 5/1999, de 8 de abril, de Urbanismo de Castilla y León, el Reglamento de Urbanismo de Castilla y León, aprobado mediante Decreto 22/2004, de 29 de enero, la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común, el Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territoriales de Medio Ambiente y Urbanismo y del Consejo de Medio Ambiente, Urbanismo y Ordenación del Territorio de Castilla y León y demás disposiciones de aplicación.


Por lo expuesto y en su virtud,


LA COMISION TERRITORIAL DE MEDIO AMBIENTE Y URBANISMO acuerda, por unanimidad y de conformidad con la propuesta formulada por el Servicio Territorial de Fomento, su virtud, este Servicio DECLARAR LA CADUCIDAD Y EL ARCHIVO DE LAS ACTUACIONES en el expediente de Modificación Nº 2 Plan Parcial Sector Urbanizable 1 de VALBUENA DE DUERO, dentro del trámite previsto en el artículo 161 del Decreto 22/2004, de 29 de enero, por el que se aprueba el Reglamento de Urbanismo de Castilla y León.

A.3.6.- DESISTIMIENTO PARQUE EÓLICO TOROZOS “A”.- CASTROMONTE.- (EXPTE. CTU 6/18).


Examinada la documentación administrativa y técnica que obra en el expediente de referencia, del que son:

ANTECEDENTES DE HECHO


PRIMERO.- Mediante escrito del Ayuntamiento con registro de entrada en la Delegación Territorial de la Junta de Castilla y León en Valladolid del 17 de enero de 2018, fue remitido el documento arriba referenciado, a los efectos de resolver sobre la autorización de uso excepcional en suelo rústico en los términos de los artículos 23 de la Ley 5/1999, de 8 de abril, de Urbanismo de Castilla y León y 307.5.c) del Decreto 22/2004, de 29 de enero por el que se aprueba el Reglamento de Urbanismo de Castilla y León.


SEGUNDO.- Con fecha de registro de entrada en la Delegación Territorial de 23 mayo de 2018, se presenta escrito del Ayuntamiento de Castromonte solicitando el desistimiento en la tramitación de la autorización.


TERCERO.- El Servicio Territorial de Fomento elaboró el correspondiente informe, en cumplimiento de lo establecido en el artículo 5.3 del Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo y del Consejo de Medio Ambiente, Urbanismo y Ordenación del Territorio de Castilla y León.

FUNDAMENTOS DE DERECHO


PRIMERO: A la vista del expediente, y del escrito de desistimiento en la tramitación del expediente para aprobación presentado, es de aplicación el artículo 94 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Adminsitraciones Públicas, que establece: 

 “1.Todo interesado podrá desistir de su solicitud o, cuando ello no esté prohibido por el Ordenamiento Jurídico, renunciar a sus derechos.

2. Si el escrito de iniciación se hubiera formulado por dos o más interesados, el desistimiento o la renuncia sólo  afectará a aquellos que la hubiesen formulado.

3.Tanto el desistimiento como la renuncia podrán hacerse por cualquier medio que permita su constancia.

4. La administración aceptará de plano el desistimiento o la renuncia, y declarará concluso el procedimiento salvo que, habiéndose personado en el mismo terceros interesados, instasen éstos su continuación en el plazo de diez días desde que fueron notificados del desistimiento.

5. Si la cuestión suscitada por la incoación del procedimiento entrañase interés  general o fuera conveniente sustanciarla para su definición y esclarecimiento, la Administración podrá limitar los efectos del desistimiento o la renuncia al interesado y seguirá el procedimiento.”


VISTA la Ley 5/1999, de 8 de abril, de Urbanismo de Castilla y León, el Reglamento de Urbanismo de Castilla y León, aprobado mediante Decreto 22/2004, de 29 de enero, el Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territoriales de Medio Ambiente y Urbanismo y del Consejo de Medio Ambiente, Urbanismo y Ordenación del Territorio de Castilla y León, las Normas Urbanísticas Municipales de Castromonte, y demás disposiciones de aplicación.


Por lo expuesto y en su virtud,


LA COMISION TERRITORIAL DE MEDIO AMBIENTE Y URBANISMO acuerda por unanimidad y de conformidad con la propuesta formulada por el Servicio Territorial de Fomento, TENER POR DESISTIDO Y EL ARCHIVO DE LAS ACTUACIONES en el expediente de autorización de uso excepcional en suelo rústico para Parque eólico Torozos “A” en las parcelas 5066 a 5238 del polígono 2 , en el término municipal de Castromonte, promovida por LAS CORTAS EOLICAS S.L.U..

Acto seguido se entró en el estudio y resolución de los asuntos que integran el capítulo  “B) MEDIO AMBIENTE”:

1.- EXPEDIENTES DE ACTIVIDADES O PROYECTOS SOMETIDOS AL PROCEDIMIENTO ORDINARIO DE E.I.A., SEGÚN LA TRAMITACIÓN ESTABLECIDA EN EL ANEXO I DE LA LEY21/2013, DE 9 DE DICIEMBRE,  DE EVALUACIÓN AMBIENTAL.

B.1.2. EIA-VA-2017-03: PROYECTO DE PARQUE EÓLICO “LA SERNA” Y SU LÍNEA DE EVACUACIÓN en CIGUÑUELA Y ZARATÁN. Solicitado por RENOVACYL, S.A.

Conforme al artículo 61.2 del Decreto Legislativo 1/2015, de 12 de noviembre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de Prevención Ambiental de Castilla y León, la Comisión Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo, es el órgano de prevención ambiental encargado de formular la propuesta de declaración de impacto ambiental en los expedientes de evaluación de impacto ambiental relativos a los proyectos no contemplados en el artículo 62.1 del citado Decreto Legislativo.

El proyecto se encuentra en el anexo II de la Ley 21/2013, dentro del Grupo 4, letra g) “Instalaciones para la utilización de la fuerza del viento para la producción de energía (parques eólicos) no incluidos en el Anexo I”.


Por otra parte, el artículo 7.1 de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación ambiental, establece que serán objeto de una evaluación de impacto ambiental ordinaria, entre otros, los proyectos incluidos en el apartado 2 (evaluación de impacto ambiental simplificada), cuando así lo solicite el promotor. El artículo 49 del Decreto Legislativo 1/2015, de 12 de noviembre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de Prevención Ambiental de Castilla y León recoge que se someterán a evaluación de impacto ambiental ordinaria los proyectos para los que así se establezca en la legislación básica en materia de evaluación de impacto ambiental.  

DESCRIPCIÓN DEL PROYECTO


El proyecto evaluado consiste en la instalación de un parque eólico para la producción de energía eléctrica, cuya potencia total será de 9,8 MW. El parque eólico contará con un total de 5 aerogeneradores de tres palas, ubicados en el término municipal de Ciguñuela. El modelo de aerogenerador seleccionado es el GAMESA G126-2.500 con una altura de buje entre los 110 y 116 metros (la altura definitiva dependerá de las posiciones de los aerogeneradores respecto de la zona de servidumbre del aeropuerto de Villanubla), 126 metros de rotor y una potencia unitaria máxima de 2,5 MW. El término municipal de Zaratán sólo se verá afectado por las instalaciones eléctricas previstas (línea aérea de evacuación).


El proyecto también incluye el resto de obras necesarias para completar la instalación y permitir el adecuado funcionamiento del parque eólico. Las principales actuaciones proyectadas son:


▪ Plataformas de montaje para la instalación de las torres de los aerogeneradores.


▪ Líneas eléctricas subterráneas de 20 kV que evacuarán la energía producida por los aerogeneradores hasta una nueva subestación intermedia de 20/45 kV, denominada “SET La Serna” ubicada dentro del parque eólico La Serna, en el municipio de Ciguñuela. La longitud de estas líneas de evacuación es de 3.808 metros.


▪ Línea eléctrica aérea de 45 kV que evacuará la energía producida por el parque eólico. La longitud de la línea eléctrica será de 6.615 metros, de los cuales 6.195 discurrirán en aéreo. Para la instalación del tramo aéreo, serán necesarios 29 apoyos, con alturas comprendidas entre los 14 y los 20 metros. El tramo aéreo discurre desde la SET “La Serna” hasta prácticamente la subestación de Zaratán. Desde el apoyo final se conectará la línea eléctrica con la ST Zaratán mediante un tramo de línea eléctrica subterránea de 420 metros. 


▪ Caminos de acceso y viales interiores: El acceso principal al parque se realizará desde la carretera VA-VP-5805 a través de caminos existentes. Se proyecta la apertura y construcción de 1.608 metros de nuevos viales, y el acondicionado de 2.133 metros en caminos existentes. Se estima una superficie afectada por la limpieza y movimiento de tierras de 22.007 m2.


▪ Cimentaciones para la instalación de aerogeneradores, zanjas para el cableado, canalizaciones, e instalaciones auxiliares, como por ejemplo contenedores temporales junto a cada aerogenerador para el acopio de tierras y gravas, zona para instalaciones portátiles de recogidas de residuos de la fase de obras, etc. 


La distancia a la principal población existente en la zona (Ciguñuela) es de 1.700 m.

ESTUDIO DE IMPACTO AMBIENTAL


El estudio de impacto ambiental, y teniendo en cuenta las condiciones tecnológicas, de ubicación y de dimensión del parque eólico, presenta un estudio de alternativas a la ejecución del proyecto, incluyendo la alternativa cero o de no realización del proyecto. Para la instalación de la línea eléctrica aérea de evacuación, también se estudian tres alternativas de ubicación, de las que se elige como alternativa ambiental más favorable, la alternativa número 1. De la alternativa seleccionada se han analizado los posibles impactos del proyecto en la fase de construcción y funcionamiento, y se establecen una serie de medidas protectoras, correctoras y compensatorias para la protección del medio ambiente. 


Se incluye en el estudio de impacto ambiental un exhaustivo inventario ambiental, contando con un estudio previo de avifauna y quirópteros que fue realizado durante el periodo de un año; un análisis del posible impacto visual y sonoro; y un análisis de contaminación lumínica. También se ha incorporado un estudio de efectos acumulativos y/o sinérgicos en el que se estudia las futuras posibles afecciones del parque eólico La Serna en conjunto con el resto de parques eólicos de la zona, que cuentan con autorización administrativa, o se encuentran en funcionamiento o en fase de tramitación administrativa. En total, el estudio de sinergias ha evaluado las posibles repercusiones globales de los siguientes parques eólicos: El Pedregal, Hoyo de la Yegua, Cantadal, El Páramo, Torozos B, Torozos C y Peñaflor IV.


El documento finaliza con el correspondiente seguimiento de las citadas medidas mediante el plan de vigilancia ambiental, que incluye un detallado plan para el seguimiento de aves y quirópteros en la fase de funcionamiento del parque eólico.


El estudio concluye que el impacto de todas las actuaciones proyectadas es compatible con las medidas propuestas.

TRAMITACIÓN Y ANÁLISIS TÉCNICO DEL EXPEDIENTE


Solicitud de inicio del procedimiento. Con fecha 17 de enero de 2017, tiene entrada en el Servicio Territorial de Medio Ambiente, remitido por el Servicio Territorial de Industria, Comercio y Turismo, solicitud de inicio de tramitación de evaluación de impacto ambiental simplificada del proyecto de referencia, de acuerdo a lo dispuesto en la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación ambiental. Posteriormente, con fecha 3 de marzo de 2017, el promotor solicita la tramitación del proyecto mediante la evaluación de impacto ambiental ordinaria, para lo cual presenta nueva documentación, al objeto de que se elabore el documento de alcance del estudio de impacto ambiental del proyecto.


Conforme al artículo 34.3 de la Ley 21/2013, el órgano ambiental realizó el trámite de consulta a las Administraciones públicas afectadas y a las personas interesadas, con el objeto de la elaboración del documento de alcance del estudio de impacto ambiental, que fue remitido al promotor y al órgano sustantivo. 


Información pública. El Servicio Territorial de Industria, Comercio y Turismo de Valladolid, en conformidad con la diferente normativa sectorial de aplicación y en cumplimiento de lo establecido en el artículo 36 de la Ley 21/2013, y en los artículos 13 y 55 del texto refundido de la Ley de Prevención Ambiental de Castilla y León, aprobado por Decreto Legislativo 1/2015, de 12 de noviembre, acuerda someter conjuntamente a información pública la solicitud de autorización administrativa y el estudio de impacto ambiental del parque eólico “La Serna”; el anuncio se publicó en el Boletín Oficial de Castilla y León de 26 de enero de 2018. Durante el periodo de información pública, el Ayuntamiento de Cigueñuela remite alegaciones al proyecto, que fueron contestadas por el promotor en el documento denominado “Documentación complementaria de abril de 2018”, y han sido tenidas en cuenta en la declaración de impacto ambiental.

Consulta a las Administraciones públicas afectadas y personas interesadas. De acuerdo con lo establecido en el artículo 37 de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación ambiental, han sido consultadas las siguientes Administraciones públicas afectadas y personas interesadas:

· Ayuntamientos de Ciguñuela y de Zaratán, que emiten informe.

· Servicio Territorial de Fomento.

· Servicio Territorial de Agricultura y Ganadería, que emite informe.

· Servicio Territorial de Industria, Comercio y Turismo, que emite informe.

· Servicio Territorial de Cultura y Turismo, que emite informe

· Unidad de Ordenación y Mejora del Servicio Territorial de Medio Ambiente, que emite informe.

· Agencia Estatal de Seguridad Aérea, que emite informe.

· Confederación Hidrográfica del Duero, que emite informe.

· Diputación Provincial de Valladolid, que emite informe.

· Ministerio de Defensa, emite Autorización militar para el proyecto.

· SEO Birdlife.

· Ecologistas en Acción Valladolid.


Los informes recibidos en la fase de consultas y de información pública fueron valorados y contemplados para la elaboración del estudio de impacto ambiental, y de la propuesta de declaración de impacto ambiental.


Afección al Patrimonio Cultural. El Servicio Territorial de Cultura de Valladolid remite informe de 7 de abril de 2017 en el que se comunica que el proyecto obtuvo informe favorable de la Comisión Territorial de Patrimonio Cultural de Valladolid.  


Afección a Red Natura 2000 y otros valores naturales. Consta en el expediente informe emitido el 22 de mayo de 2018 por el Servicio Territorial de Medio Ambiente de Valladolid. En el informe se recoge que, si bien la alternativa de evacuación aérea no presenta incidencias significativas sobre otros elementos de valor (hábitats prioritarios, montes, vías pecuarias…), ha de tenerse en cuenta que debido a la presencia de otros parques eólicos y fotovoltáicos en el entorno, el tramo de tendido aéreo genera un efecto acumulativo y de fragmentación del espacio que en este caso puede ser fácilmente evitable con el soterramiento de la línea, minimizando así los posibles impactos por colisión sobre la avifauna. El informe concluye, que las actuaciones previstas no tendrán efectos negativos apreciables sobre elementos del medio natural, siempre y cuando se cumplan los condiciones establecidas en el mismo y que forman parte de la declaración de impacto ambiental. Estas conclusiones, justo con las condiciones establecidas, constituyen el Informe de Evaluación de las Repercusiones sobre la Red Natura 2000 (IRNA), tal y como se define en el artículo 5 del Decreto 6/2011, de 10 de febrero.

     

Visto lo anterior, la Comisión Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo de Valladolid, en ejercicio de las competencias atribuidas por el Decreto 35/2017, de 16 de noviembre, por el que se modifica el Decreto 24/2013, de 26 de julio, por el que se regulan las funciones, composición y el funcionamiento de las Comisiones Territoriales de Medio Ambiente y Urbanismo y del Consejo de Medio Ambiente, Urbanismo y Ordenación del Territorio de Castilla y León, y constituida según lo dispuesto en el citado Decreto, acuerda la siguiente propuesta  

PROPUESTA DE DECLARACION DE IMPACTO AMBIENTAL


Una vez realizado el análisis técnico del expediente, la Comisión Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo propone informar favorablemente, a los solos efectos ambientales, el desarrollo del proyecto referenciado, siempre y cuando se cumplan las condiciones que se establecen en esta declaración y las contempladas en el estudio de impacto ambiental, y sin perjuicio del cumplimiento de las normas urbanísticas vigentes, normas de seguridad aérea o de cualquier otro tipo, que pudieran impedir o condicionar su realización.

1. Actividad evaluada.- La presente declaración se refiere al proyecto “Parque eólico La Serna”, en los términos municipales de Ciguñuela y Zaratán, y a su estudio de impacto ambiental, realizado en diciembre de 2017, y cuyo promotor es Renovacyl S.A.

2. Afección a Red Natura 2000 y otros valores naturales.- No existe coincidencia geográfica del proyecto con lugares Red Natura 2000, ni tampoco con Espacios Naturales. Se constata  la no afección a zonas incluidas en el Catálogo de Zonas Húmedas de Castilla y León, ni otros valores naturales que pudiera albergar la zona objeto de proyecto.  

3. Autorizaciones.- Se solicitarán y obtendrán las preceptivas autorizaciones, como entre otras, la autorización de uso excepcional en suelo rústico, autorizaciones de la Confederación Hidrográfica del Duero, etc.

4. Medidas protectoras. Las medidas preventivas y correctoras, a efectos ambientales, a las que queda sujeta la ejecución del proyecto evaluado son las siguientes, además de las contempladas en el proyecto técnico y estudio de impacto ambiental de diciembre de 2016 demás documentos anexos, en lo que no contradigan a lo estipulado en esta declaración de impacto ambiental:

a) Impacto visual y paisajístico.- Con objeto de minimizar el impacto visual, se reducirán al mínimo indispensable los movimientos de tierras. Si algún tramo precisase de muros de contención, se deberán construir con escollera sin empleo de cemento ni otras masas aglutinantes. 

Los taludes de la plataforma dispuesta al pie del aerogenerador serán minimizados con un adecuado perfilado, y recubiertos por capa de tierra vegetal, previamente retirada el del área que ocupa dicha plataforma.

b) Protección de los suelos.- Los movimientos de tierras que sean necesarios para la ejecución del proyecto se harán de forma selectiva, reservando y tratando adecuadamente la tierra fértil para su aprovechamiento posterior en la adecuación de los terrenos alterados. El acopio se realizará en cordones de reducida altura para evitar la compactación de la tierra y el arrastre por escorrentía de los nutrientes. Si durante el movimiento de tierras de las obras de urbanización apareciese cualquier tipo de residuo en el suelo, ya sean domésticos o de construcción y demolición, deberá procederse a su retirada inmediata y a su entrega a gestor autorizado. Los áridos o productos de cantería necesarios para las obras procederán únicamente de explotaciones debidamente autorizadas.

c) Protección de las aguas.- Con carácter general no podrán interceptarse ni modificarse cauces públicos en cualquiera de sus dimensiones espaciales. Todas las actuaciones respetarán el Dominio Público Hidráulico y las servidumbres legales y, en particular, la servidumbre de uso público y de policía con las condiciones establecidas en la normativa de aguas.

Los apoyos de la línea eléctrica aérea se ubicarán teniendo en cuenta lo establecido en el Real Decreto 9/2008, de 11 de enero, por el que se modifica el Reglamento del Dominio Público Hidráulico. Igual situación deberán cumplir las alturas de los conductores sobre el nivel del agua. Deberá intentarse compatibilizar el mantenimiento de la vegetación de ribera autóctona que pueda existir, con la adecuada creación de calles de seguridad entre los conductores de la línea y las masas de arbolado de ribera, según lo establecido en la normativa sectorial.

Se establecerán medidas de protección contra la erosión y para evitar posibles afecciones por escorrentía. En los movimientos de tierras se deberán establecer las medidas necesarias para la retención de sólidos previas a la evacuación de las aguas de escorrentía superficial, así como otras posibles medidas para reducir al mínimo el riesgo de contaminación de las aguas superficiales.

Cualquier acopio de materiales se ubicará de manera que se impida cualquier riesgo de vertido, ya sea directo o indirecto, por escorrentía, erosión, infiltración u otros mecanismos, sobre las aguas superficiales o subterráneas.

Para la elección de la ubicación de las instalaciones auxiliares se deberá evitar la ocupación del dominio público hidráulico y la zona de servidumbre de los cauces. Se evitará también, en la medida de lo posible, la ocupación de la zona de policía de cauce público y de terrenos situados sobre materiales de alta permeabilidad. Las zonas donde se ubiquen las instalaciones auxiliares y parques de maquinaria deberán ser impermeabilizadas para evitar la contaminación del suelo y las aguas subterráneas. Las aguas procedentes de estas zonas, deberán ser recogidas y gestionadas adecuadamente para evitar la contaminación del dominio público hidráulico.

Si fuera necesaria la captación de aguas superficiales y/o subterráneas o la realización de un vertido al dominio público hidráulico, será preciso obtener del organismo de cuenca la correspondiente autorización o concesión administrativa, según proceda, teniendo en cuenta la normativa en vigor.

d) Protección de infraestructuras y vías de acceso.- Se respetarán las normas generales de obligado cumplimiento en zonas afectadas por la existencia de gaseoductos, líneas de distribución eléctrica, etc. así como en sus zonas de servidumbre. Se respetarán de igual forma las servidumbres de paso existentes en todos los caminos, las propiedades de terceros, infraestructuras existentes y el uso de las mismas (cierres, pasos de ganado, etc.) dejándolos en el estado que presentaban antes de las actuaciones.

Durante la ejecución de las obras, en tramos cercanos y propios de la carretera VP-5805, se tendrá en cuenta las indicaciones técnicas sobre el uso y defensa de la carretera, así como la posible modificación de escorrentías que pueda afectar al drenaje longitudinal y transversal de la misma. Así mismo, se evitarán molestias o peligros que las obras o los materiales de ellas derivados pudieran ocasionar a la circulación.

Principalmente, deberá utilizarse como acceso al parque eólico la red de pistas y caminos ya existente. El mantenimiento en perfecto estado de la infraestructura viaria de accesos correrá a cargo de la empresa promotora.



e) Protección de la atmósfera.- Para evitar la producción de polvo, se efectuarán riegos periódicos en las pistas de acceso y en la zona de ejecución de las obras de instalación de  los aerogeneradores, si las condiciones climatológicas y circunstancias del trabajo lo aconsejan, además de cualquier otra medida adecuada a tal fin, con objeto de cumplir la normativa vigente de protección del medio ambiente atmosférico.

f) Protección de la fauna.- La línea eléctrica aérea de evacuación desde la subestación “La Serna”, a la subestación de Zaratán, deberá ejecutarse, en toda su longitud, de forma subterránea. 

Se elaborará un plan de seguimiento de aves, con el objeto de evaluar posibles repercusiones reales que pueda presentar el proyecto sobre la avifauna de la zona y el impacto en sus poblaciones. Este plan se hará extensivo al grupo de los quirópteros. 

Se realizará un seguimiento mensual sobre un radio de actuación de 100 metros del aerogenerador, de forma que se pueda tener un conocimiento mucho más certero de la afección a las aves a causa del funcionamiento del parque eólico. En época migratoria y de cría, el seguimiento se realizará por períodos no superiores a 15 días. Esta periodicidad deberá ser consensuada con el Servicio Territorial de Medio Ambiente de Valladolid.

El periodo de vigencia comprenderá toda la vida útil del proyecto, presentándose un informe semestral. En caso de detectarse mortandad de aves o quirópteros, se pondrá el hecho inmediatamente en conocimiento del Servicio Territorial de Medio Ambiente de Valladolid, a la espera de la presentación semestral del informe.

Si durante la fase de funcionamiento del parque eólico y como consecuencia de los seguimientos periódicos y estudios, y/o de los datos de los que pudiera disponer el Servicio Territorial de Medio Ambiente de Valladolid, se detectase una afección significativa de algún aerogenerador sobre la fauna, a juicio del Servicio Territorial de Medio Ambiente de Valladolid podrán establecerse medidas adicionales, como paradas sobre alguno o todos los aerogeneradores del parque o la obligación de implantar sistemas de detección, disuasión o parada automática.

g) Protección de terrenos de monte y de la vegetación.- Deberá minimizarse la afección a vegetación arbórea y arbustiva, así como a taxones incluidos en el Catálogo de Flora Protegida de Castilla y León. 

La apertura de las zanjas y las plataformas de montaje de los aerogeneradores conllevan una modificación del suelo y de la cubierta vegetal, y por tanto, aquellas que se realicen en terrenos de monte, tengan o no arbolado, requieren autorización de la Consejería competente en materia de montes, conforme a los supuestos recogidos en los artículos 71 y siguientes de la Ley 3/2009, de Montes de Castilla y León.

De igual manera, si fuese necesaria la corta de arbolado, deberá obtenerse previamente la correspondiente autorización, que incluirá las condiciones para su ejecución y tratamiento de los restos generados.

Los trabajos se ajustarán a la normativa sectorial en materia de incendios forestales, acorde a la Orden de la Consejería con competencias en materia de medio ambiente que se encuentre en vigor y por la que se fija la época de peligro alto de incendios forestales en la Comunidad de Castilla y León, en la que se establecen normas sobre uso del fuego y se fijan las medidas preventivas para la lucha contra los incendios forestales.

h) Contaminación acústica.- Se atenderá a lo dispuesto en la Ley 5/2009, de 4 de junio, de Ruido de Castilla y León, cumpliéndose lo establecido en la normativa de transmisión de ruido vigente por causas derivadas del establecimiento, funcionamiento o desmantelamiento del proyecto.

i) Gestión de residuos.- Se controlará el cumplimiento de la normativa vigente, Ley 22/2011, de 28 de julio, de Residuos y Suelos Contaminados. Se evitará el manejo incontrolado y la posibilidad de contaminación directa o inducida en la gestión de aceites, combustibles y residuos de vehículos y maquinaria en general. No podrán acopiarse aceites, grasas o residuos, ni efectuarse operaciones de mantenimiento, repuesto o sustitución en la maquinaria y vehículos dentro del área del proyecto, que se deberán llevar a cabo de forma y en sitio adecuado, evitándose en todo momento el vertido de sustancias que puedan contaminar el suelo, las aguas y los acuíferos de la zona.

Será necesaria la elaboración de protocolos de actuación específicos en previsión de la ocurrencia de incidentes de este tipo, para poder así actuar de la manera más rápida posible y evitar la contaminación de aguas superficiales y/o subterráneas. 

El promotor será el responsable de mantener limpias las obras y sus alrededores de materiales sobrantes y de la retirada de instalaciones provisionales que no sean necesarias. Durante la fase de funcionamiento se generarán residuos peligrosos por el mantenimiento de aerogeneradores y maquinaria auxiliar, debiéndose disponer de un punto de almacenamiento adecuado para estos residuos, que deberá proteger el suelo de posibles contaminaciones o vertidos.

j) Terrenos de vías pecuarias.- Deberá solicitarse previamente al inicio de las obras, las correspondientes autorizaciones para el desarrollo de actuaciones en terrenos de vías pecuarias y parcelas de reemplazo, conforme a la Ley 3/1995, de 23 de marzo, de Vías Pecuarias. Las vías pecuarias afectadas son: Colada del Camino Real de Castrodeza a Valladolid y el Cordel de Merinas-Cañada Real Leonesa. Estos terrenos de vía pecuaria no podrán ser utilizados como zonas de depósitos de residuos o para la utilización de la instalación de contenedores de recogida de residuos.

Se deberá señalizar la existencia de las vías pecuarias en aquellos puntos donde los caminos del parque eólico crucen o coincidan con terrenos de vía pecuaria.

k) Maquinaria.- La maquinaria utilizada en las distintas fases del proyecto estará sometida a un correcto mantenimiento preventivo, conforme a las instrucciones del fabricante y normativa vigente, con el fin de minimizar la emisión de contaminantes, evitar la excesiva producción de ruidos y el vertido de contaminantes por roturas o averías.

En las fases de paralización de la operación del parque, será responsabilidad del promotor el adecuado mantenimiento y conservación de las infraestructuras y equipos, así como su reparación, sustitución o desmantelamiento, en caso de que su deterioro ponga en peligro las condiciones mínimas de seguridad o exista riesgo de afección al medio.

l) Restauración final de las obras y de zonas alteradas.- Al final de la fase de obras se restaurarán todas aquellas superficies que no sean ocupadas de forma permanente, realizándose la remodelación topográfica y el suavizado de todos los taludes, junto a la restauración de zonas con especies vegetales si fuera necesario.

m) Cese de actividad.- Si por cualquier causa cesara la actividad, de forma temporal o definitiva, el promotor establecerá un plan de actuación que será presentado ante la Delegación Territorial de la Junta de Castilla y León en Valladolid, para su aprobación.

n) Desmantelamiento.- Se deberá garantizar el desmantelamiento y retirada de los equipos y de toda la infraestructura, incluidas las cimentaciones, al final de su vida útil o cuando el sistema de producción de energía deje de ser operativo o rentable. Para asegurar esta actuación se presentará, antes de la puesta en marcha definitiva del parque, un proyecto de desmantelamiento en el que se concreten las actuaciones a desarrollar y un presupuesto de su coste, y se constituirá, en ese momento, una garantía para su futura ejecución.
5. Medidas de seguridad aérea.- La señalización e iluminación del parque eólico deberán realizarse atendiendo a las directrices contenidas en la “Guía de señalamiento e iluminación de parques eólicos”, elaborada por la Agencia Estatal de Seguridad Aérea, establecida como desarrollo del capítulo 6 del Anexo 14 de la Organización de Aviación Civil Internacional, transpuesto a la legislación española mediante el Real Decreto 862/2009, de 14 de mayo.

6. Protección del patrimonio cultural y arqueológico.- Conforme al artículo 60 de la Ley 12/2002, de Patrimonio Cultural de Castilla y León, si en el curso de la ejecución del proyecto aparecieran restos históricos, arqueológicos o paleontológicos, deberá ponerse tal circunstancia en conocimiento de la Delegación Territorial de la Junta de Castilla y León de Valladolid, a fin de dictar las normas de actuación que procedan
7. Programa de Vigilancia Ambiental.- Con antelación al inicio de la actividad, el promotor presentará ante el Servicio Territorial de Medio Ambiente de Valladolid, el programa de vigilancia ambiental contenido en el estudio de impacto ambiental, que se complementará de forma que contemple las medidas protectoras incluidas en esta declaración y se facilite el seguimiento de las actuaciones proyectadas durante la fase de obras, así como en las fases de funcionamiento y de abandono de la instalación. 

8. Informes periódicos.- A partir de su puesta en funcionamiento, el promotor presentará anualmente, durante el primer trimestre de cada año, un informe sobre el desarrollo del programa de vigilancia ambiental y sobre el grado de cumplimiento y eficacia de todas y cada una de las medidas protectoras de esta declaración y del estudio de impacto ambiental, ante el Servicio Territorial de Medio Ambiente de Valladolid. Este informe anual se presentará independientemente de otros informes periódicos y estudios exigidos por esta declaración.

9. Coordinación técnica.- Para la resolución de las dificultades que pudieran surgir de la aplicación o interpretación de las medidas protectoras establecidas en esta declaración, así como para la valoración y corrección de impactos ambientales imprevistos, deberá contarse con la colaboración técnica del Servicio Territorial de Medio Ambiente de Valladolid.

10. Comunicación de inicio de actividad.- En cumplimiento de lo establecido en el artículo 43.1 de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación ambiental, el promotor deberá comunicar al órgano ambiental la fecha de comienzo de ejecución del proyecto. Además, de acuerdo con el artículo 60 del texto refundido de la Ley de Prevención Ambiental de Castilla y León, aprobado por Decreto Legislativo 1/2015, de 12 de noviembre, el promotor deberá comunicar asimismo al órgano ambiental, la fecha inicio de operación del parque. 

11. Modificaciones.- Cualquier variación en los parámetros o definición de las actuaciones proyectadas que pudieran producirse con posterioridad a esta declaración, deberá ser notificada previamente a la Delegación Territorial de la Junta de Castilla y León en Valladolid, que prestará su conformidad si procede, sin perjuicio de la tramitación de las licencias o permisos que en su caso, correspondan. Se consideran exentas de esta notificación, a efectos ambientales, las modificaciones que se deriven de la aplicación de las medidas protectoras de esta declaración. 

Con independencia de lo establecido en el punto anterior, las condiciones recogidas en esta declaración de impacto ambiental podrán modificarse cuando concurra alguna de las circunstancias recogidas en el artículo 44 de la Ley 22/2013, de 9 de diciembre, de evaluación ambiental.

12. Seguimiento y vigilancia.- El seguimiento y vigilancia del cumplimiento de lo establecido en esta declaración de impacto ambiental corresponde a los órganos competentes por razón de la materia, facultados para el otorgamiento de la autorización del proyecto, sin perjuicio de que el órgano ambiental pueda recabar información de aquellos al respecto, así como efectuar las comprobaciones necesarias en orden a verificar el cumplimiento del condicionado ambiental.

13. Vigencia de la declaración impacto ambiental.- Esta declaración de impacto ambiental perderá su vigencia y cesará en la producción de los efectos que le son propios si, una vez publicada en el Boletín Oficial de Castilla y León, no se hubiera comenzado la ejecución del proyecto o actividad en el plazo de cuatro años, a cuyo efecto el promotor deberá comunicar al órgano ambiental, con antelación suficiente, la fecha de comienzo de la ejecución del proyecto. A solicitud del promotor, el órgano ambiental podrá prorrogar su vigencia conforme a lo establecido en el artículo 43 de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación ambiental.

14. Publicidad de la autorización del proyecto.- Conforme a lo establecido en el artículo 42 de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, el órgano sustantivo que autorice o apruebe la actuación a que se refiere esta declaración deberá remitir al Boletín Oficial de Castilla y León, en el plazo de 15 días desde que se adopte la decisión de autorizar o denegar el proyecto, un extracto del contenido de dicha decisión. Asimismo publicará en su sede electrónica la decisión sobre la autorización o denegación del proyecto, y una referencia del boletín oficial en el que se publicó la declaración de impacto ambiental.
En este asunto el representante del Servicio Territorial de Economía en el punto 4 n)  relativo al desmantelamiento de la instalación manifiesta que se debe redactar de la siguiente manera:

      “Se deberá garantizar el desmantelamiento y retirada de los equipos y de toda la infraestructura, incluidas las cimentaciones, al final de su vida útil o cuando el sistema de producción de energía deje de ser operativo o rentable. Para asegurar esta actuación se presentará, antes de la puesta en marcha definitiva del parque, un proyecto de desmantelamiento en el que se concreten las actuaciones a desarrollar y un presupuesto de su coste, y se constituirá, en ese momento, una garantía para su futura ejecución.”

        Y como tal, consta en el Acuerdo.
B.1.3. EIA-VA-2018-10: PROYECTO “NUEVO SONDEO PARA MODIFICACIÓN DE REGADÍO EN LA FINCA DEHESA DE ESCARGAMARÍA” en EL CARPIO. Solicitado por BODEGAS Y VIÑEDOS SHAYA, S.L.

Conforme al artículo 61.2 del Decreto Legislativo 1/2015, de 12 de noviembre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de Prevención Ambiental de Castilla y León, la Comisión Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo, es el órgano de prevención ambiental encargado de formular la propuesta de declaración de impacto ambiental en los expedientes de evaluación de impacto ambiental relativos a los proyectos no contemplados en el artículo 62.1 del citado Decreto Legislativo.

El artículo 7.1 de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación ambiental, establece que serán objeto de una evaluación de impacto ambiental ordinaria, entre otros, los proyectos comprendidos en el anexo I. Por otra parte, el artículo 49 del Decreto Legislativo 1/2015, de 12 de noviembre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de Prevención Ambiental de Castilla y León recoge que se someterán a evaluación de impacto ambiental ordinaria los proyectos para los que así se establezca en la legislación básica en materia de evaluación de impacto ambiental. 

El proyecto se encuentra en el anexo I de la citada Ley 21/2013, dentro del Grupo 9, letra a), apartado 3º, Proyectos de transformación en regadío o de avenamiento de terrenos, cuando afecten a una superficie mayor de 10 ha. y se localicen dentro de terrenos de la Red Natura 2000.
DESCRIPCIÓN DEL PROYECTO


El proyecto evaluado consiste en la transformación en regadío de la parcela 80.045 y de parte de la parcela  10.045, ambas del polígono 5 del término municipal de Carpio (Valladolid) a partir de la ejecución de un sondeo de aguas subterráneas. La parcela 80.045 está plantada de viñedo y el promotor tiene la intención de instalar un sistema de riego por goteo. Por otra parte, la parcela 10.045 que se dedica a cultivos herbáceos, es regada parcialmente mediante un sondeo de un antiguo aprovechamiento de aguas subterráneas.


Las actuaciones se realizarán en el paraje “Monte del Duque” dentro de la finca “Escargamaría”, en el municipio de Carpio (Valladolid). La finca tiene una superficie total de 308,47 ha., siendo objeto del nuevo proyecto de regadío, un total de 134,9752 ha., de las que 86,7875 ha. se corresponden con cultivos herbáceos, y 48,1877 ha. son viñedo de la denominación de origen Rueda. La finca también está intercalada de superficies arboladas y pastos. El sondeo se realizará en la parcela 80.045 y complementará la obtención de agua para el riego junto al sondeo ya existente en la parcela 10.045. El sistema de riego elegido para el viñedo, es un sistema de riego por goteo.

El sondeo tendrá las siguientes características: profundidad 250 metros, diámetro de entubado de 350 mm. La instalación elevadora del agua será un grupo electrobomba de 50 CV. 


El caudal anual de agua necesario estimado para el riego de los cultivos herbáceos y del viñedo, es de 540.000 m3, con un caudal máximo instantáneo de 162 litros/segundo.

ESTUDIO DE IMPACTO AMBIENTAL


El estudio de impacto ambiental analiza alternativas a la ejecución del proyecto, incluyendo la alternativa cero o de no realización del proyecto. De la alternativa seleccionada se han analizado los posibles impactos del proyecto en la fase de construcción y funcionamiento, y se establecen una serie de medidas protectoras, correctoras y compensatorias para la protección del medio ambiente. 


Se incluye en el estudio de impacto ambiental un inventario ambiental de la zona afectada.


El documento finaliza con el correspondiente seguimiento de las citadas medidas mediante un plan de vigilancia ambiental, concluyendo el estudio de impacto ambiental, que el impacto de todas las actuaciones proyectadas es compatible con las medidas propuestas.

TRAMITACIÓN Y ANÁLISIS TÉCNICO DEL EXPEDIENTE


Solicitud de inicio del procedimiento. Con fecha 28 de marzo de 2018, tiene entrada en el Servicio Territorial de Medio Ambiente, remitido por el Servicio Territorial de Economía, solicitud de tramitación de evaluación de impacto ambiental del proyecto de referencia, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 39 de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación ambiental, al objeto de que se continúe con la tramitación establecida en la normativa de evaluación de impacto ambiental. 


Información pública. El Servicio Territorial de Industria, Comercio y Turismo de Valladolid, en conformidad con la diferente normativa sectorial de aplicación y en cumplimiento de lo establecido en el artículo 36 de la Ley 21/2013, y en los artículos 13 y 55 del texto refundido de la Ley de Prevención Ambiental de Castilla y León, aprobado por Decreto Legislativo 1/2015, de 12 de noviembre, acuerda someter conjuntamente a información pública la solicitud de aprobación del proyecto y estudio de impacto ambiental correspondiente al proyecto; el anuncio se publicó en el Boletín Oficial de Castilla y León nº 176, de fecha 13 de septiembre de 2017.


Consulta a las Administraciones públicas afectadas y personas interesadas. De acuerdo con lo establecido en el artículo 37 de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación ambiental, han sido consultadas las siguientes Administraciones públicas afectadas y personas interesadas:

· Ayuntamiento de Carpio.

· Servicio Territorial de Agricultura y Ganadería, que emite informe.

· Servicio Territorial de Cultura y Turismo, que emite informe.

· Unidad de Ordenación y Mejora del Servicio Territorial de Medio Ambiente, que emite informe.

· Confederación Hidrográfica del Duero, que emite informe.

· Ecologistas en Acción Valladolid.


Los informes recibidos en la fase de consultas fueron valorados y contemplados para la elaboración de la propuesta de declaración de impacto ambiental. De entre los informes recibidos cabe reproducir de manera resumida el contenido de algunos de ellos:


Informe de Confederación Hidrográfica del Duero: informa entre otros aspectos, sobre la solicitud del promotor relativa a la concesión de aguas, que fue resuelta mediante Resolución de 12 de abril de 2016, en la que se concede al promotor un volumen de agua de 540.000 m3 para el riego de un total de 134,9752 ha.  

Afección a Red Natura 2000 y otros valores naturales. Consta en el expediente informe emitido el 18 de abril de 2018 por el Servicio Territorial de Medio Ambiente de Valladolid, en el que se indica que el proyecto se desarrolla dentro del espacio Red Natura 2000 ZEPA “Tierra de Campiñas”, código ES00000204. No bastante, las actuaciones previstas no tendrán efectos negativos apreciables sobre elementos del medio natural, siempre y cuando se cumplan los condiciones establecidas en el mismo y que forman parte de la declaración de impacto ambiental. Estas conclusiones, justo con las condiciones establecidas, constituyen el Informe de Evaluación de las Repercusiones sobre la Red Natura 2000 (IRNA), tal y como se define en el artículo 5 del Decreto 6/2011, de 10 de febrero.

     

Visto lo anterior, la Comisión Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo de Valladolid, en ejercicio de las competencias atribuidas por el Decreto 35/2017, de 16 de noviembre, por el que se modifica el Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y el funcionamiento de las Comisiones Territoriales de Medio Ambiente y Urbanismo y del Consejo de Medio Ambiente, Urbanismo y Ordenación del Territorio de Castilla y León, y constituida según lo dispuesto en el citado Decreto, acuerda la siguiente propuesta  

PROPUESTA DE DECLARACION DE IMPACTO AMBIENTAL


Una vez realizado el análisis técnico del expediente, se propone informar favorablemente, a los solos efectos ambientales, el desarrollo del proyecto referenciado, siempre y cuando se cumplan las condiciones que se establecen en esta declaración y las contempladas en el estudio de impacto ambiental, y sin perjuicio del cumplimiento de las normas urbanísticas vigentes, normas de seguridad aérea o de cualquier otro tipo, que pudieran impedir o condicionar su realización.

1. Actividad evaluada.- La presente declaración se refiere al proyecto “Nuevo sondeo para modificación de regadío en la finca Dehesa de Escarmaría”, en el término municipal de Carpio (Valladolid), y a su estudio de impacto ambiental, realizados respectivamente en octubre de 2014 y abril de 2016, y cuyo promotor es Bodegas y Viñedos Shaya S.L.

2. Afección a Red Natura 2000 y otros valores naturales.- Existe coincidencia geográfica del proyecto con lugares Red Natura 2000 (ZEPA “Tierra de Campiñas”, código ES00000204). No obstante, según el Informe de Evaluación de las Repercusiones sobre la Red Natura 2000 (IRNA), las actuaciones previstas no tendrán efectos negativos apreciables sobre elementos del medio natural, siempre y cuando se cumplan las condiciones establecidas en el mismo y que forman parte de esta declaración de impacto ambiental.

3. Autorizaciones.- Se solicitarán y obtendrán las preceptivas autorizaciones, como por ejemplo entre otras, licencia ambiental de la obra.

4. Medidas protectoras. Las medidas preventivas y correctoras, a efectos ambientales, a las que queda sujeta la ejecución del proyecto evaluado son las siguientes, además de las contempladas en el proyecto técnico y estudio de impacto ambiental de abril de 2016 y demás documentos anexos, en lo que no contradigan a lo estipulado en esta declaración de impacto ambiental:

a) Impacto visual y paisajístico.- Con objeto de minimizar el impacto visual, se reducirán al mínimo indispensable los movimientos de tierras. 

b) Protección de los suelos.- Los movimientos de tierras que sean necesarios para la ejecución del proyecto se harán de forma selectiva, reservando y tratando adecuadamente la tierra fértil para su aprovechamiento posterior en la adecuación de los terrenos alterados. El acopio se realizará en cordones de reducida altura para evitar la compactación de la tierra y el arrastre por escorrentía de los nutrientes. Si durante el movimiento de tierras de las obras apareciese cualquier tipo de residuo en el suelo, ya sean domésticos o de construcción y demolición, deberá procederse a su retirada inmediata y a su entrega a gestor autorizado. Los áridos o productos de cantería necesarios para las obras procederán únicamente de explotaciones debidamente autorizadas.

c) Protección de las aguas.- Con carácter general no podrán interceptarse ni modificarse cauces públicos en cualquiera de sus dimensiones espaciales. Todas las actuaciones respetarán el Dominio Público Hidráulico y las servidumbres legales y, en particular, la servidumbre de uso público y de policía con las condiciones establecidas en la normativa de aguas.

En los movimientos de tierras se deberán establecer las medidas necesarias para la retención de sólidos previas a la evacuación de las aguas de escorrentía superficial, así como otras posibles medidas para reducir al mínimo el riesgo de contaminación de las aguas superficiales.

Cualquier acopio de materiales se ubicará de manera que se impida cualquier riesgo de vertido, ya sea directo o indirecto, por escorrentía, erosión, infiltración u otros mecanismos, sobre las aguas superficiales o subterráneas.

Para la elección de la ubicación de las instalaciones auxiliares se deberá evitar la ocupación del dominio público hidráulico y la zona de servidumbre de los cauces. Se evitará también, en la medida de lo posible, la ocupación de la zona de policía de cauce público y de terrenos situados sobre materiales de alta permeabilidad. Las zonas donde se ubiquen las instalaciones auxiliares y parques de maquinaria deberán ser impermeabilizadas para evitar la contaminación del suelo y las aguas subterráneas. Las aguas procedentes de estas zonas, deberán ser recogidas y gestionadas adecuadamente para evitar la contaminación del dominio público hidráulico.

Son de obligado cumplimiento todas las condiciones incluidas en la Resolución de la Confederación Hidrográfica del Duero, de fecha 12 de abril de 2016, por el que se resuelve la concesión de aguas subterráneas con destino a riego.

d) Protección de la atmósfera.- Para evitar la producción de polvo, se efectuarán riegos periódicos en la zona de ejecución de las obras de instalación del sondeo y tuberías, si las condiciones climatológicas y circunstancias del trabajo lo aconsejan, además de cualquier otra medida adecuada a tal fin, con objeto de cumplir la normativa vigente de protección del medio ambiente atmosférico.

e) Protección de la fauna.- Para evitar afecciones negativas a la avifauna en su periodo reproductivo, las actividades que conlleven el uso de maquinaria pesada y produzcan gran nivel de ruido, se llevarán a cabo fuera de dicho periodo, esto es, fuera de los meses de marzo a junio, ambos inclusive.

f) Protección de los terrenos de monte.- La ejecución del sondeo y la puesta en regadío de los terrenos del ámbito del proyecto no autoriza la corta del arbolado existente en la parcela. En todo caso, de ser necesaria, está sujeta a lo recogido en la Ley 3/2099, exigiéndose la obtención previa de la correspondiente autorización, que incluirá las condiciones para su ejecución y para el tratamiento de los restos generados.

En ningún caso, la autorización del sondeo y la puesta en regadío de los cultivos herbáceos en la parcela 80.045 del polígono 5 de Carpio, conlleva la pérdida de la condición de monte de sus terrenos.

En la utilización de las aguas para el riego se deberán mantener en perfecto estado y adecuadamente dirigidos y regulados los sensores y mecanismos empleados, de manera que se garantice la pervivencia del arbolado y que no se produzcan encharcamientos temporales o el riego directo de esos terrenos.

g) Contaminación acústica.- Se atenderá a lo dispuesto en la Ley 5/2009, de 4 de junio, de Ruido de Castilla y León, cumpliéndose lo establecido en la normativa de transmisión de ruido vigente por causas derivadas del establecimiento, funcionamiento o desmantelamiento del proyecto.

h) Gestión de residuos.- Se controlará el cumplimiento de la normativa vigente, Ley 22/2011, de 28 de julio, de Residuos y Suelos Contaminados. Se evitará el manejo incontrolado y la posibilidad de contaminación directa o inducida en la gestión de aceites, combustibles y residuos de vehículos y maquinaria en general. No podrán acopiarse aceites, grasas o residuos, ni efectuarse operaciones de mantenimiento, repuesto o sustitución en la maquinaria y vehículos dentro del área del proyecto, que se deberán llevar a cabo de forma y en sitio adecuado, evitándose en todo momento el vertido de sustancias que puedan contaminar el suelo, las aguas y los acuíferos de la zona.

Será necesaria la elaboración de protocolos de actuación específicos en previsión de la ocurrencia de incidentes de este tipo, para poder así actuar de la manera más rápida posible y evitar la contaminación de aguas superficiales y/o subterráneas. 

El promotor será el responsable de mantener limpias las obras y sus alrededores de materiales sobrantes y de la retirada de instalaciones provisionales que no sean necesarias. 

i) Terrenos de vías pecuarias.- En todo momento se tendrá especial cuidado en no alterar la continuidad del posible tránsito ganadero de la vía pecuaria “Vereda de Vitigudino o Cañada de la Copa”, ni encharcar los terrenos de la misma. Si en algún momento por el desarrollo del proyecto se pudiera afectar a los terrenos de la vía pecuaria, será necesario la previa obtención de autorización a fin de que no se vean comprometidos ni el principal uso pecuario, ni los usos compatibles y complementarios previstos en la Ley 3/1995, de 23 de marzo, de Vías Pecuarias.

j) Maquinaria.- La maquinaria utilizada en las distintas fases del proyecto estará sometida a un correcto mantenimiento preventivo, conforme a las instrucciones del fabricante y normativa vigente, con el fin de minimizar la emisión de contaminantes, evitar la excesiva producción de ruidos y el vertido de contaminantes por roturas o averías.

k) Restauración final de las obras y de zonas alteradas.- Al final de la fase de obras se restaurarán todas aquellas superficies que no sean ocupadas de forma permanente, realizándose la remodelación topográfica y el suavizado de todos los taludes, junto a la restauración de zonas con especies vegetales si fuera necesario. La balsa de lodos procedentes de la instalación del sondeo deberá ser retirada una vez finalicen las obras de entubado del sondeo.

5. Protección del patrimonio cultural y arqueológico.- Para la salvaguarda de los valores del patrimonio cultural de la zona de estudio, si en el curso de la ejecución de proyecto, aparecieran restos históricos, arqueológicos o paleontológicos, deberá ponerse tal circunstancia en conocimiento de la Delegación Territorial de la Junta de Castilla y León, a fin de dictar las normas de actuación que procedan.

6. Programa de Vigilancia Ambiental.- Con antelación al inicio de la actividad, el promotor presentará ante el Servicio Territorial de Medio Ambiente de Valladolid, el programa de vigilancia ambiental contenido en el estudio de impacto ambiental, que se complementará de forma que contemple las medidas protectoras incluidas en esta declaración y se facilite el seguimiento de las actuaciones proyectadas durante la fase de obras, así como en las fases de funcionamiento y de abandono de la instalación. 

7. Informes periódicos.- A partir de su puesta en funcionamiento, el promotor presentará anualmente, durante el primer trimestre de cada año, un informe sobre el desarrollo del programa de vigilancia ambiental y sobre el grado de cumplimiento y eficacia de todas y cada una de las medidas protectoras de esta declaración y del estudio de impacto ambiental, ante el Servicio Territorial de Medio Ambiente de Valladolid. Este informe anual se presentará independientemente de otros informes periódicos y estudios exigidos por esta declaración.

8. Coordinación técnica.- Para la resolución de las dificultades que pudieran surgir de la aplicación o interpretación de las medidas protectoras establecidas en esta declaración, así como para la valoración y corrección de impactos ambientales imprevistos, deberá contarse con la colaboración técnica del Servicio Territorial de Medio Ambiente de Valladolid.

9. Comunicación de inicio de actividad.- En cumplimiento de lo establecido en el artículo 43.1 de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación ambiental, el promotor deberá comunicar al órgano ambiental la fecha de comienzo de ejecución del proyecto. 

10. Modificaciones.- Cualquier variación en los parámetros o definición de las actuaciones proyectadas que pudieran producirse con posterioridad a esta declaración, deberá ser notificada previamente a la Delegación Territorial de la Junta de Castilla y León en Valladolid, que prestará su conformidad si procede, sin perjuicio de la tramitación de las licencias o permisos que en su caso, correspondan. Se consideran exentas de esta notificación, a efectos ambientales, las modificaciones que se deriven de la aplicación de las medidas protectoras de esta declaración. 

Con independencia de lo establecido en el punto anterior, las condiciones recogidas en esta declaración de impacto ambiental podrán modificarse cuando concurra alguna de las circunstancias recogidas en el artículo 44 de la Ley 22/2013, de 9 de diciembre, de evaluación ambiental.

11. Seguimiento y vigilancia.- El seguimiento y vigilancia del cumplimiento de lo establecido en esta declaración de impacto ambiental corresponde a los órganos competentes por razón de la materia, facultados para el otorgamiento de la autorización del proyecto, sin perjuicio de que el órgano ambiental pueda recabar información de aquellos al respecto, así como efectuar las comprobaciones necesarias en orden a verificar el cumplimiento del condicionado ambiental.

12. Vigencia de la declaración impacto ambiental.- Esta declaración de impacto ambiental perderá su vigencia y cesará en la producción de los efectos que le son propios si, una vez publicada en el Boletín Oficial de Castilla y León, no se hubiera comenzado la ejecución del proyecto o actividad en el plazo de cuatro años, a cuyo efecto el promotor deberá comunicar al órgano ambiental, con antelación suficiente, la fecha de comienzo de la ejecución del proyecto. A solicitud del promotor, el órgano ambiental podrá prorrogar su vigencia conforme a lo establecido en el artículo 43 de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación ambiental.

13. Publicidad de la autorización del proyecto.- Conforme a lo establecido en el artículo 42 de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, el órgano sustantivo que autorice o apruebe la actuación a que se refiere esta declaración deberá remitir al Boletín Oficial de Castilla y León, en el plazo de 15 días desde que se adopte la decisión de autorizar o denegar el proyecto, un extracto del contenido de dicha decisión. Asimismo publicará en su sede electrónica la decisión sobre la autorización o denegación del proyecto, y una referencia del boletín oficial en el que se publicó la declaración de impacto ambiental.
         En este asunto al finalizar la exposición la vocal representante de sindicatos (CCOO), puntualiza que al ser zona Zepa en la cual se hallan humedales y pastizales, no se advierte de la existencia de aguas subterráneas y de la posible afección a los mismos.
         Respondiendo a lo planteado por la vocal anteriormente mencionada, el Técnico del Servicio Territorial de Medio Ambiente de Valladolid responde que en el proyecto de nuevo sondeo para modificación de regadío en la finca Dehesa de Escargamaría en el Carpio que nos ocupa, si no se ha pronunciado en su informe la Confederación Hidrográfica del Duero acerca de las aguas subterráneas, es que no las repercute negativamente.
2.- EXPEDIENTES DE ACTIVIDADES E INSTALACIONES SOMETIDAS A EVALUACIÓN DE IMPACTO AMBIENTAL ORDINARIA Y QUE SE ENCUENTRAN INCLUIDOS EN EL RÉGIMEN DE AUTORIZACIÓN AMBIENTAL ESTABLECIDO EN EL TEXTO REFUNDIDO DE LA LEY DE PREVENCIÓN AMBIENTAL DE CASTILLA Y LEÓN.

B.2.1. EIA/AA-VA-010/2017: PROPUESTA DE DECLARACIÓN DE IMPACTO AMBIENTAL DEL PROYECTO DE AMPLIACIÓN DE EXPLOTACIÓN PORCINA DE CEBO DE 1.999 A 4.400 PLAZAS EN LA PARCELA 41 DEL POLÍGONO 5 EN EL TÉRMINO MUNICIPAL DE BAHABÓN (VALLADOLID), PROMOVIDO POR ALBERTO Y EDUARDO, S.C.

            El titular de la Consejería de Fomento y Medio Ambiente, en virtud de las atribuciones conferidas por el artículo 52 del texto refundido de la Ley de Prevención Ambiental de Castilla y León, aprobado por Decreto Legislativo 1/2015, de 12 de noviembre, es el órgano administrativo de medio ambiente competente para ejercer, en el ámbito territorial de la Comunidad de Castilla y León, las funciones fijadas para dicho órgano por el artículo 11 de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación ambiental, en relación con los proyectos que deban ser autorizados o aprobados por la Administración de la Comunidad de Castilla y León.

El proyecto se somete al procedimiento de evaluación de impacto ambiental ordinaria en aplicación de lo dispuesto en el artículo 7.1 de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación ambiental, al estar incluido en su Anexo I, Grupo I, a) Instalaciones destinadas a la cría de animales en explotaciones ganaderas reguladas por el Real Decreto 348/2000, de 10 de marzo, por el que se incorpora al ordenamiento jurídico la Directiva 98/58/CE, relativa a la protección de los animales en las explotaciones ganaderas y que superen las siguientes capacidades: 2.000 plazas para cerdos de engorde.

Mediante ORDEN FYM/991/2016, de 17 de noviembre, modificada por ORDEN FYM/460/2018, de 20 de abril, se delegan competencias en materia de Evaluación de Impacto Ambiental en los titulares de las delegaciones territoriales de la Junta de Castilla y León, concretamente la competencia para dictar la declaración de impacto ambiental de los proyectos y de sus modificaciones incluidas en el Anexo I. Ganadería de la citada Ley 21/2013, de 9 de noviembre.
DESCRIPCIÓN DEL PROYECTO

           El proyecto prevé la ampliación de una explotación de porcino de cebo con censo máximo de 4.400 animales.

La explotación existente consta de una nave de 1.979 m2, edificio de servicios, sondeo, caseta depósito, balsa de 7.886 m3, equipo de desinfección y generador. 

Se construirán 2 naves más para alojamiento de los cerdos de dimensiones 1.950 m2 y 374 m2, respectivamente. Las naves grandes alojarán 2.000 cerdos de cebo, cada una, y la menor 400 cerdos de cebo.

La explotación se localiza en la parcela 41 del polígono 5 del término municipal de Bahabón (Valladolid), con una superficie de 6,3591 ha.

La producción estimada de purines es de 9.460 m3. Los suelos agrícolas donde se realizará el abonado se localizan en término municipales calificados como zonas vulnerables y no vulnerables a la contaminación de las aguas por nitratos procedentes de fuentes de origen agrícola y ganadero.

ESTUDIO DE IMPACTO AMBIENTAL

             El estudio de impacto ambiental analiza los factores ambientales afectados, evalúa los impactos sobre ellos y propone medidas correctoras; la eficacia de éstas se valorará en el Programa de Vigilancia Ambiental.

TRAMITACIÓN DEL EXPEDIENTE

Solicitud de inicio del procedimiento.- Con fecha 22 de mayo de 2017, D. Eduardo Chavida presenta en el Registro de la Delegación Territorial de la Junta de Castilla y León en Segovia, solicitud de inicio de evaluación de impacto ambiental y de autorización ambiental adjuntando proyecto de construcción y estudio de impacto ambiental.

Información Pública.- De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 16 del texto refundido de la Ley de Prevención y Control Integrados de la Contaminación, aprobado mediante Real Decreto Legislativo 1/2016, de 16 de diciembre, y en el artículo 13 del texto refundido de la Ley de Prevención Ambiental de Castilla y León, aprobado por Decreto Legislativo 1/2015, de 12 de noviembre, la Delegación Territorial de la Junta de Castilla y León en Valladolid acuerda someter conjuntamente al trámite de información pública la solicitud de autorización ambiental y evaluación de impacto ambiental, mediante anuncio publicado en el “Boletín Oficial de Castilla y León” nº 143, de 27 de julio de 2017. Del mismo modo, el anuncio referente a la información pública se remitió al Ayuntamiento de Bahabón para su exposición en el tablón de anuncios del Ayuntamiento durante un plazo de 30 días.

Se han producido alegaciones por parte de Dª. Alicia Molpeceres Pérez; alega que este tipo de proyectos están incluidos dentro del catálogo de actividades potencialmente contaminadoras de la atmósfera por la posibilidad de generar malos olores y la transmisión de enfermedades infectocontagiosas; indica que el consumo de agua será muy elevado; que los purines contribuyen a contaminar los acuíferos con nitratos; que las naves actuales están a unos 100 m. de la fuente de Minguela, donde nace el arroyo Valcorba y que esta fuente ha sido tradicionalmente lugar de paseo y de recreo para los vecinos y  que la construcción de pozos de riego en la zona ha hecho que la fuente se seque en verano; que el foso de purines de la nave existente, a unos 100 m. de la fuente, está en la zona donde comienza la caída hacia el valle, lugar más propicio para que una filtración ocasional provoque una catástrofe; que otro agravante son los productos que se aplican en la desinfección de las naves; que se generarían metano y amoniaco; y que Minguela constituye un yacimiento arqueológico de dimensiones considerables.

También se han recibido alegaciones de Dª Beatriz Herguedas Cano que, además de lo referido por la anterior alegante, indica que cercana al lugar también se encuentra la fuente de Cerquilla, de la que se abastece el pueblo en situaciones de necesidad y, al lado de ésta, los restos de un humedal de dimensiones considerables que se secó definitivamente a consecuencia de las perforaciones subterráneas; alega que Minguela constituye un paisaje de singular belleza y biodiversidad y enumera las especies que allí se encuentran; además que la fuente de Minguela es un lugar donde mucha gente se acercaba a hacer deporte y que se está viendo afectada por el olor de los cerdos.

En respuesta a las alegaciones presentadas, el promotor indica que las naves ganaderas existentes y proyectadas se sitúan fuera de la zona de policía establecida en el Reglamento del Dominio Público Hidráulico; que la explotación se adecúa al RD 324/2000, de 3 de marzo, por el que se establecen normas básicas de ordenación de las explotaciones porcinas en todos sus aspectos; que la explotación cuenta con un plan de gestión de deyecciones y que la aplicación al terreno se lleva a cabo siguiendo las buenas prácticas agrícolas; que los medicamentos se aplican a los animales en dosis adecuadas para su completa asimilación; que para la limpieza de las instalaciones se utilizan productos biodegradables y que la explotación cuenta con contenedores estancos para el almacenamiento de cadáveres.

Además, en cumplimiento de lo establecido en el artículo 37 de la citada Ley 21/2013, de 9 de diciembre, se realizó consulta a las siguientes Administraciones públicas afectadas y personas interesadas:

· Confederación Hidrográfica del Duero. 

· Servicio Territorial de Agricultura y Ganadería, que emite informe.

· Servicio Territorial de Cultura y Turismo, que emite informe.

· Diputación Provincial de Valladolid, que emite informe.

· Ayuntamiento de Bahabón.

· Unidad de Ordenación y Mejora del Servicio Territorial de Medio Ambiente, que emite informe.

· Ecologistas en Acción de Valladolid.

· FACUA.

Afección a Red Natura 2000.- .- Consta en el expediente informe emitido el 4 de abril de 2018 por el Servicio Territorial de Medio Ambiente de Valladolid en cuanto a las afecciones que puede generar el proyecto sobre el medio natural, en el que se indica que no existe coincidencia geográfica del proyecto con Espacios Naturales Protegidos, Red Natura 2000, ámbito de aplicación de planificación de especies, Catálogo de Flora Protegida de Castilla y León, Catálogo Regional de Árboles Notables, Zonas húmedas catalogadas y Montes de Utilidad Pública y concluye que el proyecto no tendrá efectos negativos apreciables sobre los elementos del medio natural.

No obstante, indica que el ámbito del proyecto, en su linde oeste es colindante con la vía pecuaria Cordel de Campaspero, utilizándose el camino que por ella transcurre como acceso a la explotación. Por ello, se tendrá especial cuidado en no alterar la continuidad de su trazado y del posible tránsito ganadero
Afección al Patrimonio.- Consta en el expediente informe remitido desde el Servicio Territorial de Cultura y Turismo de Valladolid en el que se indica que el proyecto fue informado favorablemente por el Delegado Territorial tras el informe previo de la Comisión Territorial de Patrimonio Cultural de Valladolid en sesión de 9 de mayo de 2018.

De conformidad con lo dispuesto en la normativa de evaluación de impacto ambiental de aplicación, la Comisión Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo de Valladolid, en ejercicio de las competencias atribuidas por el Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y el funcionamiento de las Comisiones Territoriales de Medio Ambiente y Urbanismo y del Consejo de Medio Ambiente, Urbanismo y Ordenación del Territorio de Castilla y León, y constituida según lo dispuesto en el citado Decreto, formula la siguiente
PROPUESTA DE DECLARACIÓN DE IMPACTO AMBIENTAL
La Comisión Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo de Valladolid determina, a los solos efectos ambientales, informar FAVORABLEMENTE el desarrollo del proyecto referenciado, siempre y cuando se cumplan las condiciones que se establecen en esta Declaración, sin perjuicio del cumplimiento de la normativa urbanística o de otra normativa vigente que pudiera impedir o condicionar su realización.

1. Actividad evaluada.- La presente Declaración se refiere al proyecto de ampliación de explotación porcina de cebo de 1.999 a 4.400  plazas en la parcela 41 del polígono 5 del término municipal de  Bahabón (Valladolid), su estudio de impacto ambiental, de mayo de 2017, y demás información y documentación contenida en el expediente.
2. Autorizaciones.- Se solicitarán y obtendrán las preceptivas autorizaciones necesarias para el desarrollo de la actividad, entre otras la Autorización Ambiental.
3. Medidas protectoras.-
Las medidas preventivas y/o correctoras, a efectos ambientales, a las que queda sujeto el proyecto, son las siguientes, además de las contempladas en el estudio de impacto ambiental y en lo que no contradigan a las mismas:
a) Distancias preceptivas.- Las instalaciones proyectadas deberán guardar las distancias preceptivas con respecto a núcleos urbanos, vías de comunicación, límites de parcela, recursos hídricos, granjas, industrias e instalaciones diversas y otros elementos sensibles, establecidas en la normativa sectorial, urbanística o de cualquier otro tipo que sea de aplicación, tanto por lo que se refiere a su ubicación como para la aplicación controlada de los purines que se generen en la explotación.
b) Almacenamiento de purín.-
La capacidad útil de la balsa para el almacenamiento de purines, ubicada en el exterior de la nave, deberá ser suficiente para su retención durante los períodos o épocas en que no sea posible o no esté permitida su aplicación al terreno y, en todo caso, para un período no inferior a tres meses, según lo estipulado en el Real Decreto 324/2000, de 3 de marzo, por el que se establecen normas básicas de ordenación de las explotaciones porcinas.
De acuerdo con lo anterior y teniendo en cuenta la capacidad ganadera de granja y la gestión de las deyecciones mediante valorización agrícola, se estima suficiente el volumen de almacenamiento de la balsa de purines, con una capacidad de 7.786 m3, con independencia del volumen acumulable bajo los emparrillados del interior de la nave y de los márgenes de seguridad apropiados. En ningún caso podrán almacenarse purines fuera de las instalaciones previstas para este fin.

La balsa de purines estará impermeabilizada y carecerá de salidas o desagües a cotas inferiores a la de su máximo nivel. Deberá disponer de una valla metálica perimetral para impedir el acceso incontrolado de personas y animales y contará con un dispositivo adecuado que permita la salida en caso de caída accidental.

Se mantendrá en perfecto estado de conservación, garantizando en todo momento las condiciones de seguridad, estanqueidad y capacidad de almacenamiento.

c) Gestión de purines.- Teniendo en cuenta los datos aportados en la memoria técnica, el purín producido en la explotación se gestionará mediante utilización como abono orgánico-mineral en la superficie propuesta en la documentación, según contratos aportados. Cualquier variación de dicha gestión deberá ser comunicada al Servicio Territorial de Medio Ambiente de Valladolid.
El titular de la explotación, para la gestión correcta de los purines, deberá tener en cuenta lo establecido en el Real Decreto 261/1996, de 16 de febrero, sobre la protección de las aguas contra la contaminación producida por los nitratos procedentes de fuentes agrarias, y las medidas incluidas en el Código de Buenas Prácticas Agrarias, aprobado por Decreto 40/2009, de 25 de junio, por el que se designan las zonas vulnerables a la contaminación de las aguas por nitratos procedentes de fuentes de origen agrícola y ganadero, y se aprueba el Código de Buenas Prácticas Agrarias, las Ordenanzas Municipales que resulten de aplicación, las características particulares de los terrenos y las necesidades de los cultivos.

Se preverá la aplicación del purín en las dosis y épocas más apropiadas para conseguir un grado óptimo de asimilación por las plantas, reduciendo al mínimo las pérdidas por escorrentía o infiltración de nutrientes y el riesgo de contaminación del entorno.

El promotor se responsabilizará de la adecuada gestión de los purines producidos en su explotación y de la utilización de los medios necesarios para su adecuada distribución e inmediata incorporación al terreno.

d) Base territorial.- Deberá permanecer ligada de forma continua con la explotación citada la superficie agrícola útil necesaria para cumplir lo establecido en el citado Real Decreto 261/1996, de 16 de febrero, y demás legislación aplicable y que permita llevar a cabo, en todo momento, una correcta gestión de los purines. En consecuencia, para la distribución y aplicación del purín producido anualmente en la totalidad de la explotación, se estima admisible la utilización de la superficie de 96,09 ha, y se considera acreditada su disponibilidad.

Cualquier cambio en la superficie agrícola destinada a este fin deberá ser comunicado al Servicio Territorial de Medio Ambiente de Valladolid.

e) Libro de registro.- Se dispondrá en la granja de un libro de registro de las operaciones de aplicación al terreno de los purines producidos, teniendo como referencia lo establecido en la Orden MAM/1260/2008, de 4 de julio, por la que se establece el modelo de libro de registro de operaciones de gestión de deyecciones ganaderas para las actividades e instalaciones ganaderas en la Comunidad de Castilla y León, en el que constarán los transportes realizados, anotándose las fechas de distribución, volúmenes evacuados, parcelas de destino, dosis aproximada de abonado con purín en cada una, expresado en t/ha, plazo de enterrado y cultivo previsto. El Libro de Registro estará a disposición de las administraciones competentes para su comprobación y control.

f) Reducción de residuos.- Para minimizar la producción de purines y lixiviados, se controlarán los consumos de agua, se corregirán las pérdidas o fugas y se efectuará la limpieza con sistemas de alta presión.

Se establecerá un sistema de evacuación de las aguas pluviales que deberá ser canalizado al terreno, de forma que no se produzcan encharcamientos ni se modifiquen las condiciones de escorrentía superficial, evitando, a su vez, el contacto con elementos contaminantes (residuos ganaderos, desperdicios, etc.).

g) Prevención de la contaminación.- Deberán realizarse operaciones periódicas de revisión de la balsa y de las conducciones, así como de la solera de las naves y de cualquier superficie que esté en contacto con las deyecciones ganaderas, a fin de garantizar su buen estado de conservación, evitando o corrigiendo cualquier alteración que pueda reducir sus condiciones de seguridad, estanqueidad, resistencia a largo plazo y capacidad de almacenamiento, para así evitar filtraciones al terreno y prevenir la contaminación de aguas subterráneas y superficiales.
h) Producción de olores y molestias.- Con el fin de atenuar la producción de olores molestos y reducir su dispersión, se utilizarán las mejores técnicas disponibles que sean de aplicación o se pondrán en práctica, en su caso, otras medidas que incluya al efecto el Código de Buenas Prácticas Agrarias de Castilla y León.
El transporte de purín se efectuará preferentemente por el exterior de los núcleos urbanos, salvo que se utilice un sistema de transporte suficientemente estanco e inodoro. En cuanto a su aplicación al terreno, se respetarán los fines de semana, los días festivos y las distancias prudenciales a zonas sensibles y lugares habitados que se especifiquen en la normativa al efecto, incorporándose al suelo el mismo día de su esparcido por el terreno, excepto en aquellos casos en que la naturaleza del mismo lo impida. En cuanto a estos extremos, se tendrá en cuenta, en su caso, lo establecido al respecto en las ordenanzas municipales de aplicación.

i) Protección de las aguas.-
En ningún caso se realizarán vertidos directos de efluentes sin tratar a las aguas superficiales, ni a los terrenos próximos a ellas, colindantes o no. Deberá cumplirse lo establecido al efecto en el Real Decreto 849/1986, de 11 de abril, por el que se aprueba el Reglamento del Dominio Público Hidráulico.

j) Protección de la atmósfera.- Deberá cumplirse lo establecido en la Ley 34/2007, de 15 de noviembre, de Calidad del Aire y Protección de la Atmósfera, así como en el Real Decreto 100/2011, de 28 de enero, por el que se actualiza y se establecen las disposiciones básicas para su aplicación.
k) Residuos sanitarios.- Los residuos de medicamentos y los procedentes de tratamientos veterinarios deberán gestionarse conforme establece la Ley 22/2011, de 28 de julio, de residuos y suelos contaminados y el Decreto 204/1994, de 15 de septiembre, de Ordenación de la Gestión de los Residuos Sanitarios. Para ello, el promotor deberá concertar con gestores autorizados un sistema de recogida selectiva y retirada de los envases y productos de desecho, así como otros procedentes de los tratamientos zoosanitarios, productos desinfectantes y cualquier otro tipo de residuo peligroso generado en la granja. La granja mantendrá un registro de las operaciones de gestión de residuos zoosanitarios, donde se anoten cantidades producidas, tiempo de almacenamiento y gestión final de dichos residuos. Todos los libros de registro mencionados estarán a disposición de las administraciones competentes para su comprobación y control.
La explotación contará con una zona específica en el interior de las naves para el almacenamiento de los residuos, tanto infecciosos como químicos, hasta su recogida por gestor autorizado.

l) Otros residuos.- Los residuos producidos en la explotación se gestionarán según establece la normativa vigente en materia de residuos y, concretamente, conforme a lo dispuesto en la citada Ley 22/2011, de 28 de julio.
m) Eliminación de cadáveres.- 
En cuanto a la eliminación de cadáveres y otros subproductos animales se cumplirá lo dispuesto en el Reglamento (CE) n.° 1069/2009 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 21 de octubre de 2009, por el que se establecen las normas sanitarias aplicables a los subproductos animales y los productos derivados no destinados al consumo humano y en el Real Decreto 1528/2012, de 8 de noviembre, que establece las disposiciones específicas de aplicación de la normativa comunitaria sobre la materia, en el Reglamento General de Sanidad Animal de Castilla y León, aprobado por Decreto 266/1998, de 17 de diciembre, así como en cualquier otra normativa aplicable.
El promotor deberá mantener suscrito un contrato, con gestor autorizado, para la retirada y gestión de los cadáveres y otros subproductos animales generados, adecuado a la capacidad de la explotación.

n) Contaminación acústica.- Se cumplirán los límites sonoros y de vibraciones establecidos en la Ley 5/2009, de 4 de junio, del Ruido de Castilla y León, tanto en la fase de ejecución como en la de funcionamiento del proyecto.
ñ)
Contaminación lumínica.- Se reducirá al máximo la iluminación nocturna hacia el exterior. La iluminación en las edificaciones evitará en lo posible la difusión innecesaria de luz.

o)
Integración paisajística.- Los acabados exteriores de cubiertas, cerramientos y silos presentarán tonalidades cromáticas acordes con las características del entorno y las tradiciones locales, y cumpliendo en todo caso lo previsto al efecto en la normativa urbanística vigente.

p)
Cese de actividad.- Si por cualquier causa cesara la actividad, de forma temporal o permanente, deberá elaborarse un plan de actuación que se presentará ante las administraciones competentes para su aprobación. Este plan indicará la forma de evacuación y gestión del purín, en su caso, de los residuos de demolición, así como la adopción de las medidas necesarias para evitar impactos ambientales y paisajísticos, según lo establecido en la normativa vigente que sea de aplicación.

4. Programa de vigilancia ambiental.-  Se complementará el programa de vigilancia ambiental contenido en el estudio de impacto ambiental, de forma que contemple las medidas protectoras incluidas en esta declaración y se facilite el seguimiento de las actuaciones proyectadas, durante la fase de obras, así como en las fases de funcionamiento y de abandono de la explotación.

5. Comunicación de inicio de actividad.- En cumplimiento con lo establecido en el artículo 43.1 de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación ambiental, el promotor deberá comunicar al órgano ambiental la fecha de comienzo de la ejecución del proyecto. Además, de acuerdo con el artículo 60 del texto refundido de la Ley de Prevención Ambiental de Castilla y León aprobado por Decreto Legislativo 1/2015, de 12 de noviembre, el promotor deberá comunicar asimismo, al órgano ambiental, las fechas de final de las obras y de comienzo de la fase de explotación.

6. Protección del patrimonio cultural y arqueológico.- Si apareciesen restos arqueológicos en el curso de las obras, se paralizarán las obras en la zona afectada, procediendo el promotor a ponerlo en conocimiento de la Delegación Territorial de la Junta de Castilla y León en Valladolid, que dictará las normas de actuación que procedan. En cualquier caso, se atenderá a lo dispuesto en la Ley 12/2002, de 11 de julio, de Patrimonio Cultural de Castilla y León y demás normativa aplicable, en lo que se refiere a eventuales hallazgos que pudieran producirse.

7. Modificaciones.- Toda modificación significativa sobre el proyecto evaluado que pudiera producirse con posterioridad a esta misma declaración, deberá ser notificada previamente a la Delegación Territorial de la Junta de Castilla y León en Valladolid, que prestará su conformidad, si procede, sin perjuicio de la tramitación de las licencias o permisos que en su caso correspondan. Se consideran exentas de esta notificación, a efectos ambientales, las modificaciones que se deriven de la aplicación de las medidas correctoras de esta Declaración.

Las condiciones recogidas en esta Declaración de Impacto Ambiental podrán modificarse cuando concurra alguna de las circunstancias recogidas en el artículo 44 de la citada Ley 21/2013, de 9 de diciembre.

8. Informes periódicos.- Deberá presentarse anualmente, desde la fecha de esta declaración, un informe sobre el desarrollo del programa de vigilancia ambiental al Servicio Territorial de Medio Ambiente de Valladolid.

9. Seguimiento y vigilancia.- El seguimiento y vigilancia del cumplimiento de lo establecido en esta declaración de impacto ambiental corresponde a los órganos competentes por razón de la materia, facultados para el otorgamiento de la autorización del proyecto, sin perjuicio de que el órgano ambiental pueda recabar información de aquéllos al respecto, así como efectuar las comprobaciones necesarias en orden a verificar el cumplimiento del condicionado ambiental.

10. Vigencia de la declaración de impacto ambiental.- Esta declaración de impacto ambiental perderá su vigencia y cesará en la producción de los efectos que le son propios si, una vez publicada en el «Boletín Oficial de Castilla y León», no se hubiera comenzado la ejecución del proyecto o actividad en el plazo de cuatro años, a cuyo efecto el promotor deberá comunicar al órgano ambiental, con antelación suficiente, la fecha de comienzo de ejecución del proyecto. A solicitud del promotor, el órgano ambiental podrá prorrogar su vigencia conforme a lo establecido en el artículo 43 de la citada Ley 21/2013, de 9 de diciembre.
11. Publicidad de la autorización del proyecto.- Conforme a lo establecido en el artículo 42 de la citada Ley 21/2013, de 9 de diciembre, el órgano sustantivo que autorice o apruebe la actuación a que se refiere esta declaración deberá remitir al «Boletín Oficial de Castilla y León», en el plazo de 15 días desde que se adopte la decisión de autorizar o denegar el proyecto, un extracto del contenido de dicha decisión.

Asimismo publicará en su sede electrónica la decisión sobre la autorización o denegación del proyecto y una referencia del boletín oficial en el que se publicó la declaración de impacto ambiental.

             Al finalizar la exposición por el Técnico del Servicio Territorial de Medio Ambiente de Valladolid, el vocal representante de las organizaciones no gubernamentales vota en contra del asunto abordado debido al apoyo que la organización no gubernamental a la que representa ofrece a la campaña: NO MÁS CERDOS, además de estar a favor de las alegaciones en contra del proyecto de ampliación de la explotación porcina. Los cerdos, a su entender, no benefician a nadie ni económicamente ni medio ambientalmente pues producen una gran contaminación.

              El técnico que explica la cuestión contesta que las personas alegantes no habitan en el municipio donde se ubica la ampliación de la explotación sino en Getafe y en Valladolid, por un lado y respecto a la gran contaminación que producen los residuos de purines, su gestión viene convenientemente acreditada en la documentación.
       Por último, el vocal representante de las organizaciones no gubernamentales vuelve a insistir en que la gestión de los residuos de purines es un problema aún no resuelto en Castilla y León.

3.- EXPEDIENTES DE ACTIVIDADES O PROYECTOS SOMETIDOS AL PROCEDIMIENTO SIMPLIFICADO DE E.I.A., SEGÚN LA TRAMITACIÓN ESTABLECIDA EN EL ANEXO II DE LA LEY 21/2013, DE 9 DE DICIEMBRE, DE EVALUACIÓN AMBIENTAL.

B.3.1. EIA-VA-2015-26: PROYECTO DE AUMENTO DE LA CAPACIDAD DE PRODUCCIÓN DE PRODUCTOS NO ESTERÓIDES EN LA PLANTA DE CRYSTAL PHARMA en BOECILLO. Solicitado por CRYSTAL PHARMA, S.A.U.

La Delegación Territorial, es el órgano administrativo de medio ambiente competente para ejercer en el ámbito de la Comunidad de Castilla y León, las funciones fijadas en el artículo 11.2 de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de Evaluación Ambiental, en virtud del artículo 52.2.b) del Decreto Legislativo 1/2015, de 12 de noviembre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de Prevención Ambiental de Castilla y León.

Conforme al artículo 61.2 del Decreto Legislativo 1/2015, de 12 de noviembre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de Prevención Ambiental de Castilla y León, la Comisión Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo, es el órgano de prevención ambiental encargado de formular la propuesta de declaración de impacto ambiental en los expedientes de evaluación de impacto ambiental relativos a los proyectos no contemplados en el artículo 62.1 del citado Decreto Legislativo.

El artículo 7.1.b) de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación ambiental, establece que serán objeto de una evaluación de impacto ambiental ordinaria, entre otros, los proyectos incluidos en el apartado 2 (evaluación de impacto ambiental simplificada), cuando así lo decida caso por caso el órgano ambiental, en el informe de impacto ambiental. Por otra parte, el artículo 49 del Decreto Legislativo 1/2015, de 12 de noviembre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de Prevención Ambiental de Castilla y León recoge que se someterán a evaluación de impacto ambiental ordinaria los proyectos para los que así se establezca en la legislación básica en materia de evaluación de impacto ambiental. 
Mediante Resolución de 29 de febrero de 2016 de la Delegación Territorial de la Junta de Castilla y León en Valladolid, se hizo público el informe de impacto ambiental del proyecto de referencia, en la que se resolvía que el aumento de capacidad productiva en la planta de Crystal Pharma S.A.U. localizada en el término municipal de Boecillo (Valladolid), debía someterse a una evaluación de impacto ambiental ordinaria por tener efectos significativos sobre el medio ambiente.

Asimismo, el proyecto se somete al régimen de Autorización Ambiental en virtud de lo establecido en la Ley 16/2002, de 1 de julio, Anejo 1, punto 4.5 “Instalaciones químicas que utilicen un procedimiento químico o biológico para la fabricación de medicamentos, incluidos los productos intermedios”.

Las disposiciones administrativas con las que cuenta la empresa en la actualidad, son las siguientes:

· Resolución de 14 de abril de 2003, de la Consejería de Medio Ambiente, por la que se hace pública la Declaración de Impacto Ambiental sobre el proyecto de planta piloto, oficinas y laboratorios para la fabricación de principios activos farmacéuticos en el Parque Anexo al Parque Tecnológico de Boecillo, promovido por Ragactives S.L.

· Resolución de 22 de octubre de 2008, de la Dirección General de Prevención Ambiental y Ordenación del Territorio por la que se hace pública la Autorización Ambiental a Ragactives S.L. para una planta de fabricación de productos farmacéuticos, en el término municipal de Boecillo.

· Orden FYM/200/2014, de 11 de marzo, por la que se actualiza la Autorización Ambiental otorgada a la planta de fabricación de productos farmacéuticos, titularidad de Crystal Pharma S.A.U., en el término municipal de Boecillo mediante modificación de la Orden de 26 de septiembre de 2008, de la Consejería de Medio Ambiente.

DESCRIPCION DEL PROYECTO

Las características básicas del proceso de producción no van a modificarse, siendo la actividad productiva y los procesos químicos los mismos que en la actualidad se desarrollan. El proceso productivo realizado se desarrolla en los laboratorios y en la planta de síntesis. En los laboratorios se realizan investigación y desarrollo de procesos de principios activos farmacéuticos y otros productos de química fina. Por otra parte, en la planta de síntesis se realizan los procesos de síntesis química para los distintos tipos de productos. La ampliación de la actividad se localizará en las instalaciones donde actualmente la empresa desarrolla los procesos de fabricación de principios activos farmacéuticos: parcelas 2 y 3 del Parque Tecnológico de Boecillo “Las Arroyadas”. Cada parcela tiene una superficie de 2.500 m2, ubicándose en la parcela 2 los laboratorios y las oficinas, y en la parcela 3 la planta de síntesis y los edificios de servicios y almacén. 

Según el proyecto, no será necesario realizar ninguna nueva construcción, necesitándose únicamente la instalación de un sotechado lateral para ubicación temporal de residuos. Seguirán por lo tanto en funcionamiento los laboratorios, planta de síntesis y los almacenes de disolventes y productos corrosivos.  

El incremento productivo prevé el aumento en más de un 50% las cantidades finales anuales. La producción anual máxima autorizada es de 600 kg, y se estima que si las demandas de mercado lo exigen, podría llegarse a producir una cantidad máxima de 4,5 toneladas al año.   

La ampliación productiva afectará en mayor o menor medida en cada caso a los consumos actuales de agua (procedente de la red de abastecimiento del Parque Tecnológico), de energía eléctrica, combustibles y materias primas necesarias. También se producirá un aumento de las emisiones fijas de proceso y de gases de combustión, así como de las emisiones difusas.
En cuanto a los vertidos, siguen sin existir aguas de proceso productivo, generándose únicamente aguas procedentes de los laboratorios, que son entregadas a gestor autorizado. Las aguas fecales y pluviales de escorrentía son evacuadas a la red de evacuación general de aguas residuales del Parque Tecnológico, previo análisis en el punto de toma de muestras existente en la propia fábrica. Seguirá siendo de obligado cumplimiento que el vertido cumpla con los parámetros de la Ordenanza Municipal. 

Sobre la generación de residuos, la instalación cuenta con la consideración de productor de residuos peligrosos, aportando anualmente la relación, gestión y destino de todos los residuos generados. Es de esperar un aumento en la generación de los residuos, incremento que será proporcional a la demanda de los productos que son fabricados, y por tanto del crecimiento de la producción anual. 
En cuanto a las emisiones de ruidos, no se espera un incremento elevado, cumpliendo en todo momento la normativa de aplicación para este tipo de instalaciones.

Emisiones y estudio de focos de emisión: no existirán nuevos focos de emisión. Las principales emisiones serán de dos tipos:

a) Emisiones fijas de gases de combustión, que son generadas por los procesos de combustión de la caldera para la producción de vapor. Los contaminantes emitidos por la caldera son CO, NOx y SO2. Los límites de emisión fijados por la Autorización Ambiental no han sido rebasados. Por otra parte, y para reducir las emisiones se utilizará gas natural como combustible.
b) Emisiones fijas de proceso, que serán a su vez de dos clases: gases de reacción generados en las reacciones de síntesis de los productos que son emitidos después de ser depurados en campanas extractoras situadas en los laboratorios. En segundo lugar, las emisiones de proceso, que generan compuestos orgánicos volátiles en diversos momentos de la actividad. Los límites de emisión reglamentarios tampoco han sido superados, utilizándose para la reducción de las emisiones torres de lavado de gases o scrubber que neutralizan los gases contaminantes y retienen los compuestos orgánicos volátiles, cumpliéndose los valores establecidos en el Real Decreto 117/2003, de 31 de enero, de limitación de emisiones de compuestos orgánicos volátiles debidas al uso de disolventes en determinadas actividades. 
Sobre la protección de suelos, la instalación cuenta con el necesario informe preliminar de situación de suelos. En el año 2014, y después de procederse a la actualización de la autorización ambiental otorgada, se incorporó para su obligado cumplimiento el documento denominado “Evaluación de riesgos de la contaminación de suelos y aguas subterráneas”. En dicho documento se incrementan las medidas de protección y controles que deben llevarse a cabo.

ESTUDIO DE IMPACTO AMBIENTAL

El estudio de impacto ambiental analiza el ámbito territorial en que el proyecto se llevará a cabo, describiendo los potenciales impactos en el medio, e incluyendo medidas protectoras y correctoras aplicables. También se ha realizado un estudio de alternativas al proyecto (no realización del proyecto, fabricación en otras localizaciones, fabricación de productos esteroideos). En la elaboración del estudio de impacto ambiental y en la elección de alternativas y medidas a tener en cuenta en el proyecto, se ha tenido en cuenta la Guía de Mejores Técnicas Disponibles del Sector Química Fina Orgánica, que contiene recomendaciones que han sido recogidas en el proyecto, como por ejemplo: confinamiento de equipos y cierre de las eventuales aberturas para minimizar las emisiones incontroladas, operaciones de secado efectuadas en circuitos cerrados, con condensadores para la recuperación de los disolventes, garantizar la estanqueidad de equipos de proceso, especialmente de los reactores, inertización por vaciado, minimizar los caudales volumétricos de las emisiones gaseosas procedentes de las destilaciones optimizando el diseño del condensador, posibilidad de reutilizar el disolvente de acetato de etilo, eliminación de las partículas de distintas emisiones gaseosas aplicando técnicas como filtros de mangas, filtros de tela, ciclones, scrubber o precipitación electrostática por vía húmeda para conseguir reducción de niveles, y filtros HEPA para minimizar la emisión.

En el estudio de impacto ambiental también se realiza una evaluación de los posibles efectos sinérgicos que pudieran ocurrir por la presencia de otras instalaciones en la zona y otros factores que se considere que puedan influir de forma desfavorable, concluyéndose que la mayor parte de las instalaciones existentes en el entorno no llevan a cabo procesos productivos en los que pudieran darse emisiones de gases contaminantes, y las que lo hacen, producen emisiones de escasa relevancia. Además, con respecto a las emisiones por tráfico rodado, las principales carreteras de la zona (CL-600 y N-601) se encuentran a una distancia considerable del perímetro del Parque Tecnológico de Boecillo.

El Programa de Vigilancia Ambiental define el sistema de vigilancia que garantizará la ejecución correcta de las medidas protectoras y correctoras, estableciendo los parámetros a controlar y su periodicidad. 

TRAMITACION Y ANÁLISIS TÉCNICO DEL EXPEDIENTE

Mediante la ya citada Resolución de 29 de febrero de 2016 de la Delegación Territorial de la Junta de Castilla y León en Valladolid, se hizo público el informe de impacto ambiental del proyecto de referencia, en la que se resolvía que el aumento de capacidad productiva debía someterse a una evaluación de impacto ambiental ordinaria por tener efectos significativos sobre el medio ambiente

En el trámite de evaluación de impacto ambiental simplificada, y de acuerdo con lo establecido en el artículo 46 de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación ambiental, se solicitó informe a las siguientes Administraciones e Instituciones:

· Confederación Hidrográfica del Duero, que emitió informe.

· Diputación de Valladolid, que informa.

· Ayuntamiento de Boecillo, que emitió informe.

· Ecologistas en Acción de Valladolid.

· Servicio de Evaluación Ambiental y Auditorías Ambientales de la Consejería de Fomento y Medio Ambiente, que emite informe.

· Servicio de Prevención Ambiental y Cambio Climático de la Consejería de Fomento y Medio Ambiente.

· Servicio de Control de la Gestión de los Residuos de la Consejería de Fomento y Medio Ambiente., que informa.

· Servicio Territorial de Industria, Comercio y Turismo, emite informe.

· Agencia de Protección Civil de la Junta de Castilla y León, que informó el proyecto.

Información pública. En cumplimiento de lo establecido en el artículo 36.1 de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación ambiental, el estudio de impacto ambiental fue sometido por la Dirección General de Calidad y Sostenibilidad al correspondiente trámite de información pública. El anuncio se publicó en el Boletín Oficial de Castilla y León nº 235, de 11 de diciembre de 2017, y en el Ayuntamiento de Boecillo, dando participación en el procedimiento a las personas interesadas. No se han presentado alegaciones al proyecto y estudio de impacto ambiental. 

Consta en el expediente Informe relativo a las afecciones al medio natural del proyecto de fecha 16 de marzo de 2017, en el que se recoge que no existe coincidencia geográfica del proyecto con la Red Natura 2000, ni se prevé la existencia de afecciones indirectas, ya sea individualmente o en combinación con otros, que pudieran causar perjuicio a la integridad de cualquier lugar incluido en aquella.

Visto lo anterior, la Comisión Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo de Valladolid, en ejercicio de las competencias atribuidas por el Decreto 35/2017, de 16 de noviembre, por el que se modifica el Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y el funcionamiento de las Comisiones Territoriales de Medio Ambiente y Urbanismo y del Consejo de Medio Ambiente, Urbanismo y Ordenación del Territorio de Castilla y León, y constituida según lo dispuesto en el citado Decreto, acuerda la siguiente propuesta:
DECLARACIÓN DE IMPACTO AMBIENTAL


      La Delegación Territorial de la Junta de Castilla y León en Valladolid resuelve informar FAVORABLEMENTE el desarrollo del proyecto, siempre y cuando se cumplan las condiciones de esta declaración, sin perjuicio del cumplimiento de otras normas vigentes que pudieran impedir o condicionar su realización.

1. Proyecto evaluado.- La presente declaración se refiere al “Proyecto de aumento de la capacidad de producción de la planta de Crystal Pharma, en Boecillo (Valladolid) promovido por Crystal Pharma  S.A.U., y su estudio de impacto ambiental del proyecto realizado en noviembre de 2016 y documentación complementaria de febrero de 2017 y marzo de 2018.
2. Autorizaciones.- Deberán obtenerse las autorizaciones que sean necesarias para el desarrollo y funcionamiento de la ampliación del proyecto, entre las que cabe destacar la modificación de la Autorización Ambiental del proyecto, así como de las autorizaciones correspondientes en materia de residuos.

3. Afecciones a Red Natura 2000.- La actividad no se desarrollará sobre espacios protegidos y/o Red Natura 2000, y puesto que se trata de una modificación de una actividad existente y ubicada en zona industrial, no parece que este tipo de actuaciones puedan tener incidencia negativa sobre Hábitats de Interés Comunitario o posibles especies catalogadas.

4. Medidas protectoras y correctoras.- Las medidas preventivas y correctoras, a efectos ambientales, a las que quedan sujetas la ejecución y desarrollo del proyecto son las siguientes y las contenidas tanto en el estudio de impacto ambiental como el proyecto de ampliación, en lo que no contradigan a las presentes:

a) Protección de las aguas subterráneas y superficiales.- Se garantizará la no afección a los cursos de agua por vertidos contaminantes que pudieran producirse accidentalmente durante la fase de funcionamiento de las instalaciones. Con este fin se preverán las medidas adecuadas que garanticen, como hasta el momento, un correcto drenaje y recogida de los diversos tipos de sustancias. Se mantendrán los caudales y valores límite de las aguas sanitarias y pluviales regulados en la Autorización de Vertido, garantizándose la Ordenanza Municipal de Vertidos, así como las analíticas de los puntos de control existentes en la actualidad. Si existieran modificaciones significativas en aspectos cualitativos o cuantitativos del vertido que generado por el Parque Tecnológico, fruto de la nueva actividad, la Administración municipal deberá solicitar ante la Confederación Hidrográfica del Duero la revisión de la Autorización de vertido otorgada al Ayuntamiento correspondiente al Parque Tecnológico de Boecillo.

b) Protección de la atmósfera.- Con carácter general, en materia de emisiones a la atmósfera, se cumplirá lo establecido en la Ley 34/2007, de 15 de noviembre, de Calidad del Aire y Protección de la Atmósfera; en el Real Decreto 100/2011, por el que se actualiza el catálogo de actividades potencialmente contaminadoras de la atmósfera y se establecen las disposiciones básicas para su aplicación; el Real Decreto 102/2011, de 28 de enero, relativo a la mejora de la calidad del aire (modificado por el Real Decreto 39/2017, de 27 de enero), y el Real Decreto 117/2003, de 31 de enero, sobre limitación de compuestos orgánicos volátiles debidas al uso de disolventes en determinadas materias.

Los niveles de emisión de contaminantes a la atmósfera deberán cumplir los Valores Límites de Emisión que se impongan en la preceptiva Autorización Ambiental para cada uno de los contaminantes emitidos. Asimismo, se estará a lo que disponga la Autorización Ambiental para el caso de superación de los Valores Límites de Emisión, adoptándose en todo caso las medidas correctoras que fueran necesarias para corregir las causas de la superación.

Las instalaciones de depuración de gases deberán mantenerse en perfecto estado de funcionamiento, para lo que se llevarán a cabo las operaciones de mantenimiento y/o sustitución necesarias.

Las instalaciones para medición y toma de muestras en chimeneas deberán realizarse tomando como referencia lo dispuesto en la Orden del Ministerio de Industria de 18 de octubre de 1976, sobre prevención y corrección de la contaminación atmosférica de origen industrial. 

Se llevarán a cabo controles de las emisiones en los citados focos, tanto internos a realizar por el promotor, como externos a través de Organismos de Control Autorizado (OCA), con la periodicidad, frecuencia, y en las condiciones que determine la citada Autorización. Se aplicarán las metodologías de medición que se indique en la misma.

c) Libros registro.- Deberá disponerse de los correspondientes Libros de Registro de emisiones atmosféricas procedentes de las instalaciones de combustión y de proceso, debidamente diligenciados por el Servicio Territorial de Medio Ambiente de Valladolid. En ellos se anotarán todos los controles realizados.  

d) Protección acústica.- En la fase de funcionamiento no se sobrepasarán los límites de ruido establecidos en la normativa aplicable con respecto a protección acústica, Ley 5/2009, de 4 de julio, del Ruido de Castilla y León.

e) Gestión de residuos.- Todos los residuos, tanto peligrosos como no peligrosos, deberán ser gestionados conforme a lo establecido en la Ley 22/2011, de 28 de julio, de Residuos y Suelos Contaminados, y demás normativa vigente en materia de residuos. Los residuos generados deberán ser entregados a una entidad o empresa autorizada, conforme a la citada Ley. 

El almacenamiento, mezcla, envasado y etiquetado de los residuos deberá efectuarse según las obligaciones establecidas en el artículo 18 de la citada Ley. El almacenamiento de residuos peligrosos se realizará en recinto cubierto dotado de solera impermeable, y en su caso, con sistemas de retención para la recogida de derrames. Deberá tener capacidad de almacenamiento para albergar el total de los residuos peligrosos que se produzcan, en adecuadas condiciones de seguridad.

Deberá disponerse de un archivo, físico o telemático, donde se recoja por orden cronológico, información detallada de la producción y gestión de los residuos. Esta información se mantendrá a disposición de las autoridades competentes a efectos de inspección y control.

Por último, la empresa presentará el correspondiente estudio de minimización de los residuos generados por unidad producida tras la modificación solicitada.

 f) Suelos contaminados.- La actividad se encuentra incluida en el Real Decreto 9/2005, de 14 de enero, por el que se establece la relación de actividades potencialmente contaminantes del suelo y los criterios estándares para la declaración de suelos contaminados, por lo que el titular deberá presentar ante el Servicio Territorial de Medio Ambiente de Valladolid, los informes periódicos de situación del suelo establecidos en el artículo 3.4 de la citada norma.

g) Prevención de accidentes-. Se implementarán todas las medidas propuestas en caso de posibles accidentes o incidentes así como aquellas otras que fueran necesarias, con el fin de evitar o corregir las posibles incidencias ambientales que se produzcan durante el funcionamiento del proyecto.

h) Afecciones medioambientales sobrevenidas.- Cualquier incidente o accidente que se produzca durante el funcionamiento del proyecto con posible incidencia ambiental, deberá comunicarse de inmediato al órgano sustantivo y al Servicio Territorial de Medio Ambiente de Valladolid.

i) Sistema de gestión medioambiental.- Se deberá estudiar la adhesión al Reglamento CE nº 1221/2009 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 25 de noviembre de 2009, relativo a la participación voluntaria de organizaciones en un sistema comunitario de gestión y auditoría medioambientales (EMAS).

j) Cese de actividad.- Si por cualquier circunstancia cesara la actividad de forma temporal o definitiva, deberá establecerse un Plan de Actuación, que deberá detallar entre otros aspectos la gestión prevista para la retirada de todos los residuos y/o productos, y que será presentado previamente al órgano ambiental.

5. Mejores técnicas disponibles. Con independencia de las medidas señaladas, el promotor adoptará, de acuerdo con la normativa aplicable, las mejores técnicas disponibles, tanto en cuanto a explotación como a protección del medio ambiente.

El condicionado de esta declaración de Impacto Ambiental se podrá modificar con el fin de adaptar la ejecución del proyecto a las mejores técnicas disponibles y asegurar la mayor protección ambiental posible. 

6. Modificaciones. Toda modificación significativa sobre las características de las actuaciones proyectadas, que pudiera producirse con posterioridad a esta declaración de impacto ambiental, deberá ser notificada a la Delegación Territorial de la Junta de Castilla y León en Valladolid, que dictará su conformidad si procede, sin perjuicio de las licencias o permisos que, en su caso, correspondan. 
Se consideran exentas de esta notificación, a efectos ambientales, las modificaciones que se deriven de la aplicación de las medidas protectoras de esta declaración. 

Las condiciones recogidas en esta declaración de impacto ambiental podrán modificarse cuando concurra alguna de las circunstancias recogidas en el artículo 44 de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de Evaluación Ambiental. 

El Programa de Vigilancia Ambiental deberá ser objeto de modificaciones cuando la entrada en vigor de nueva normativa o el establecimiento de nuevos conocimientos significativos sobre la estructura y funcionamiento de los sistemas así lo aconsejan al objeto de seguir garantizando la no afección a las poblaciones cercanas y al medio ambiente.
  
7. Comunicación de inicio de actividad. En cumplimiento de lo establecido en el artículo 43.1 de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación ambiental, el promotor deberá comunicar al órgano ambiental la fecha de comienzo de ejecución del proyecto. Además, de acuerdo con el artículo 60 del texto refundido de la Ley de Prevención Ambiental de Castilla y León, aprobado por Decreto Legislativo 1/2015, de 12 de noviembre, el promotor deberá comunicar asimismo al órgano ambiental, la fecha inicio de la operación de aumento de producción.
8. Coordinación técnica.  Para la resolución de las dificultades que pudieran surgir en la aplicación o interpretación en las medidas establecidas en esta declaración, así como para la valoración y corrección de impactos ambiéntales imprevistos deberá contarse con la colaboración técnica del Servicio Territorial de Medio Ambiente de Valladolid que podrá proponer la aplicación de dichas medidas, de acuerdo con las circunstancias que puedan presentarse, así como su adaptación a la nueva normativa ambiental de aplicación que pudiera promulgarse.
9. Programa de Vigilancia Ambiental. Se completará el Programa de Vigilancia Ambiental contenido en el Estudio de Impacto Ambiental, de forma que contemple las medidas protectoras incluidas en esta declaración y facilite el seguimiento de las actuaciones proyectadas. El programa de vigilancia ambiental se presentará ante el Servicio Territorial de Medio Ambiente de Valladolid.
10. Informes periódicos. Anualmente, desde el comienzo de la actividad, se presentará un informe sobre el desarrollo del Programa de Vigilancia Ambiental, en el que se contemple el grado de cumplimiento del mismo.
11. Seguimiento y vigilancia. El seguimiento y vigilancia del cumplimiento de lo establecido en esta declaración de impacto ambiental corresponde a los órganos competentes por razón de la materia, facultados para el otorgamiento de la autorización del proyecto, sin perjuicio de la alta inspección que se atribuye a la Consejería de Fomento y Medio Ambiente como órgano ambiental, que podrá recabar información de aquellos al respecto, así como efectuar las comprobaciones necesarias en orden a verificar el cumplimiento del condicionado ambiental.
12. Vigencia de la declaración de impacto ambiental. Conforme se indica en el artículo 43, apartado 1 de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de Evaluación Ambiental, esta declaración de impacto ambiental perderá su vigencia y cesará en la producción de los efectos que le son propios si, una vez publicada en el «Boletín Oficial de Castilla y León», no se hubiera comenzado su ejecución en el plazo de cuatro años. En tales casos, el promotor deberá iniciar nuevamente el trámite de evaluación de impacto ambiental del proyecto, salvo que se acuerde la prórroga de la vigencia de la declaración de impacto ambiental en los términos previstos en los siguientes apartados del citado artículo.

13. Publicidad del documento autorizado. Conforme a lo establecido en el artículo 42 de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, el órgano sustantivo que autorice o apruebe la actuación a que se refiere esta declaración deberá remitir al Boletín Oficial de Castilla y León, en el plazo de 15 días desde que se adopte la decisión de autorizar o denegar el proyecto, un extracto del contenido de dicha decisión. Asimismo publicará en su sede electrónica la decisión sobre la autorización o denegación del proyecto, y una referencia del boletín oficial en el que se publicó la declaración de impacto ambiental.

B.3.2. EIA-VA-2018-13: PROYECTO DE PLANTA DE TRATAMIENTO Y VALORIZACIÓN DE RESIDUOS NO PELIGROSOS en PEÑAFIEL. Solicitado por GRUPO BEZANA, S.L.

La Delegación Territorial, es el órgano administrativo de medio ambiente competente para ejercer en el ámbito de la Comunidad de Castilla y León, las funciones fijadas en el artículo 11.2 de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de Evaluación Ambiental, en virtud del artículo 52.2.a) del Decreto Legislativo 1/2015, de 12 de noviembre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de Prevención Ambiental de Castilla y León.

El artículo 7.2 de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación ambiental, establece que serán objeto de una evaluación de impacto ambiental simplificada, entre otros, los proyectos comprendidos en el Anexo II. El proyecto se incluye dentro del Anexo II, Grupo 9, apartado e) “Instalaciones destinadas a la valorización de residuos (incluyendo el almacenamiento fuera del lugar de producción) que no se desarrollen en el interior de una nave en polígono industrial excluidas las instalaciones de residuos no peligrosos cuya capacidad de tratamiento no supere las 5.000 toneladas anuales y de almacenamiento inferior a 100 toneladas”.
DESCRIPCIÓN DEL PROYECTO


El proyecto evaluado consiste en la instalación de una planta donde se tratarán y valorizarán residuos no peligrosos, principalmente residuos de la construcción y demolición. La capacidad de tratamiento anual estimada es de 60.000 toneladas (47.917 m3) que se corresponde con 226 toneladas al día. La tipología del residuo tratado será la siguiente:

· Residuos de construcción y demolición procedente de obras nuevas y de reforma (35% del total): 21.000 toneladas/año.

· Residuos de construcción y demolición procedentes de derribos (65% del total): 39.000 toneladas anuales.

· Otros residuos no peligrosos: 200 toneladas/año (papel, plástico, vidrio, madera…). 


Los residuos admitidos en la planta de tratamiento, con su correspondiente código LER, son:

15 01 01 Envases de papel y cartón 

15 01 02 Envases de plástico 

15 01 03 Envases de madera 

15 01 04 Envases metálicos 

15 01 07 Envases de vidrio 

17 01 01 Hormigón 

17 01 02 Ladrillos 

17 01 03 Tejas y materiales cerámicos

17 01 07 Mezclas de hormigón, ladrillos, tejas y materiales cerámicos, distintas de las especificadas en el código 1701 06

17 02 01 Madera

17 02 02 Vidrio 

17 02 03 Plástico 

17 03 02 Mezclas bituminosas distintas de las especificadas en el código 17 03 01 

17 04 01 Cobre, bronce, latón

17 04 02 Aluminio 

17 04 03 Plomo 

17 04 04 Zinc 

17 04 05 Hierro y acero 

17 04 06 Estaño 

17 04 07 Metales mezclados 

17 04 11 Cables distintos de los especificados en el código 17 04 10 

17 05 04 Tierra y piedras distintas de las especificadas en el código 17 05 03 

17 05 08 Balasto de vías férreas distinto del especificado en el código 17 05 07 

17 06 04 Materiales de aislamiento distintos de los especificados en los códigos 17 06 01 y 17 06 03 

17 08 02 Materiales de construcción a base de yeso distintos de los especificados en el código 17 08 01

17 09 04 Residuos mezclados de construcción y demolición distintos de los especificados en los códigos 

17 09 01, 17 09 02 y 17 09 03

20 01 01 Papel y cartón

20 01 02 Vidrio 

20 01 38 Madera 

20 01 39 Plástico 

20 01 40 Metales 

20 02 02 Tierras y piedras

GRCIÓGÚN LEY

22/201El centro de transferencia se ubicará en las parcelas 5100, 5101, 5102, 5103 y 5106 del polígono 3 de Peñafiel. La superficie total de las parcelas es de 30.213 m2. Las parcelas objeto de proyecto tiene la clasificación de suelo rústico con protección agropecuaria, por lo que será necesaria la autorización de uso excepcional en suelo rústico. La distancia a zonas urbanas de Peñafiel es de 1,9 km.


El tratamiento y valorización de los residuos se realizará en varias fases y líneas de tratamiento. Se comienza con el control en la recepción de los residuos en la zona de pesaje, realizándose un registro del origen de los residuos, y una primera observación visual. Después, se realiza la selección primaria, el machaqueo, cribado principal, separación por ventilación y separación de posibles elementos metálicos. Por último, los residuos pasan por una selección final en una cabina de selección manual. Las últimas fases son el etiquetado de los residuos y el almacenamiento temporal en contenedores hasta la entrega a gestores autorizados.  

Las instalaciones proyectadas para realizar la actividad son las siguientes:

a) Zona de proceso: constará de una solera de hormigón armado de 25 centímetros de espesor, con lámina de geotextil sobre el terreno. La superficie será de 800 m2, y tendrá una pendiente del 1% para conducir las aguas pluviales y posibles lixiviados hasta un depósito estanco de 1 m3. La zona de proceso tendrá tres zonas definidas: zona de acopio de residuos de construcción y demolición, de 400 m2; zona de clasificación de residuos no peligrosos, de 316 m2; techado auxiliar de 10 m2, para residuos peligrosos.

b) Zona de maquinaria para el tratamiento de residuos: también estará formada por solera de hormigón tratado de superficie 240 m2. En esta zona se instalarán la tolva, cinta, criba, sopladores, separadores magnéticos y la cabina de triaje.

c) Zona de acopio de áridos de segunda generación: superficie de 8.750 m2 sobre tierra compactada.

d) Oficinas y vestuarios/aseos: serán dos casetas prefabricadas de 14,74 m2 cada una. Las aguas fecales de los aseos será depositada en un grupo de tratamiento, y vertida posteriormente al terreno.

e) Zona de recepción y báscula.


El suministro de agua (para aseos y aguas de proceso) se obtendrá de la red municipal  a través de la red de abastecimiento existente. La energía eléctrica se obtendrá mediante la conexión con una red eléctrica aérea existente. 

El Documento Ambiental analiza alternativas al proyecto,  los posibles impactos del proyecto sobre el medio ambiente y establece una serie de medidas correctoras para la protección del medio ambiente, así como un Plan de Vigilancia Ambiental. 
CONSULTAS REALIZADAS


De acuerdo con lo establecido en el artículo 46 de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación ambiental y tras la remisión del Documento Ambiental por parte del órgano sustantivo, se procedió por el Servicio Territorial de Medio Ambiente de Valladolid a la apertura del trámite de consultas a las Administraciones públicas afectadas y a las personas interesadas. La relación de los consultados así como los informes recibidos es la siguiente:

-
Ayuntamiento de Peñafiel, emite informe en el que indica futuras tramitaciones que deberán realizarse ante ese Ayuntamiento.

-
Diputación Provincial de Valladolid, que informa el proyecto.


-
Confederación Hidrográfica del Duero, que emite informe con condiciones  sobre las aguas residuales.

-
Ecologistas en Acción de Valladolid.

-
Servicio Territorial de Economía, que informa el proyecto.

-
Servicio Territorial de Fomento.

-
Servicio Territorial de Cultura y Turismo, que informa como necesario, la realización de la estimación de la incidencia del proyecto sobre el Patrimonio Cultural, conforme a la normativa de aplicación regulada en el Decreto 37/2007, de 19 de abril, por el que se aprueba el Reglamento para la protección del Patrimonio Cultural de Castilla y León.

-
Unidad de Ordenación y Mejora del Servicio Territorial de Medio Ambiente de Valladolid, que informa que las actuaciones previstas no tendrán efectos negativos apreciables sobre elementos del medio natural.
ANÁLISIS DE CRITERIOS SEGÚN EL ANEXO III

Características del Proyecto.-

El tamaño del proyecto es medio en lo referente a la superficie ocupada. Respecto del volumen de residuos a gestionar se considera también un tamaño medio, que prácticamente no generará residuos, y que por el contrario contribuirá al reciclado y valorización de los residuos generados en la zona de influencia del centro de transferencia. 

No existe acumulación con otros proyectos de valorización de productos en la zona, existiendo únicamente un proyecto de centro de transferencia de residuos en el mismo municipio.

El consumo de materias primas y recursos naturales no se considera significativo debido a la propia naturaleza del proyecto.

El riesgo de accidentes no es significativo para este tipo de instalaciones.

Ubicación del Proyecto.-

Las instalaciones se ubican en suelo rústico dentro del municipio de Peñafiel. El centro de tratamiento está incluido en terrenos ocupados actualmente por la actividad agrícola, por lo que se considera una zona con un valor medioambiental no muy elevado, al ser una zona ya transformada por la actividad humana. 

La zona afectada por el proyecto está fuera de terrenos que integran la Red Natura 2000. No se localizan, aparte, otras figuras relevantes del medio natural sobre las que deba informarse de manera especial (terrenos forestales, especies de interés comunitario, zonas húmedas catalogadas, etc.).

Respecto de la presencia de yacimientos arqueológicos o cualquier otro elemento del patrimonio cultural de Castilla y León en la zona objeto del proyecto, deberá realizarse una estimación de la posible incidencia sobre el patrimonio cultural.

Características del potencial impacto.-

Por las características del proyecto y las medidas que se aplicarán durante el funcionamiento, no son de esperar afecciones significativas en el área de ubicación prevista.

El proyecto producirá un impacto ambiental puntual, localizado en el espacio y en el tiempo, no presentando carácter transfronterizo. Los principales impactos podrán ser debidos a la generación de polvo y ruido. De la suma de factores expuestos anteriormente, se deduce que la capacidad de acogida del medio es alta, por la ausencia de valores ambientales y el carácter antropizado de la zona. 


Por todo ello considerado adecuadamente tramitado el expediente y de acuerdo con lo establecido en el artículo 47 de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de Evaluación Ambiental, teniendo en cuenta el resultado de las consultas realizadas y siguiendo los criterios del Anexo III de la citada Ley, la propuesta de la Comisión Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo de Valladolid es

Determinar que el proyecto no tendrá efectos significativos sobre el medio ambiente, en los términos establecidos en el presente Informe de Impacto Ambiental, sin perjuicio del cumplimiento de otras normas vigentes de tipo ambiental o sectorial que le sean de aplicación. No obstante en la realización del proyecto se deberán cumplir todas las medidas correctoras, preventivas y compensatorias contempladas en el Documento Ambiental de diciembre del año 2017, además de la que se cita a continuación, y en lo que no contradigan a las mismas:
▫ Se deberá obtener del Ayuntamiento de Peñafiel la correspondiente autorización de uso excepcional en suelo rústico con carácter previo a la concesión de la licencia urbanística y licencia ambiental.

◦ Se deberán obtener las correspondientes autorizaciones conforme a la Ley 22/2011, de 28 de julio, de Residuos y Suelos Contaminados.  
▫ Se deberá realizar la notificación de actividad potencialmente contaminadora de la atmósfera ante el Servicio Territorial de Medio Ambiente de Valladolid, al estar la actividad comprendida en los Grupos B y C, código 09 10 09 51 del Real Decreto 100/2011, de 28 de enero, por el que se actualiza el catálogo de actividades potencialmente contaminadoras de la atmósfera y se establecen las disposiciones básicas para su aplicación.

◦ Protección contra el ruido: tanto en la fase de construcción como en la de funcionamiento, la actividad se desarrollará teniendo en cuenta los niveles contemplados en la Ley 5/2009 del Ruido de Castilla y León.

◦ El vertido de aguas residuales al terreno previo paso por la fosa séptica con filtro biológico, requiere autorización de vertido otorgada por la Confederación Hidrográfica del Duero, según lo recogido en el Real Decreto Legislativo 1/2001, de 20 de julio, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de Aguas.

◦ El proyecto que se aporte para la obtención de la licencia urbanística y ambiental, deberá definir la plantación perimetral, indicando número de árboles y arbustos de cada especie, señalando en planta la posición prevista de cada planta. Por otra parte, deberán respetarse los árboles presentes al sur de la parcela, y en caso de necesitarse su apeo, deberá obtenerse la autorización de corta del arbolado del Servicio Territorial de Medio Ambiente de Valladolid.

◦ Protección del Patrimonio Cultural: Conforme al artículo 60 de la Ley 12/2002, de Patrimonio Cultural de Castilla y León, si en el curso de la ejecución del proyecto aparecieran restos históricos, arqueológicos o paleontológicos, deberá ponerse tal circunstancia en conocimiento de la Delegación Territorial de la Junta de Castilla y León de Valladolid, a fin de dictar las normas de actuación que procedan.
◦ Conforme a lo establecido en el artículo 47.4 de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación ambiental, este Informe de Impacto Ambiental perderá su vigencia y cesará en la producción de los efectos que le son propios, si en el plazo de 4 años de su publicación en el Boletín Oficial de Castilla y León, no se hubiera procedido a la autorización del proyecto.

◦ Objeto de recurso: de conformidad a lo establecido en el artículo 47.6 de la Ley de evaluación ambiental, el informe de impacto ambiental no será objeto de recurso alguno sin perjuicio de los que, en su caso, procedan en vía administrativa o judicial frente al acto, en su caso, de autorización del proyecto.
          El Jefe del Servicio Territorial de Fomento advierte que en la página 41 de la convocatoria de la Comisión Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo en relación con la protección del patrimonio cultural en los asuntos de Medio Ambiente ya se acordó en la sesión del mes de abril y basándose en el informe de la Asesoría Jurídica de la Delegación Territorial de la Junta de Castilla y León en Valladolid que se deberían aplicar en vez de los artículo 80 a 83 del Decreto 37/2007, de 19 de abril, por el que se aprueba el Reglamento para la protección del Patrimonio Cultural de Castilla y León referente a las prospecciones, el artículo 60 de la Ley 12/2002, de 11 de julio, de patrimonio cultural de Castilla y León relativo a los hallazgos casuales.
          El Jefe del Servicio Territorial de Cultura y Turismo manifiesta que existen yacimientos arqueológicos en un radio de 13 kilómetros de la ubicación de la planta de tratamiento y valorización de residuos no peligrosos en Peñafiel, lo que justifica la pertinencia de aplicación del artículo 30 de la Ley 12/2002, de 11 de julio de patrimonio cultural por encontrarse esa zona afectada, debiéndose prospectar.
          La técnico arquitecto del Servicio Territorial de Fomento manifiesta que las Normas Urbanísticas Municipales de Peñafiel se han revisado en el año 2012 con lo cual en la documentación técnica del instrumento de planeamiento se encuentra el catálogo arqueológico actualizado en el cual se enumeran los bienes integrantes del patrimonio arqueológico y categorización del suelo en el cual se ubican.
           El Jefe del Servicio Territorial de Cultura y Turismo de Valladolid expone que si no está prospectado todo el municipio votará en contra y el informe del arqueólogo no dice nada en relación con que se haya llevado a cabo la prospección en la totalidad del municipio de Peñafiel.

           El Jefe del Servicio Territorial de Agricultura y Ganadería de Valladolid manifiesta que en su Servicio se están recibiendo gran número de llamadas para explotaciones agrarias y modificaciones de las mismas en las cuales se está planteado el mismo problema y que incluso deben pasar por la Comisión de Patrimonio Cultural de Valladolid, ampliando los trámites y dilatando el procedimiento para los administrados.

             El Jefe del Servicio Territorial de Cultura y Turismo advierte que en casi todos los casos se han hecho prospecciones porque dentro de la protección al patrimonio cultural, lo deben hacer.
            La técnico arquitecto del Servicio Territorial de Fomento de Valladolid manifiesta que en el supuesto abordado no hay excavaciones sino sólo dos casetas y solamente es la solera.
            El Jefe del Servicio Territorial de Cultura y Turismo manifiesta que si la zona ya está prospectada no pone ninguna pega pero si no está prospectada hay que realizarla.
            El vocal representante de la Diputación Provincial de Valladolid declaró que ya se había establecido un criterio en la pasada sesión de la Comisión Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo pues se había tratado el informe de la Asesoría Jurídica de la Delegación Territorial, con lo cual es estéril la discusión. Se aplicará por tanto el artículo 60 de la ley 12/2002, de 11 de julio, de patrimonio cultural de Castilla y León sobre hallazgos casuales decidido por todos en la sesión de abril.
             El Jefe del Servicio Territorial de Fomento se reafirma en lo expuesto por el vocal representante de la Diputación Provincial de Valladolid.
             Por último el vocal representante del Colegio de Secretarios afirma con rotundidad que cuando se efectuó la Revisión de las Normas Urbanísticas Municipales de Peñafiel en el año 2012 se tuvo que presentar un catálogo arqueológico del municipio actualizado por tanto, en este catálogo estarán recogidos todos los bienes arqueológicos que van a requerir una mayor protección; lo que no se puede hacer es incrementar los trámites administrativos a los interesados cuando la garantía de la conservación del Patrimonio Cultural y la promoción de su investigación son deberes esenciales de la Comunidad de Castilla y León.

             El Jefe del Servicio Territorial de Cultura y Turismo se ausentó en el momento de la votación.

             Cuando volvió a la sala de la sesión de la Comisión Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo el Jefe del Servicio Territorial de Cultura manifiesta que quiere que se remita a la Comisión de Medio Ambiente y Urbanismo el Informe de la Dirección General de Patrimonio Cultural sobre la aplicación del artículo 30 de la Ley 12/2002, de Patrimonio Cultural de  Castilla y León, afirmando que de tal manera se está efectuando en todas las provincias y lo ideal sería que la Dirección General de Patrimonio Cultural dictase una instrucción.       

Siendo las once horas y cuarenta minutos del día señalado en el encabezamiento, una vez tratados todos los puntos recogidos en el orden del día de la convocatoria, se levantó la sesión, sin que se formularan ruegos ni preguntas por los asistentes.
De todo lo cual doy fe como Secretaria de la Comisión Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo de Valladolid. 
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Fdo.: Isabel Fernández Contero.
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